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Preliminares 


l compendio se integra con todas las publicaciones realizadas por la unidad 
académica de investigaciones jurídicas dependiente de la escuela judicial de 


Guanajuato desde sus inicios, el aún no lejano año 2018 a la fecha. 


Contiene tres diferentes formas de localizar la información, acorde al autor, la 


publicación donde originalmente apareció y por ejes temáticos. 


Se reitera que los escritos son responsabilidad de sus autores y no necesariamente 
representan el punto de vista del poder judicial del estado de Guanajuato, el que se 


desliga de cualquier responsabilidad que se pudiera causar. 
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Comentarios a la Ley Nacional 
de Ejecución Penitenciaria 


Lic. Laura Nallely Sandoval Mújica 
I. A manera de introducción 


l 16 de junio de 2016 es 

publicada en el Diario Oficial 

de la Federación una nueva ley 
nacional de ejecución penal,' de carácter 
general. La cual complementa la reforma 
penal de 2008, en donde el artículo 18 
constitucional adopta un remasterizado 
concepto de reinserción social y una 
nueva forma de organización del sistema 
penitenciario, que da un vuelco en la 
forma de ver y tratar a las personas que 


se encuentran privadas de la libertad. 


Este texto se centra en el análisis 
del artículo 1% de la LNEP descubre los 
tres nucleares objetivos de la ley: las 
reglas de internamiento, la resolución 
de controversias y la regulación de los 
medios para lograr la reinserción social. 
1 Ley Nacional de Ejecución, disponible en: 


http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/ 
LNEP_090518.pdf 


La fracción primera señala que dentro 
de la LNEP se asentarán las normas bajo 
las cuales llevará su internamiento toda 
persona privada de la libertad. Por lo que 
se estudiarán las distintas formas ante 
las cuales puede ingresar a un centro 
penitenciario y por que la importancia de 


su distinción. 


La fracción segunda advierte de la 
implementación de procedimientos para 
la resolución de controversias que pueden 
suscitarse durante la ejecución penal y la 
fracción tercera fija que es competencia 
de esta ley el regular los medios para 


lograr la reinserción. 


Por último, se estudiará cuáles son 
los principios constitucionales bajo los 
cuales lo fundamenta la LNEP, así como 
los tratados internacionales de los que 


México es parte. 


El análisis jurídico de la LNEP, 
publicada en el DOF, el 16 de junio de 
2016, debe partir del fin u objeto que el 


Estado persigue con su promulgación. 
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Así, se puede conocer de forma concisa 
o breve el contenido general de dicha 
norma. El título primero contiene las 
denominadas disposiciones generales, 
estas conforman una base o guía para una 
correcta interpretación y aplicación de la 
ley, en donde se encuentra el objeto y 
alcance de la ley, el ámbito de aplicación, 
a quién va dirigida, así como, si opera la 


supletoriedad. 


Resumidamente el texto se ocupa del 
análisis del artículo primero, denominado 
objeto de la ley, el cual se dividirá en dos 
apartados: I.- Los fines de la LNEP y Il.- 


La normatividad aplicable. 


3 


TK. Los fines de la Ley Nacional de 
Ejecución Penal 


1.- Reglar el internamiento de las 
de libertad por 


ejecución de sentencia, por prisión 


personas privadas 


preventiva y medidas de seguridad 


De acuerdo con el principio de 
legalidad, la autoridad solo puede actuar 
de acuerdo con lo que expresamente dice 
la ley; la LNEP asienta las reglas, derechos 
y obligaciones bajo las cuales el Estado 
otorga seguridad jurídica a las personas 
que se encuentran privadas de la libertad 
en sus distintas modalidades (prisión 
preventiva, ejecución de penas y medidas 
de seguridad), ya que se encuentran bajo 
su resguardo y protección. No todas las 
personas privadas de la libertad guardan 
la misma situación jurídica, de aquí que 


su tratamiento sea distinto. 


La prisión preventiva, es un tipo 
de medida cautelar, que se utiliza 
para garantizar la comparecencia del 
imputado en el proceso penal cuando 


existan motivos fundados de que puede 
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sustraerse de la justicia. Comprendida 
en el párrafo primero del artículo 18 
constitucional, dice: “Sólo por delito que 
merezca pena privativa de libertad habrá 


lugar a prisión preventiva””. 


“La 


instrumento sumamente debatido, ya 


prisión preventiva es un 
que en apariencia contradice uno de los 
principios esenciales del proceso penal 
contemporáneo, el de la presunción de 
inocencia”, toda vez que la persona 
es privada de la libertad, sin tener una 
sentencia que lo declare culpable de la 


comisión de un delito. 


Es por ello que la propia CPEUM, 
en el mismo artículo 18 señala que el 
lugar donde estarán las personas sujetas 
a prisión preventiva debe ser distinto al 


destinado para la extinción de penas para 


2 Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, disponible en: http://www. 
diputados.gob.mx/LeyesBiblio/refícpeum.htm 


3 Cfr. Fix-Zamudio, H.: Medidas Cautelares. 
En Diccionario Jurídico Mexicano, Tomo VI, 
Universidad Nacional Autónoma de México, 
1984; p. 155 


resguardo de sus derechos, así se señala 
también en la LNEP en las fracciones II 
y IV del artículo 5*. 


Por su parte el* CNPP, da tratamiento a 
la prisión preventiva de forma particular 
en los artículos 165, 166, 167, 168, 169, 
170 y 171. Los cambios en la situación 
jurídica de una persona sometida a prisión 
preventiva es competencia del juez de 
control, mientras que la supervisión 
material está a cargo de la autoridad 
penitenciaria. En este caso, el juez de 
ejecución tiene facultades únicamente, 
cuando los derechos de las personas 
privadas de la libertad se vean afectados 


por la autoridad penitenciaria. 


En relación con la ejecución de penas 
la LNEP determina las reglas para la 
compurgación de estas, de acuerdo 
con el fin de la reinserción social y el 
respeto a los DH. La persona privada de 
la libertad no pierde todos sus derechos 
al ser encontrada culpable de un delito, 
y mucho menos su dignidad, por lo que 
4 Código Nacional de Procedimientos Penales, 


disponible en: http://www.diputados.gob.mx/ 
LeyesBiblio/refcnpp.htm 
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es obligación de la autoridad el crear las 
condiciones de vida digna para que las 
personas que cumplen con una sentencia 
que exclusivamente restringe la libertad 
personal, así como derechos de índole 
político electorales, tengan acceso a los 
servicios básicos de alimentación, salud, 
educación, y todos aquellos medios 
adoptados para llegar a la reinserción. 
Las controversias que puedan suscitarse 
durante la privación de la libertad estarán 
a cargo del juez de ejecución y su custodia 


corresponde a la autoridad penitenciaria. 


Las medidas de seguridad “fueron 
bautizadas así por Karl Stooss en el 
anteproyecto suizo de 1893[...] El 
proyecto distingue entre penas y medidas 
de seguridad [...] Esta distinción entre 
pena y medida revela que para Stooss la 
“medida” tenía carácter policial y solo 
formalmente estaba vinculada al derecho 
penal, por corresponder al juez penal su 


aplicación.” * 


5 Cfr. Zaffaroni, E.R.: Tratado de Derecho 
Penal, Parte General |. EDIAR, Buenos Aires, 
1998; pp. 94 y 95. 


La aplicación de las medidas de 
seguridad, no se basa en la culpabilidad 
del autor, sino en su peligrosidad, se 
aplica “a agentes que jurídicamente 
están incapacitados para ser receptores 
de la 
faltan en ellos los requisitos de la 


pena, precisamente porque 
culpabilidad”, De acuerdo con Muñoz 
Conde”, estos requisitos se traducen en 
imputabilidad, es decir tener madurez 
psíquica, capacidad de sentirse motivado 
por la norma; el conocer y asimilar la 
antijuricidad de la norma y la exigibilidad 


de un comportamiento distinto. 


El Código Penal para el Estado de 
Guanajuato*, en su artículo 89 contempla 
como medidas de seguridad el tratamiento 


de inimputables, la deshabituación, el 


6 Cfr. Creus, C.: Derecho Penal Parte General. 
Editorial Astrea, 3? edición, Argentina, 1992; 
p. 48. 


7 Cfr. Muñoz Conde, F.: Teoría General del 
Delito, Editorial Temis. 3* edición. Colombia. 
2016; p. 127 


8 Código Penal para el Estado de Guanajuato, 
disponible en: https://congresogto. 
s3.amazonaws.com/uploads/codigo/pdf/2/C_ 
DIGO_PENAL_DEL_EDO_DE_GTO_PO_ 
D337_24sep2018.pdf . 
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tratamiento psicoterapéutico integral, así 
como las demás que señalen las leyes. 
De acuerdo con el código referido este es 


su tratamiento: 
Capítulo IX 
Tratamiento de Inimputables 


Artículo 90. El tratamiento de 


inimputables consistirá en: 


Internación en el establecimiento 
especial público o privado que se juzgue 
adecuado para la rehabilitación del 
inimputable; o 

Rehabilitación 


familiar. 


bajo la custodia 


Su duración no excederá del máximo 
de la punibilidad señalada al tipo 
penal correspondiente, pero cesará 
por resolución judicial al demostrarse 
incidentalmente la ausencia de 


peligrosidad del sujeto. 


Capítulo X 
Deshabituación 


Artículo 91. Cuando el sujeto haya 
sido sentenciado por un delito y éste 
se haya producido por la adicción a 
bebidas 
psicotrópicos o sustancias que produzcan 


alcohólicas, estupefacientes, 
efectos similares, independientemente de 
la pena que corresponda, se le someterá 
a un tratamiento de deshabituación por 


parte de la autoridad de salud. 
Capítulo XI 
Tratamiento Psicoterapéutico Integral 


Artículo 92. Al responsable del delito 
de violencia familiar o de un delito 
cometido contra una persona con quien 
tenga relación de parentesco, matrimonio, 
concubinato o análoga se le someterá a 
un tratamiento psicoterapéutico integral, 


para su reinserción. 
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La modificación O 


extinción de estas medidas de seguridad 


duración, 


corresponden al juez de ejecución, su 
vigilancia y supervisión es ejercida por 
autoridades auxiliares, tales como la 
secretaría de salud. Una persona privada 
de la libertad por sentencia o por prisión 
preventiva, puede a su vez cumplir 
una medida de seguridad, en este caso 
las condiciones de su internamiento 


competen al juez de ejecución. 


2.- Establecer los procedimientos 
para resolver las controversias que 
surjan con motivo de la ejecución 


penal. 


De acuerdo con el artículo 17 
constitucional, las leyes federales y 
localesestableceránlosmediosnecesarios 
para que se garantice la independencia de 
los tribunales y la plena ejecución de sus 


resoluciones. 


Por tal motivo esta ley faculta al juez 
de ejecución ya sea en su competencia 
federal o estatal, para resolver las 
controversias que se susciten en materia 
de ejecución de sanciones. 

La  LNEP distintas 


controversias a través de las cuales la 


contempla 


persona privada de la libertad puede ser 
escuchada por un juez, atendiendo a los 
principios de legalidad y debido proceso. 
Lo que otorga seguridad jurídica a la 
persona de ser escuchada por la autoridad 


en el período de reclusión. 


Como ya se ha señalado las personas 
privadas de la libertad solo compurgan 
una pena de prisión, más no una 
restricción total de derechos, por lo que 
es menester la existencia de normas para 
su protección, así como de las demás 
personas que pueden ser parte de dicha 


controversia. 


El artículo 116 de la citada ley 
establece las siguientes controversias 
de las que conoce el juez de ejecución: 


a) Las condiciones de internamiento y 
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cuestiones relacionadas con las mismas; 
b) el plan de actividades de la persona 
privada de la libertad y cuestiones 
relacionadas con el mismo, que impliquen 
violación de derechos fundamentales; c) 
los derechos propios de quienes soliciten 
ingresar O hayan ingresado al Centro 
como visitantes, defensores públicos, 
privados, defensores en los tribunales 
de amparo, y observadores por parte de 
organizaciones de la sociedad civil; d) 
la duración, modificación y extinción 
de la pena y sus efectos; e) la duración, 
modificación y extinción de las medidas 
de seguridad y, las contenidas en el 
artículo 57 en materia de traslados 


nacionales e internacionales. 


El artículo 117 fija los aspectos a 
resolver en relación con las controversias 
sobre las condiciones de internamiento, 
el plan de actividades y cuestiones 
relacionadas con ambas; el artículo 
118 sobre la duración, modificación 
y extinción de la pena, así como las 
autorizaciones de traslados; el artículo 


119 sobre medidas de seguridad. 


El procedimiento jurisdiccional 
se llevará a cabo de acuerdo con un 
sistema adversarial y oral, el cual se 
rige por los principios de contradicción, 
concentración, continuidad, inmediación 
y publicidad. Serán partes procesales: 
la persona privada de la libertad, su 
defensor, el Ministerio Público, la 
Autoridad Penitenciaria; el promovente 
de la acción o recurso, así como la víctima 
y en su caso el asesor jurídico cuando la 
controversia verse sobre la reparación 
del daño y se afecte el derecho de la 
víctima al esclarecimiento de los hechos 


y la justicia. 


A partir del artículo 122 y hasta el 
135, se establece la forma en cómo se 
formulará la controversia, cuando se dará 
el auto de inicio y sus distintos sentidos 
(admisión, prevención, desechamiento); 
como se llevará a cabo la sustanciación 
de la controversia, como se desarrollan 
las audiencias, el termino para dictar una 
resolución, su ejecución, así como los 


recursos procedentes. 
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Es decir, la LNEP en pro de los 
derechos de las personas privadas de la 
libertad instituye de forma más eficaz el 
acceso a la justicia, dando la oportunidad 
de ser escuchadas por un juez, ante 
situaciones de índole administrativo 


como judicial. 


3.- Regular los medios para lograr 


la reinserción social. 


A partir de la reforma penal de 2008, 
la CPEUM se aleja del término de 
readaptación propio de la criminología 
positivista” el cual considera a la persona 
como alguien que debe ser readaptado o 
curado, y que esta patología ha sido la 
causa de su actuar ilícito, para cambiarlo 


por la reinserción. 


“El término reinserción social ya 
no implica desadaptación, sino ahora 
desintegración social; no se ve en el 


delincuente un inadaptado sino un 


9 Cfr. Baratta, A.: Criminología Crítica y 
Crítica del Derecho Penal, Introducción a 
la sociología jurídico penal. Siglo Veintiuno 
Editores. 1? reimpresión. Argentina. 2004; p. 
21. 


apartado social, un extranjero social 
que no le importa violentar las normas 
jurídicas bajo su andar. Con el cambio 
de concepto se asume que el sujeto que 
cometa un acto delictivo se aparta de 
la sociedad, por tanto, no se encuentra 
integrado como aquél que, si cumple la 
norma, por ello habrá que insertarlo de 
nuevo. La reinserción social tiene dos 
aspectos diferenciados de la readaptación 
a saber: a) reconoce que la delincuencia 
es un problema social y no individual, es 
decir ya no se ve al delincuente como un 
enfermo; b) el fin de la prisión cambia 
radicalmente, ya no intentara readaptar 
(curar), sino ahora reinsertar, es decir, 
regresar al sujeto a la vida en sociedad, 


integrarlo a ella.” 


El artículo 18, segundo párrafo de la 
CPEUM señala que el fin de la pena de 
prisión es la reinserción de la persona, es 


decir, que esta no vuelva a delinquir: 


10 Cfr. Ordaz Hernandez, D., Cunjama López, 
E. “Reinserción social. Inflexiones de lo 
anormal”. En: Prisión, Reinserción Social y 
Criminalidad en México. Editorial Académica 
Española. Saarbúcken. 2012; p. 21. 
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El sistema penitenciario se organizará 
sobre la base del respeto a los derechos 
humanos, del trabajo, la capacitación 
para el mismo, la educación, la salud, y 
el deporte como medios para lograr la 
reinserción del sentenciado a la sociedad 
y procurar que no vuelva a delinquir, 
observando los beneficios que para él 
prevé la ley. Las mujeres compurgarán 
sus penas en lugares separados de los 
destinados a los hombres para tal efecto.'' 


De lo anterior se desprende que uno 
de los medios para lograr la reinserción 
es el respeto a los DH los cuales son 
inherentes a todos por el simple hecho 
de ser personas, por lo que es tarea de 
la autoridad penitenciaria respetar los 
derechos, así como ser vigía y garante de 


ellos. 


El trabajo y la capacitación otorga 
a la persona la capacidad, habilidad 
y competencia para desarrollar una 
lícita 


actividad remunerada y así 


desarrollarse personalmente al obtener su 


11 Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, Óp. cit. nota 2. 


libertad. Así mismo, los centros tienen un 
carácter sustentable por lo que el trabajo 
puede desarrollarse también dentro del 


período en reclusión. 


El derecho a la salud es fundamental 
para, todas las personas, por lo que el 
sistema penitenciario, debe garantizar el 
acceso a este, la integridad tanto física 
como psicológica y vivir dignamente. 
Todo centro debe tener por lo menos 
un médico responsable de la salud, 
un odontólogo y en auxiliar técnico- 


sanitario. 


El deporte también es importante para 
la salud, y como actividad recreativa, la 
Autoridad Penitenciaria, establecerá los 
horarios y medidas para el desarrollo de 


estas. 


La educación es un derechoreconocido 
por la CPEUM, por lo que estar privado 
de la libertad no debe ser un obstáculo 
para acceder al sistema educativo, y 
llegar a obtener un grado académico, 


esto en pro del desarrollo personal. 
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Es importante señalar la participación 
de las autoridades corresponsables toda 
vez que contribuyen en el ámbito de sus 
competencias en los medios y programas 
de reinserción social, es decir tienen como 
objetivo el diseño e implementación de 
distintos programas para la reinserción 
del sentenciado, estas son: las Secretarías 
de Gobernación, de Desarrollo Social, 
de Economía, de Educación Pública, de 
Salud, del Trabajo y Previsión Social, 
de Cultura, la Comisión Nacional de 
Cultura Física y Deporte, el Sistema 
Nacional para el Desarrollo Integral de 
la Familia y la Secretaría Ejecutiva del 
Sistema Nacional de Protección Integral 
de Niñas, Niños y Adolescentes y sus 
equivalentes en las entidades federativas, 
así como aquellas que por su naturaleza 
deben intervenir en el cumplimiento de 


la Ley, en el ámbito de sus atribuciones. 


Es facultad de la Autoridad 
Penitenciaria el organizar el 
funcionamiento del sistema 


penitenciario, para que los medios arriba 
señalados operen de la manera más 


adecuada y eficaz. Por medio de un plan 


de actividades se organizan los días, 
horarios y actividades de las personas 
privadas de la libertad, así mismo deberá 
estar basado en las medidas de vigilancia 
y necesidades de la persona para su 


reinserción. 


El plan debe ser presentado ante el 
juez de ejecución para su conocimiento, 
mismo que podrá ser recurrido, mediante 


la controversia correspondiente. 


Normatividad aplicable al sistema 


penitenciario 


1.- Normas constitucionales. 


Toda ley en México debe tener 
fundamento de carácter constitucional 
para su existencia, en el apartado l. del 
presente texto, se puede apreciar una 
serie de normas, procedimientos, y 
medios que son el objeto principal de la 
LNEP y que de acuerdo con la CPEUM, 
tiene su fundamento en los siguientes 


artículos: 
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A. Artículo 1%: Todas las personas 


gozarán de los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución, en donde 
no hay excepción por estar privado de la 
libertad. De ahí que las personas privadas 
de la libertad deben gozar de todos los 


derechos, sin discriminación alguna. 


B. Artículo 3%: como parte de los 
medios para lograr la reinserción se 
encuentra la educación, a la cual toda 
persona tiene derecho. Es obligación del 
Estado en sus diferentes formas, impartir 
la educación básica que se conforma por 
preescolar, primara, secundaria y media 
superior, por lo que aún en un centro 


penitenciario deben tener acceso a ella. 


C. Artículo 4%. Derecho a la salud, a 
la cultura, al deporte y todo lo que ello 
engloba como parte de los derechos a 
los que toda persona debe tener acceso y 


como medios para lograr la reinserción. 


D. Artículo 5%. Derecho a ejercer un 
trabajo lícito, parte fundamental del 
desarrollo individual de cualquier ser 


humano. 


E. Artículo 14. Contempla la garantía 
al debido proceso, todo juicio debe 
llevarse a cabo cumpliendo con todas 
las formalidades que marca la ley y ante 
la autoridad competente, para respeto 
de los derechos de las personas, que de 
lo contrario quedarían vulnerados, por 
lo que también incluye al principio de 
legalidad. 


F. Artículo 15. Menciona los casos de 
excepción en relación con la extradición, 
como fin de protección a los derechos 


humanos. 


G. Artículo 16. Principio de legalidad 
toda autoridad debe fundar y motivar su 


actuar en la ley. 


H. Artículo 17. Contempla el derecho 
de acceso a la justicia, y que esta a su vez 
sea pronta y expedita, así como gratuita. 
Aboga así mismo por la independencia 
judicial y la plena ejecución de las 


resoluciones. 
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I. Artículo 18. Como ya se ha señalado 
contiene el derecho a la reinserción 


social. 


J. Artículo 20. Concede derechos 
al inculpado, en este caso cuando 
hay prisión preventiva, le otorga de 
seguridad jurídica al limitar el tiempo de 


la privación de la libertad. 


K. Artículo 21. 


seguridad jurídica al señalar que las 


Igualmente da 


penas solamente pueden ser modificadas 
en su duración por autoridad judicial, así 


mismo atiende al principio de legalidad. 


2.- Normas convencionales 


A partir de la reforma constitucional 
de junio de 2011 en materia de derechos 
humanos, el control de convencionalidad 
definido como “herramienta que permite 
a los Estados concretar la obligación de 
garantía de los derechos humanos en el 
ámbito interno, a través de la verificación 
de la conformidad de las normas y 


practicas nacionales, con la Convención 


Americana de Derechos Humanos y su 


12 


jurisprudencia”*”, se hizo obligatorio en 


el país. 


La SCJN aborda el tema con la 
siguiente jurisprudencia: 
Control de constitucionalidad 


y de  convencionalidad (reforma 


constitucional de 10 de junio de 2011). 


Mediante reforma publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 10 de 
junio de 2011, se modificó el artículo 1o. 
de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, rediseñándose la 
forma en la que los órganos del sistema 
jurisdiccional mexicano deberán ejercer 
el control de constitucionalidad. Con 
anterioridad a la reforma apuntada, de 
conformidad con el texto del artículo 
103, fracción 1 


Federal, se entendía que el único órgano 


de la Constitución 


facultado para ejercer un control de 


constitucionalidad lo era el Poder Judicial 


12 Cuadernillo de Jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, núm. 
17, disponible en http://www.corteidh.or.cr/ 
index.php/es/todos-los-libros 
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de la Federación, a través de los medios 
establecidos en el propio precepto; no 
obstante, en virtud del reformado texto 
del artículo lo. constitucional, se da 
otro tipo de control, ya que se estableció 
que todas las autoridades del Estado 
mexicano tienen obligación de respetar, 
proteger y garantizar los derechos 
humanos reconocidos en la Constitución 
y en los tratados internacionales de 
los que el propio Estado mexicano es 
parte, lo que también comprende el 
control de convencionalidad. Por tanto, 
se concluye que en el sistema jurídico 
mexicano actual, los jueces nacionales 
del 


común, están facultados para emitir 


tanto federales como orden 
pronunciamiento en respeto y garantía de 
los derechos humanos reconocidos por la 
Constitución Federal y por los tratados 
internacionales, con la limitante de que 
los jueces nacionales, en los casos que se 
sometan a su consideración distintos de 
las vías directas de control previstas en 
la Norma Fundamental, no podrán hacer 
declaratoria de inconstitucionalidad de 
normas generales, pues únicamente los 


órganos integrantes del Poder Judicial 


de la Federación, actuando como jueces 
constitucionales, podrán declarar la 
inconstitucionalidad de una norma por 
no ser conforme con la Constitución o los 
tratados internacionales, mientras que las 
demás autoridades jurisdiccionales del 
Estado mexicano sólo podrán inaplicar la 
norma si consideran que no es conforme 
a la Constitución Federal o a los tratados 
internacionales en materia de derechos 


humanos.'* 


De lo anterior se desprende la 
importancia de los documentos 
internacionales, dentro de la LNEP, ya 
que es obligación de los jueces estudiarlos 
bajo los principios de la interpretación 


conforme y pro-persona. 


En la materia de la que se ocupa el 
presente texto se encuentran, entre otros 


los siguientes instrumentos: 


13 Décima Época. Registro: 2006223. Instancia: 
Pleno. Tipo de Tesis: Jurisprudencia. 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación. Libro 5, abril de 2014, Tomo l. 
Materia: Común. Tesis: P./J. 22/2014. Página: 
94 
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A. Convención Americana de 


Derechos Humanos. 


B. “Pacto de San José de Costa Rica” 


C. Convención sobre la Eliminación 
de Todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer “Convención de Belém 


Do Pará”.!'* 


D. Convención contra la Tortura y 
otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos 


o Degradantes!*, 


14 Convención Americana sobre Derechos 
Humanos “Pacto de San José de Costa Rica”, 
disponible en: http://www.ordenjuridico.gob. 
mx/TratInt/Derechos%20Humanos/D1BIS.pdf 


15 Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra 
la Mujer “Convención de Belém Do Pará” 
disponible en: http://www.ordenjuridico.gob. 
mx/TratInt/Derechos%20Humanos/D9.pdf 


16 Convención Contra la Tortura y otros Tratos 
o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, 
disponible en: http://www.ordenjuridico.gob. 
mx/TratInt/Derechos%20Humanos/D4.pdf 


E. Convención Interamericana para 


Prevenir y Sancionar la Tortura'”. 
F. Convención sobre Extradición!*, 


G. Reglas mínimas de las Naciones 
Unidas sobre las medidas no privativas 
de libertad “Reglas de Tokio””. 


H. Reglas de las Naciones Unidas 
para el tratamiento de las reclusas y 
medidas no privativas de la libertad para 
las mujeres delincuentes “Reglas de 
Bangkok”, 


17 Convención Americana para Prevenir 
y Sancionar la Tortura, disponible en: 
http://www.ordenjuridico.gob.mx/TratInt/ 
Derechos%20Humanos/D10.pdf 


18 Convención sobre Extradición, disponible 
en: http://www.ordenjuridico.gob.mx/Tratlnt/ 
Derechos%20Humanos/D33.pdf 


19 Reglas Mínimas de las Naciones Unidas 
sobre las Medidas no Privativas de Libertad 
“Reglas de Tokio”, disponible en: http://www. 
ordenjuridico.gob.mx/TratInt/Derechos%20 
Humanos/OTROS%2020.pdf 


20 Reglas de las Naciones Unidas para el 
tratamiento de las reclusas y medidas no 
privativas de la libertad para las mujeres 
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I. Principios y Buenas Prácticas sobre 
la Protección de las Personas Privadas de 


Libertad en las Américas?!, 


delincuentes “Reglas de Bangkok”, disponible 
en:  http://www.ordenjuridico.gob.mx/TratInt/ 
Derechos%20Humanos/RNUTRB pdf . 


21 Principios y Buenas Prácticas sobre la 
Protección de las Personas Privadas de 
la Libertad en las Américas, disponible en: 
http://www.ordenjuridico.gob.mx/TratInt/ 
Derechos%20Humanos/P1118A.padf . 


Conclusiones 


La LNEP nace para dar una mayor 
protección a los DH de las personas 
privadas de la libertad, fijándose 
tres objetivos; en primer lugar, el 
establecimiento de normas que regulen 
la estadía de la persona que estará bajo 
resguardo de la autoridad ya sea por 
prisión preventiva o compurgando la pena 
de prisión en un centro penitenciario, de 
igual forma tratándose de personas que 


estén bajo una medida de seguridad. 


De esta manera la ley marca la 
pauta en el actuar de la autoridad, qué 
servicios debe otorgar, de qué manera 
y cómo solucionar cualquier conflicto 
que se suscite durante el internamiento, 
para evitar una violación de derechos y 
que las personas privadas de la libertad 


puedan llevar una vida digna. 


En segundo lugar, se abre paso a un 
debido proceso penitenciario, en el que 
toda persona que tenga la personalidad 
jurídica pueda ser escuchada por un 


órgano jurisdiccional especializado en 
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ejecución de sanciones, para la resolución 
de controversias y que así situaciones de 


abuso no queden impunes. 


En tercer lugar, la regulación de los 
medios para lograr la reinserción busca 
que estos funcionen de la manera más 
adecuada y eficaz, llevando un orden 
tanto en horarios y espacios acorde a 
la actividad a realizar. Así como el que 
cada persona tenga acceso a los medios 
más adecuados de acuerdo con su caso 


en particular. 


Finalmente, se puede constatar que lo 
anterior se fundamenta en los principios 
y garantías constitucionales, así como en 
los tratados internacionales de los que 
México es parte. 
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Introducción 


l encabezado del artículo 58 de 
la Ley Nacional de Ejecución 
Penal, es en sí mismo un 
instrumento útil en la labor interpretativa 
para dotar de sentido y alcance a los seis 


párrafos que conforman esta disposición. 


Sin lugar a dudas, la exégesis del 
régimen legal en materia de entrevistas 


y visitas que los organismos públicos 


de protección de los derechos humanos 
pueden realizar a los centros de reclusión, 
es un tema de primera importancia en 
cualquier estudio sobre la ejecución 


penal. 


Y es que la eficacia y fuerza vinculante 


de los derechos fundamentales no 
extingue sus efectos dentro de las 
puertas de los centros penitenciarios; 
sino que, al contrario, si aceptamos la 
conceptualización de Luigi Ferrajoli 
en el sentido de que los derechos 
fundamentales son la ley del más débil 
que rige en lugar de la ley del más fuerte 
que imperaría en su ausencia, entonces 
es claro que justo durante el periodo 
variable de la ejecución penal donde los 
efectos de la fuerza obligatoria de los 


derechos debe hacerse más notoria. 


Si contemplamos el artículo 58 de 
la Ley Nacional de Ejecución Penal, 
bajo el tamiz de la distinción entre 
disposiciones y normas, tendremos que a 
la disposición del artículo 58 se pueden 
adscribir una prolija cantidad de normas, 


pues bajo el rubro genérico que ya se 
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ha descrito se encuentran una amplia 
cantidad de posiciones tuteladas a favor 
de las personas privadas de su libertad. 
De este modo, la actividad interpretativa 
de este numeral tiene que ser asumida 
como un ejercicio hermético bastante rico 
en implicaciones, tal como tendremos 
oportunidad de ver en los apartados que 


siguen. 


En principio el artículo en comentario 
es una buena muestra de que el periodo 
de la ejecución penal no puede hacerse 
de espalda a las exigencias de los 
derechos fundamentales; y, lo que, es 
más, el artículo 58 establece las pautas 
para que agentes externos al propio 
del 


mantenimiento estatal de los centros de 


ente administrativo encargado 
reclusión, puedan realizar procedimientos 
de evaluación respecto del respeto de 
los derechos fundamentales dentro de la 
vida carcelaria. Esto es particularmente 
trascendente porque si el artículo 58 de la 
Ley Nacional de Ejecución Penal se lee 
en conjunción con las obligaciones que 
el estado mexicano ha asumido en los 


términos del artículo 1” constitucional, 


entonces obtendremos un conjunto de 
deberes que las autoridades tiene con 
respecto a las personas privadas de la 
libertad, no únicamente en las relaciones 
de los sentenciados con el poder público, 
sino también —y principalmente— en 
las relaciones de coordinación de la 
población penitenciaria entre sí. Dicho, 
en otros términos, el deber de cuidado que 
el estado debe desplegar sobre los reos 
internos en los centros penitenciarios es 
particularmente grave, porque durante el 
internamiento el Estado es directamente 
responsable por la salvaguarda y 
protección de la vida, la integridad física 
y el respeto de la dignidad de los internos 


en dichos centros. 
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I. Visitas de organismos protectores 
de derechos 


Para comprender el alcance normativo 
del artículo 58 de la Ley Nacional de 
Ejecución Penal es preciso poner tal 
disposición en el contexto de la vida 
penitenciaria. Y es que la vida carcelaria 
tiene notas tan características que debe 
ser supervisada por organismos externos 
de aquellos de las que depende su 
ejecución inmediata, ya que las personas 
privadas de su libertad se encuentran 
en un ambiente separado de la vida 
cotidiana y del mundo exterior, el cual 
es particularmente propicio para que los 
presos puedan ser objeto de constantes 
y reiteradas violaciones a sus derechos 
fundamentales. 

Como sabemos, la pena en su 
modalidad de privación de la libertad 
implica, según Mercedes Peláez 
Ferrusca, una forma de vida impuesta, 
en donde el primer responsable de la 
vida de los internos en un centro de 


reclusión es el Estado, a través de la 


autoridad penitenciaria!', la cual debe 
velar y garantizar el respeto a la dignidad 


humana. 


Ahora bien, si aplicamos la perspectiva 
ferrajoliana —a la que ya antes hemos 
recurrido en este comentario— tendremos 
que si bien la propia existencia de la 
norma jurídica es una garantía primaria 
para que los presos puedan gozar del 
derecho a ser visitados por organismos 
protectores de derechos fundamentales 
a fin de evaluar la calidad de la vida 
penitenciaria, ello por sí mismo puede 
resultar insuficiente para que el derecho 
sea plenamente eficaz, para ello es 
preciso que la existencia de la norma sea 
acompañada de una serie de sanciones y 
garantías secundarias de carácter procesal 
a fin de asegurar su cumplimiento 
forzoso de ser el caso. En este tenor 
debe ser entendido el primer párrafo del 
artículo 58 cuando establece el deber de 
la autoridad administrativa, para que en 
ejercicio de la facultad reglamentaria de 
que goza el poder ejecutivo establezca 
1 Peláez, M.: Derechos de las personas 


en prisión. México, UNAM, 
Investigaciones Jurídicas, 2015; p. 12. 


Instituto de 
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las previsiones que resulten necesarias 
a fin de que los organismos públicos 
de protección a los derechos humanos, 
y el Mecanismo Nacional para la 
Prevención de la Tortura, puedan tener 
acceso el acceso irrestricto a los centros 
penitenciarios, así como a los archivos, 
y registros que se resguarden en dichas 
instalaciones. En este contexto, el propio 
legislador federal ha impuesto limitantes 
a la actividad reglamentaria de este 
precepto, pues desde la sede legislativa 
se ha determinado que los organismos 
garantes de los derechos fundamentales 
podrán realizar las visitas de supervisión 
a los centros de reclusión sin necesidad 
de aviso previo; y al ejercer esta facultad 
podrán ingresar con el equipo necesario 
para el desempeño de sus atribuciones y 
entrevistarse en privado con las personas 


privadas de la libertad. 


La primera parte del precepto a la 
que se ha hecho referencia hasta ahora 
ratifica la idea en el sentido de que los 
derechos fundamentales poseen una 
fuerza vinculante que sujeta a todas las 


autoridades a su cumplimiento. Ello 


es destacadamente trascendente en el 
caso de la vida penitenciaria, pues en 
ocasiones las autoridades encargadas de la 
administración de estos centros ven a los 
presos como sujetos que poseen un estado 
personal de peligrosidad que determina 
la imposición de sanciones agravadas en 
virtud de que se considera que la finalidad 
de la pena no es la resocialización, sino 
más bien la eliminación del riesgo social. 
Esa concepción del sujeto pasivo de 
la represión estatal como si se tratara 
de un enemigo al cual se debe reducir, 
es la fuente de abusos por parte de las 
autoridades penitenciarias, de modo que 
la vida carcelaria es un espacio en donde 
pueden abundar los tratos ignominiosos, 
vejatorios o degradantes; ya que la falta 
de un control eficaz de la autoridad 
favorece la creación de condiciones 
de autogobierno, violencia y abusos 
dentro de las cárceles, que terminan 
convirtiéndose justamente en espacios 


donde predomina la ley del más fuerte. 


En este aspecto hay que recordar que 
el Comité de Derechos Humanos de la 


Organización de las Naciones Unidas, 
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ha definido un conjunto de pautas 
observables por los estados, a fin de que 
funcione como estándar internacional en 
referencia al trato que debe darse a las 
personas privadas de libertad.? Según el 


organismo internacional en cita: 


Tratar a toda persona privada de 
libertad con humanidad y respeto de su 
dignidad es una norma fundamental de 
aplicación universal. Por ello, tal norma, 
como mínimo no puede depender de los 
recursos materiales disponibles en el 
Estado Parte. Esta norma debe aplicarse 
sin distinción de ningún género, como, 
por ejemplo, por motivos de raza, color, 
sexo, idioma, religión, opinión política o 
de otro género, origen nacional o social; 
patrimonio, nacimiento o cualquier otra 


condición.? 


Asi las cosas, “en México la instancia 
que ejecuta la pena de prisión suele ser el 
Organo Desconcentrado de Prevención 


y Readaptación Social, al que le 


2 Peláez, M.: Derechos de las..., p. 4. 


3 Comité de derechos humanos. Observación 
General núm. 21, párr. 4. 


corresponde coordinar el desarrollo del 
sistema penitenciario y consolidar el 
régimen adecuado, así como ejecutar 
metas, programas y objetivos de 
reinserción social”*, En ese sentido, es 
claro que la actividad que las leyes de 
ejecución penal asignan a este órgano 
desconcentrado, no puede realizarse 
de espaldas o contra las exigencias 
todo ello en el marco del respeto a los 
derechos humanos”. En este sentido, cabe 
mencionar que los mecanismos para la 
protección de los derechos humanos son 
de diversa naturaleza, así pueden existir 
diversos mecanismos de protección de 
derechos que van desde la acción social 


de los organismos no gubernamentales 


4 Méndez Paz; L.: Derecho penitenciario. 
México. Oxford. 2008; p. 115. 


5 Cuando se habla de derechos humanos, 
los mismos pueden ser vistos desde tres 
perspectivas, como aquellos derechos que 
adquiere la persona por el solo hecho de serlo 
en este caso de habla de derechos humanos 
en sentido amplio; como aquellos derechos 
que se encuentran reconocidos por el texto 
constitucional, es decir como derechos 
fundamentales; o como derechos específicos, 
siendo estos los que se adquieren al momento 
de adquirir una calidad específica. Vid. in 
extenso Peláez, M.: Derechos de las..., p. 8. 
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interesados en la agenda de los derechos 
fundamentales; hasta los mecanismos 
institucionales que tienen dentro de sus 
facultades la promoción, protección y 
defensa de los derechos fundamentales. 
En este segundo grupo todavía cabe 
hacer una distinción ulterior entre los 
mecanismos de protección de derechos 
de corte jurisdiccional y de naturaleza no 


jurisdiccional. 


Entre las instancias gubernamentales 
de carácter no jurisdiccional encargadas 
de la protección de los derechos humanos 
se encuentra de forma destacada —a 
nivel federal— la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos; la cual cuenta con 
instancias locales de protección através de 
las distintas comisiones o procuradurías 
locales de derechos humanos que existen 
en cada entidad federativa. Además de la 
Comisión Nacional o de sus equivalentes 
locales, que incluso participan en la 
defensa concentrada de la constitución, 
hay que destacar que el orden jurídico 
vigente establece otros mecanismos 
institucionales encargados de tutelar 


ciertos derechos específicos, como los 


que se relacionan con la preservación 
de la integridad personal en la variante 
de prohibición de la tortura, como lo es 
el llamado Mecanismo Nacional para la 
Prevención de la Tortura”. De este modo, 
en conjunto puede hablarse de que el 


derecho nacional provee de un elenco 


6 El Consejo Consultivo de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos en su 
sesión ordinaria número 362, celebrada el día 
13 de noviembre de 2017, a través del acuerdo 
mediante el cual se aprobó el Reglamento 
del Mecanismo Nacional de Prevención 
de la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes, creo el 
Mecanismo Nacional para la Prevención de 
la Tortura, siendo una instancia especializada 
adscrita a la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos, y que constituye un área 
independiente de las Visitadurías Generales 
que integran la Comisión Nacional, el cual 
tiene a su cargo la supervisión permanente y 
sistemática de los lugares de privación de la 
libertad en todo el territorio nacional, conforme 
al Protocolo Facultativo de la Convención 
contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes y a la Ley 
General para Prevenir, Investigar y Sancionar 
la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
inhumanos o Degradantes, con la finalidad 
de asegurar el respeto de los derechos 
fundamentales de las personas privadas 
de su libertad y prevenir actos de Tortura y 
Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes. 
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integral y completo de mecanismos 
institucionales que tienen como finalidad 
esencial promover y proteger los 
derechos humanos ante los abusos de la 


autoridad. 


Así las cosas, las visitas a que se 
refiere el primer párrafo del artículo 58 
de la Ley Nacional de Ejecución Penal, 


pueden clasificarse en diversas especies: 


1.- Visitas de promoción de derechos 


humanos 


Señala Sergio García Ramírez que 
los derechos humanos “constituyen en 
nuestro tiempo como un asunto explosivo 
y expansivo que demanda sus propias 
garantías”? y que se ha convertido 
en tema de profundas discusiones y 
reformas legislativas. Pero más allá de 
los aspectos coyunturales, el tema de 
los derechos humanos debe ser utilizado 
como mecanismo eficaz y definitivo para 


lograr la consolidación de un Estado 


7 García, S.: Los derechos humanos y la 
jurisdicción interamericana. México. UNAM, 


Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2005; 
p. 5. 


social y democrático de derecho, en el 
que “no exista más violencia legal que 
la estrictamente necesaria para controlar 


otras formas de violencia más graves”, 


Una de las 


han adoptado para lograr los fines 


estrategias que se 
del sistema carcelario, así como del 
fortalecimiento de nuestro Estado de 
Derecho, es la protección y promoción 
a los derechos humanos mediante 
organismos públicos como la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, 
la cual se creó inicialmente como 
un organismo desconcentrado de la 
Secretaría de Gobernación mediante 
decreto presidencial de fecha 6 de junio 
de 1990, y que posteriormente mediante 
una reforma publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 28 de enero 
de 1992, adquirió una personalidad 
jurídica distintiva al haberse adicionado 
el apartado B del artículo 102 de la 
constitución. Con ello la Comisión fue 
elevada a rango constitucional bajo la 


naturaleza jurídica de un organismo 


8  Ferrajoli, L.: La legalidad violenta, CEDH; p. 
31. 
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descentralizado, con personalidad 
jurídica y patrimonio propios, dándose 
de esta forma el surgimiento del llamado 
Sistema Nacional no Jurisdiccional de 
Protección de los Derechos Humanos. 
Pero la Comisión consolidaría aún 
más su papel como defensora de los 
derechos humanos, cuando por medio 
de la reforma constitucional publicada 
en el Diario Oficial de la Federación 
el 13 de septiembre de 1999, dicho 
organismo nacional se constituyó como 
una institución con plena autonomía de 
gestión y presupuestaria, modificándose 
la denominación de comisión nacional 
de derechos humanos por la de comisión 


nacional de los derechos humanos.? 


Cabe precisar, que cuando la comisión 
nacional de los derechos humanos fue 
contemplada en el ámbito constitucional 
en el año 1992, también se facultó a 
las legislaturas de locales para que, en el 
ámbito de sus respectivas competencias, 
establecieran organismos especializados 


para atender las quejas en contra de actos 


9 http://www.cndh.org.mx/Antecedentes, 
consultada el 9 de agosto de 2019. 


u omisiones de naturaleza administrativa 
violatorios de derechos humanos, por 
parte de cualquier autoridad o servidor 
público, con excepción de los del 
poder judicial de la federación, así 
como para formular recomendaciones 
públicas autónomas, no vinculatorias y 
denuncias y quejas ante las autoridades 
correspondientes, creándose así lo que 
conocemos como comisiones estatales 


de derechos humanos. '" 


La comisión nacional de los derechos 


humanos tiene como principales 


atribuciones, las siguientes: 


e Recibir 


violaciones a derechos humanos; 


quejas de presuntas 

+ Conocer e investigar a petición 
de parte, o de oficio, presuntas 
violaciones de derechos humanos en 
los siguientes casos; 

+ Formular recomendaciones públicas 
no vinculatorias y denuncias y quejas 

autoridades 


ante las respectivas, 


en los términos establecidos por 


10 http://www.cndh.org.mx/Funciones, 
consultada el 9 de agosto de 2019. 
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el artículo 102, Apartado B, de la 
Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 

Impulsar la observancia de los 
derechos humanos en el país; 
Proponer a las diversas autoridades 
del país que, en el exclusivo ámbito 
de su 


competencia, promuevan 


los cambios y modificaciones 
de disposiciones legislativas y 
reglamentarias, así como de prácticas 
administrativas, que a juicio de la 
Comisión Nacional redunden en una 
mejor protección de los derechos 
humanos; 

Formular programas y proponer 
acciones en coordinación con las 
dependencias 


competentes para 


impulsar el cumplimiento de 
tratados, convenciones y acuerdos 
internacionales signados y ratificados 
por México en materia de Derechos 
Humanos; 

Elaborar y ejecutar programas 
preventivos en materia de derechos 


humanos; y 


+ Supervisar el respeto a los derechos 
humanos en el sistema penitenciario 
y de readaptación social del país.'' 
Además de las facultades ya 
enunciadas la comisión nacional de 
los derechos humanos y los demás 
organismos públicos de protección, tienen 
como tarea fundamental la promoción de 
los derechos humanos, en el ámbito de 


sus respectivas competencias. 


Por promoción, debemos entender 
aquellas acciones tendientes a fomentar 
el conocimiento y cultura de los derechos 
humanos, lo cual, aunque pudiera parecer 
una cuestión baladí, tiene una profunda 
trascendencia, pues su finalidad es la 
creación de valores que despierten 
interés en las personas y, a partir de 
ello, su apropiación como parte de un 
estilo de vida que procure el respeto de 
los derechos fundamentales, tanto en 
la actividad cotidiana y la convivencia 


social, así como en las relaciones 


11 Las atribuciones se encuentran en el artículo 
6” de la Ley de la Comisión Nacional de los 
derechos humanos. 
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familiares, laborales y de ejercicio del 
poder, con respecto al contacto entre 


autoridades y ciudadanos. 


En el ámbito carcelario la promoción 
y el reconocimiento de los derechos 
humanos es una cuestión fundamental, 
ya que en la medida en que se respeten 
los derechos de los reclusos el desarrollo 
de la vida cotidiana puede adquirir 
un carácter menos aflictivo del que 


representa. 


En el ámbito carcelario la promoción 
y el reconocimiento de los derechos 
humanos es una cuestión fundamental, 
ya que en la medida en que se respeten 
los derechos de los reclusos el desarrollo 
de la vida cotidiana puede adquirir 
un carácter menos aflictivo del que 


representa. 


II. Visitas de revisión 


demás de la Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos y 
de las Comisiones Estatales 
de cada entidad federativa, es posible 
encontrar instancias especializadas 
que buscan promover y sancionar las 
violaciones a los derechos humanos, tal 
como el Mecanismo Nacional para la 
Prevención de la Tortura que depende de 
la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos y que tiene como finalidad 
reafirmar que el derecho a no ser 
sometido a torturas debe estar protegido 
en todas las circunstancias y establecer un 
nuevo mecanismo, mucho más eficiente 
e innovador que los ya existentes para 
intentar prevenir la práctica de la tortura, 
en lugar de reaccionar a ésta después 
de que haya ocurrido. Este enfoque 
preventivo, consiste en realizar, por parte 
de un mecanismo internacional y otro 


nacional, visitas periódicas a los lugares 
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de detención, para examinar el trato que 
se da a las personas privadas de la libertad 


y evaluar las condiciones de detención.'? 


Tanto la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos, como el Mecanismo 
Nacional para la Prevención de la 
Tortura tienen una visión particular en 
el tema de las visitas de promoción de 
derechos humanos en las prisiones, pues 
señalan que la estrategia de las visitas 
se basa en la idea de que cuanto más 
abiertos y transparentes sean los lugares 
de detención, menores serán los abusos 
que ahí se cometen. Al ser los lugares 
de detención, por definición espacios 
cerrados y a veces herméticos al mundo 
exterior, las personas privadas de libertad 
se encuentran en una situación de 
vulnerabilidad y de indefensión ante los 
abusos de toda índole de los que pueden 
ser objeto, incluyendo la tortura, los 
tratos crueles inhumanos o degradantes y 


otras violaciones a derechos humanos. '* 


12 http://www.cndh.org.mx/MNPT-Que-Es. 
Consultado el 09 de agosto de 2019. 


13 http://www.cndh.org.mx/MNPT-Que-Es. 
Consultado el 09 de agosto de 2019 


Resulta interesante destacar que, como 
parte de sus funciones constitucionales 
en materia de protección de los derechos 
humanos, la Comisión Nacional se ha 
pronunciado en varias ocasiones sobre la 
situación de la población penitenciaria. 
Los resultados a los que ha llegado esta 
instancia, en realidad son una reiteración 
de la percepción común sobre las 
condiciones de urgencia y deterioro de 
las condiciones de la vida de los internos. 
Por ejemplo, la Recomendación General 
No. 18 sobre la situación de los derechos 
humanos de los internos en los centros 
penitenciarios de la república mexicana, 
es particularmente explícita sobre la 
potencialidad que posee la acción de 
los organismos de protección de los 
derechos para aliviar la situación de los 
internos en los centros de reclusión. A 
pesar de que la cita es particularmente 
extensa, en esta parte creemos que es 
oportuno realizar la transcripción integral 
de algunas de sus partes, porque ello 
contribuye a un mejor conocimiento de 


la situación de las prisiones en México, 
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así como la forma en la que ello incide en 
la violación sistemática de los derechos 


fundamentales de la población interna. 


La La 


mayoría de las instalaciones con que 


recomendación establece: 


cuenta el sistema penitenciario no reúne 
las condiciones para dar cumplimiento 
a las obligaciones del Estado en materia 
de trabajo, capacitación y educación, 
para 


indispensables la readaptación 


social. 


El trabajo además de ser un elemento 
importante del tratamiento en reclusión, 
ofrece al interno la posibilidad de contar 
con una fuente de ingresos, apoyar a 
sus familias y, según sea el caso, pagar 
la reparación del daño causado a las 
víctimas por los delitos cometidos. En 
forma adicional, le permite aprender un 
oficio lícito que podrá ejercer al momento 
de obtener su libertad, facilitando su 


reincorporación a la sociedad. 


Para poder ofrecer una actividad 


laboral adecuada, la autoridad 


penitenciaria debe efectuar un estudio de 


las características de la economía local, 
para evaluar la posibilidad de integrarla 
a los procesos productivos. En este 
sentido, resulta de particular importancia 
la participación de las autoridades en 
materia de trabajo y de economía, tanto 
para determinar las opciones más viables, 
como para contactar a inversionistas 


interesados en proyectos productivos. 


Debe quedar muy claro, que el 
trabajo en prisión no puede solamente 
considerarse como una terapia o un 
requisito para la obtención de un 
beneficio de libertad anticipada, sino 
como el derecho del interno a realizar 
una actividad lícita remunerada de 
conformidad con lo dispuesto por el 
artículo 123, parte declarativa, de la 
Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, que establece el 
derecho a un trabajo digno y socialmente 


útil. 


Cabe señalar, que la situación laboral 
en las prisiones no debe contravenir lo 
dispuesto en el artículo 5 Constitucional, 


que prohíbe la prestación de trabajos 
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personales sin la justa retribución y sin 
su pleno consentimiento, salvo el trabajo 
impuesto como pena por la autoridad 
judicial, el cual se ajustará a lo dispuesto 
en las fracciones 1 y II del citado artículo 


123, que regulan la jornada máxima. 


Por su parte, las actividades educativas 
constituyen un elemento fundamental 
en el tratamiento de los internos, pues 
les proporcionan la instrucción que 
generalmente no tuvieron en libertad y les 
facilitan su reincorporación a la sociedad, 
al tiempo que contribuyen a reflexionar 
respecto de su actuar delictivo, así como 
a la conveniencia de un comportamiento 
socialmente aceptado. En este orden de 
ideas, la educación que recibe el interno 
durante el tiempo que permanece privado 
de la libertad, forma parte integral del 


proceso de readaptación social. 


Sobre el particular, el artículo 3 


Constitucional, párrafos primero y 


segundo, precisa que todo individuo 
tiene derecho a recibir educación, la cual 
tenderá a desarrollar armónicamente 
facultades del humano y 


las ser 


fomentará en él, a la vez, el amor a la 
patria y la conciencia de la solidaridad 
internacional, en la independencia y 
en la justicia. Mientras que el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, en su artículo 
13.1 establece que la educación debe 
orientarse hacia el pleno desarrollo de 
la personalidad humana y fortalecer 
el respeto de los derechos humanos y 


libertades fundamentales. 


A mayor abundamiento, el artículo 
11, de la Ley que establece las Normas 
Mínimas sobre Readaptación Social de 
Sentenciados, señala que la educación 
que se imparta a los internos no tendrá 
sólo carácter académico, sino también 
cívico, social, higiénico, artístico, físico 
y ético. Será, en todo caso, orientada por 
las técnicas de la pedagogía correctiva 
y quedará a cargo, preferentemente, de 
maestros especializados. 

Por último, el artículo 3 de la 
Ley General de Educación, prevé la 
obligación del Estado de prestar servicios 


educativos para que toda la población 
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pueda cursar la educación preescolar, 
la primaria y la secundaria, y que estos 
servicios se prestarán en el marco del 
federalismo y la concurrencia previstos 


en la Constitución y en la propia ley. 


A partir de dichos precedentes resulta 
claro que las autoridades del sistema 
penitenciario en coordinación con las 
educativas, tienen la obligación de 
garantizar la educación a los internos, 
y poner a su disposición, al menos, la 
educación básica obligatoria prevista 
para el sistema educativo nacional. 
los centros 


Al no existir en 


penitenciarios las condiciones que 
permitan a los internos garantizar su 
derecho a la readaptación social sobre 
la base del trabajo, la capacitación para 
el mismo y la educación como vías para 
la readaptación social, se contraviene 
lo dispuesto en los artículos 3, párrafo 
primero; 18, párrafo segundo, y 123, parte 
declarativa, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos; 10 y 
11, de la Ley que establece las Normas 


Mínimas sobre Readaptación Social de 


Sentenciados, así como 65, 66.1, 71.1, 
71.3, 71.4 y 72.1 de las Reglas Mínimas 


para el Tratamiento de los Reclusos. 


La clasificación de la población 
penitenciaria en un centro de reclusión, 
es un instrumento estratégico para 
determinar el trato o tratamiento que se 
debe procurar a cada recluso, con miras a 
inculcarle la voluntad de vivir conforme 
a la ley y con ello lograr su readaptación 


social. 


En forma adicional, permite ubicar 
a los internos en áreas de alojamiento y 
convivencia separadas y diferenciadas, 
de modo que se les garantice una estancia 
digna y segura, pues esto contribuye a 
una mejor observancia de los derechos 


humanos. 


La Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos en diversas ocasiones ha 
señalado que una adecuada clasificación 
en los centros de reclusión ayuda a 
mantener el orden y la disciplina, ya que 
permite a las autoridades tener mejor 


control y vigilancia sobre los internos que 
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representan un riesgo para la población 
interna, y con ello reducir la posibilidad 


de conflictos entre reclusos. 


Por su parte, el numeral 67 de las 
Reglas Mínimas para el Tratamiento de 
los Reclusos señala que la clasificación 
tiene como finalidad separar a los 
internos que, por su pasado criminal 
o su mala disposición, ejercerían una 
influencia nociva sobre sus compañeros 
de detención, y agruparlos a fin de 
facilitar el tratamiento encaminado a su 


readaptación social. 


No obstante, lo anterior, en los centros 
penitenciarios de Baja California, Baja 
California Sur, Chiapas, 
Distrito Federal, 


Estado de México, Guerrero, Hidalgo, 


Campeche, 
Colima, Durango, 
Michoacán, Morelos, Nayarit, Nuevo 
León, Oaxaca, Querétaro, Quintana Roo, 
Sinaloa, Sonora, Tabasco, Tamaulipas, 
Yucatán y Zacatecas, no se lleva a cabo 
clasificación alguna, o bien, se realiza de 


manera deficiente. 


e 


En estos casos, se ha documentado que 
los estudios criminológicos únicamente 
se practican a los internos cuando van a 
ser propuestos para algún beneficio de 
libertad anticipada y no para determinar 


la clasificación de la población. 


A mayor abundamiento, es oportuno 
decir que la ubicación o clasificación de 
los internos tiene que ser una medida 
objetiva, de carácter temporal y revisable, 
sustentada en el principio de legalidad, 
pues representa un hecho relevante de la 
permanencia en prisión y, por lo mismo, 
puede favorecer o dificultar el proceso de 


readaptación. 


Cabe mencionar que una adecuada 
clasificación de la población 
penitenciaria, debe basarse en la opinión 
del Consejo Técnico Interdisciplinario, a 
partir de los estudios elaborados por las 


áreas técnicas. 


Como ya se mencionó, uno de 


los grandes problemas que existe 


en nuestro sistema penitenciario 


es la sobrepoblación, que altera el 
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funcionamiento de las cárceles, lo que 
dificulta mantener el orden y propicia 
el autogobierno, entendido como la 
ausencia de autoridad al interior de un 
centro, debido a que grupos de internos 
ejercen control sobre un amplio sector de 


la población. 


Se trata de un sistema de gobierno 


paralelo al régimen interior que 
legalmente debe de prevalecer en un 
centro penitenciario, con estructura 
organizada a partir de una jerarquía de 
mando, mediante la cual, además de 
imponer métodos informales de control, 


efectúan actividades ilícitas intramuros. 


Como resultado del autogobierno, 
aumenta la violencia al interior de 
los centros y el tráfico de sustancias 
prohibidas. Además, permite que 
algunos internos gocen de privilegios y 
tratos especiales, tales como el acceso 
a estancias amplias y la posesión de 
teléfonos celulares, entre otros objetos 


prohibidos (anexo 5). 


Esta Comisión Nacional considera 
que el autogobierno es una de las causas 
que desencadena deficiencias en los 
reclusorios, pues permite que en sus 
instalaciones aumente la incidencia de 


violaciones a los derechos humanos. 


Cabe 


del autogobierno se agrava debido al 


señalar, que el problema 
aumento de internos vinculados con la 
delincuencia organizada, recluidos en 
centros estatales y municipales, quienes 
en repetidas ocasiones controlan a la 
población penitenciaria, sometiéndola 
a un régimen personal de favores y 
privilegios, generalmente mediante 
el pago de cuotas, situación que es 
tolerada por algunas autoridades. Es del 
conocimiento público la existencia de 
diversas actividades delictivas en las que 
participan estos grupos de internos, los 
cuales corrompen a las autoridades con 
el fin de obtener toda clase de facilidades 
para organizar o seguir cometiendo 
delitos graves como secuestro, robo 


calificado, homicidio y narcotráfico. 
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Sobre el particular, el artículo 10, 
último párrafo, de la Ley que establece 
las Normas Mínimas Sobre Readaptación 
Social de Sentenciados, señala que 


ningún interno podrá desempeñar 
funciones de autoridad o ejercer dentro 
del establecimiento empleo o cargo 


alguno. 


Resulta pertinente señalar que el 
respeto al principio de trato igualitario, 
implica que el régimen penitenciario 
deba ser el mismo para todos los 
reclusos, sin diferenciaciones de trato ni 
discriminación por razones económicas 


ni de otro tipo. 


En estos casos, se vulnera el derecho 
a la igualdad consagrado en el artículo 1 
de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, el cual prohíbe toda 
clase de discriminación que atente contra 


la dignidad humana. 


TII. Deberes normativos adicionales a 


cargo del Estado 


n concomitancia con lo que se 

lleva dicho sobre el régimen de 

visitas en materia de promoción 
y vigilancia que pueden hacer las 
organizaciones encargadas de la defensa 
y promoción de los derechos humanos 
y la prohibición de la tortura, debe 
entenderse también lo dispuesto por 
los párrafos cuarto y quinto del artículo 
58. De acuerdo con ello, el estado se 
halla obligado a establecer las normas 
necesarias para facilitar el ingreso de las 
instituciones públicas que tengan como 
mandato vigilar, promover o garantizar 
los derechos de los grupos vulnerables 
oO personas que por sus condiciones 
o características requieran cuidados 
especiales o estén en riesgo de sufrir 
algún tipo de discriminación, así como las 
condiciones en las que los representantes 
de organismos privados y civiles de 
protección y defensa de los derechos 
humanos podrán acceder a entrevistar o 


documentar lo que consideren necesario, 


36 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


pudiendo mediar para ello una petición 
expresa de la persona privada de su 
libertad. 


Nos parece que esta remisión que 
se hace en la ley para que la autoridad 
administrativa dicte las normas que 
permitan establecer el marco de 
ingreso y revisión que los organismos 
públicos y privados puedan realizar 
dentro de los centros de reclusión para 
tutelar la observancia de los derechos 
fundamentales es perjudicial, porque la 
aplicación de estos derechos ya analizados 
en los parágrafos precedentes puede 
vaciarse de contenido ya sea por defecto 
u omisión de la autoridad para dictar las 
normas necesarias que operativicen en la 
práctica este tipo de actividades. En ese 
contexto, hubiere sido deseable que, al 
margen de lo ya analizado, el legislador 
secundario hubiere proveído desde la 
espera legislativa algunas reglas mínimas 
a las que se refiere el cuarto párrafo del 
artículo 58, a fin de dotar de uniformidad 
y certeza a este régimen jurídico. Con 
todo, el sentido del artículo permite 


advertir por la vía de la interpretación 


algunas coordenadas de lo que podría ser 
el sentido y alcance que debe darse a este 


precepto. 


El cuarto párrafo del artículo 58 
contiene al menos dos supuestos de 
importancia que deben ser analizados: 

Primero la autoridad competente 
está obligada a dictar las normas que 
resulten necesarias para facilitar el 
ingreso de las instituciones públicas que 
tengan como mandato vigilar, promover 
o garantizar los derechos de los grupos 
vulnerables o personas que por sus 
condiciones O características requieran 
cuidados especiales o estén en riesgo 
de sufrir algún tipo de discriminación. 
Este primer conjunto de supuestos es 
relevante porque se refiere no a la clase de 
visitas que puede practicar la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos o 
sus equivalentes locales y el mecanismo 
contra la tortura, a fin de promocionar 
y preservar los derechos fundamentales 
dentro de los centros de reclusión; sino 
que en este caso nos encontramos ante un 


régimen específico más exigente, pues se 
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trata de que la autoridad administrativa, 
por ejemplo, dicte las normas que sean 
precisas para tutelar los derechos de 
internos que se encuentran en situaciones 
particularmente más apremiantes durante 
su encierro, ello es así porque las normas 
a las que nos referimos tendían que 
contribuir a aliviar la situación de los 
reos que requieren cuidados especiales 
o que son proclives a ser discriminados, 
como puede ser el caso de los presos que 
tienen condiciones de salud que ameritan 
un cuidado más diligente (pensemos 
en aquellos que padecen hipertensión, 
diabetes o alguna condición alérgica o 
crónico degenerativa) y en cuanto a los 
que son especialmente susceptibles de ser 
discriminados por el resto de la población 
penitenciaria (como los homosexuales o 
los reos de población indígena). En esos 
casos, el artículo 58 determina que la 
autoridad debe aplicar un conjunto de 
medidas más diligentes a fin de facilitar 
la actividad de los organismos defensores 
de los derechos fundamentales en dichos 


casos. 


e 


En segundo término, la otra porción 
normativa que deseamos considerar 
ahora tiene que ver con los representantes 
de organismos privados y civiles de 
protección y defensa de los derechos 
humanos, quienes podrán acceder a 
entrevistarodocumentarloqueconsideren 
necesario, pudiendo mediar para ello una 
petición expresa de la persona privada de 
su libertad. Esta posibilidad es relevante 
porque debemos recordar que una de las 
funciones esenciales de los organismos 
públicos de defensa de los derechos es 
la formulación de recomendaciones para 
solventar las violaciones de derechos 
en que puedan incurrir determinados 
agentes de la autoridad. Por eso, para 
organismos 


que los competentes 


puedan desarrollar esta clase de 


recomendaciones es menester que 
cuenten con los elementos de prueba que 
pueden aportar las entrevistas, encuestas 
o demás formas de procesamiento de la 
información sobre la situación de la vida 
penitenciaria que pueden proporcionar 
sus propios protagonistas, internos en 
los centros de reclusión. Esta clase de 


visitas para recabar información sobre 
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las condiciones penitenciarias, como 
se desprende del propio artículo, puede 
ser realizada de forma oficiosa o bien 
por medio de una petición expresa de 
los reclusos. De ahí que sea importante 
que la existencia de las denuncias por 
violaciones a los derechos humanos no 
sea desincentivada mediante la amenaza 
de coacciones o represalias por parte 
de las autoridades de los centros de 
reclusión. Por ello, como una especie 
de obviedad, que pese a todo debe ser 
reiterada, se dice en el propio numeral 
en comentario que queda prohibida toda 
reprimenda, acción de castigo o sanción 
que busque inhibir o limitar el derecho 
de la persona privada de su libertad para 
acudir ante las instituciones públicas y 
privadas de protección de los derechos 


humanos. 


IV. Entrevistas con el defensor 


e otra parte, el segundo párrafo 

del artículo 58 en comentario 

establece que “los defensores, 
en todo momento, podrán entrevistar 
a las personas privadas de la libertad 
en privado. No podrá limitárseles el 
ingreso de los objetos necesarios para el 
desempeño de su tarea, ni podrá revisarse 
el contenido de los documentos que 
introdujesen o retirasen de los Centros 


Penitenciarios”. 


Esta previsión expresa de la Ley 
Nacional de Ejecución Penal es una 
aplicación del derecho a la defensa 
adecuada. Ello es de este modo porque 
de conformidad con la fracción VIII del 
aparado B del artículo 20 constitucional, 


66. 


el inculpado tiene derecho a “una 
defensa adecuada por abogado, al cual 
elegirá libremente incluso desde el 
momento de su detención. Si no quiere o 
no puede nombrar un abogado, después 
de haber sido requerido para hacerlo, el 
juez le designará un defensor público. 


También tendrá derecho a que su 
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defensor comparezca en todos los actos 
del proceso y éste tendrá obligación de 
hacerlo cuantas veces se le requiera”. En 
ese sentido, la posibilidad a que se refiere 
el segundo párrafo del artículo 58 es una 
aplicación de tal derecho a la defensa 
del inculpado interno en un centro de 


reclusión. 


La jurisprudencia de la Suprema 
Corte, ha definido el ámbito de aplicación 
del derecho a una defensa adecuada, 
y señala que este derecho: consiste en 
que el inculpado tendrá derecho a una 
defensa, por medio de su abogado y a 
que éste comparezca en todos los actos 
del proceso, quien tendrá la obligación 
de hacerlo cuantas veces se le requiera, 
lo que se actualiza desde que aquél es 
puesto a disposición del Ministerio 
Público; esto es, desde la etapa ministerial 
deberá contar con la asistencia efectiva 
del profesional, entendiéndose como tal, 
la presencia física y la ayuda efectiva 
del asesor legal, quien deberá velar 
porque el proceso se siga con apego a 
los principios del debido proceso, y éste 


no sea viciado, asegurando a la postre 


el dictado de una sentencia que cumpla 
con los requisitos, valores y principios 
legales y constitucionales que permean 
en el debido proceso penal; lo que deberá 
observarse en todas aquellas diligencias 
o actuaciones y etapas procesales en las 
cuales es eminentemente necesaria la 
presencia del inculpado, en las que activa, 
directa y físicamente participe o deba 
participar, así como en aquellas en las 
que de no estar presente, se cuestionarían 
o pondrían gravemente en duda la certeza 
jurídica y el debido proceso. Esto es así, 
porque la defensa adecuada representa un 
derecho instrumental cuya finalidad es 
asegurar que el poder punitivo del Estado 
se desplegará a través de un proceso 
justo, lo que además busca asegurar que 
pueda tener garantizados en su integridad 
sus derechos fundamentales, como lo es 
no declarar, no autoincriminarse, no ser 
incomunicado, no sufrir tortura alguna, 
ni ser detenido arbitrariamente, así 
como ser informado de las causas de su 


detención, entre otras!*, 


14 Cfr. Tesis la. CCXXVI/2013 (10a.), con 
registro 2003959, visible en la foja 554 del 
tomo 1, libro XXIl, del Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, correspondiente a 
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Con base en este contenido mínimo del 
derecho asegurado en la fracción VI! del 
apartado B del artículo 20 constitucional, 
es claro que la Ley Nacional de 
Ejecución Penal no podría limitar el 
cúmulo de posiciones y normas que se 
pueden adscribir interpretativamente a 
esta disposición, en la medida en que el 
derecho a la defensa adecuada comienza 
a regir desde la presentación del sujeto 
ante el órgano fiscal, y se prolonga en 
todas aquellas diligencias o actuaciones 
y etapas procesales en las cuales es 
eminentemente necesaria la presencia 
del inculpado, en las que activa, directa 
y físicamente participe o deba participar, 
así como en aquellas en las que de 
no estar presente, se cuestionarían o 
pondrían gravemente en duda la certeza 
jurídica y el debido proceso, tal como lo 


reconoce la jurisprudencia. 


A través de la previsión del derecho 
a la defensa técnica se asegura que el 
imputado, en sentido amplio, sea asistido 
en todas las 


jurídicamente, etapas 


julio de 2013. 


procedimentales en las que intervenga, 
por un defensor que tenga el carácter 
de profesional en derecho (abogado 
particular o defensor público); incluso, 
de ser posible, desde el momento en que 
acontezca su detención. La exigencia 
de una defensa técnica encuentra 
justificación al requerirse de una persona 
que tenga la capacidad técnica para 
asesorar y apreciar lo que jurídicamente 
es conveniente para el imputado, a fin 
de otorgar una real y efectiva asistencia 
legal que le permita estar posibilidad de 
hacer frente a la imputación formulada 
en su contra. Lo cual no se satisface 
si la asistencia es proporcionada por 
cualquier otra persona que no reúna la 
citada característica, a pesar de ser de la 


confianza del referido imputado"'”. 


Así planteadas las cosas, el segundo 
párrafo es constitutivo de derechos no 


únicamente para los sujetos privados de 


15 Así véase la tesis con registro 2009005 y 
número de localización 1a./J. 26/2015 (10a.). 
Emitida por la primera sala y visible en la 
foja 240 del tomo ¡ del libro 18 de la gaceta 
del semanario judicial de la federación, 
correspondiente a mayo de 2015. 
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su libertad en los centros de reclusión, 
sino también para los propios abogados 
que se encargan de la defensa de dichos 
inculpados, en sentido amplio. De 
este modo, resulta que la disposición 
comentada en esta parte puede ser 
descompuesta en diversas posiciones 
adscritas a estas dos clases de sujetos; 
así, en principio los reclusos tienen la 
posibilidad de entrevistarse libremente 
y con las condiciones de secrecía de la 
conversación que sean oportunas para 
que entre este sujeto y su defensor puedan 
determinar los aspectos importantes para 
su estrategia defensiva, pues ello es 
precisamente lo que se pretende asegurar 
con la defensa técnica en todos los actos 
del proceso. De igual modo, el segundo 
párrafo del artículo 58 en comento 
establece una serie de prerrogativas para 
el desempeño de la función propia de los 
defensores privados o de oficio; ello es 
así porque las entrevistas de los abogados 
con sus defendidos se podrán realizar 
en todo momento y en privado, además 
de eso, los abogados podrán ingresar 
a los centros de reclusión con todos 


los elementos que resulten necesarios 


para el desempeño de su labor, y sin 
que pueda limitárseles el ingreso de los 
objetos necesarios para el desempeño de 
su tarea, ni revisarse el contenido de los 
documentos que introdujesen o retirasen 


de los Centros Penitenciarios. 


Esta 


importante 


norma es particularmente 


porque establece una 
excepción a las reglas de seguridad que 
deben ser observadas por los visitantes a 
los centros de reclusión. Como sabemos, 
por motivos de control el ingreso a las 
cárceles debe realizarse en estricto apego 
a ciertas reglas que determinan la clase 
de objetos y vestimenta que los visitantes 
pueden ingresar o deben portar durante 
su estancia a las penitenciarías; pues 
bien, la parte final del segundo párrafo 
del artículo 58 introduce una especie de 
flexibilización al régimen de objetos que 
pueden ser introducidos a las prisiones, 
en la medida en que ellos sean necesarios 
para el desempeño de la función de 
defensa procesal desarrollada por los 
abogados de los internos. En ese tenor, 
parece que el legislador ha ponderado 


desde la sede legislativa entre el interés 
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público (directriz) relacionada con la 
seguridad en el ingreso de ciertos objetos 
en las prisiones, y ha determinado que 
dicho principio debe ceder cuando se trata 
de bienes o elementos que son necesarios 
para que el abogado de algún recluso 
pueda entrevistarse con su defendido 
contando con todos los elementos que 
resulten necesarios para tal labor, con lo 
cual se hace prevalecer el derecho a la 


defensa técnica. 


Esta conclusión se ve corroborada 
por el hecho de que el propio legislador 
secundario ha determinado la obligación 
del estado para que en la planeación y 
diseño de los centros de reclusión prevea 
la existencia de áreas adecuadas para que 
la persona privada de la libertad pueda 
entrevistarse en forma libre y privada 
con su defensor y a disponer del tiempo y 
medios razonables para su defensa. Esto 
es un correlato de carácter material que 
se halla en plena correspondencia con 
los derechos identificados al comentar 
el párrafo anterior, esto es, para que 
sea eficaz la defensa técnica debe tener 


acceso a espacios donde la comunicación 


entre el acusado y su defensor pueda 
fluir plenamente, sin temor a que la 
misma sea observada o supervisada por 
los elementos de la autoridad de los 
centros penitenciarios o sea perturbada 
por injerencias del resto de la población 
penitenciaria. Para ello se deben destinar 
espacios dentro de los centros de 
reclusión a fin de que los privados de 
la libertad puedan entrevistarse con su 
abogado durante el tiempo razonable 
que se estime pertinente y las veces que 
ello resulte adecuado. Se trata de un 
auténtico derecho de contenido material 
y tangible, pues el contenido de tal 
norma posee un talante que incide en el 
diseño arquitectónico y organizativo de 
los centros de reclusión, donde deberá 
siempre hacerse la previsión de esta clase 
de espacios para realizar las entrevistas 


con los reclusos. 
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V. Sanciones aplicables 


inalmente, el párrafo sexto del 

artículo 58 de la Ley Nacional de 

Ejecución Penal determina que 
la obstrucción de la labor del personal 
judicial, de las personas visitadoras de los 
organismos públicos de protección de los 
derechos humanos, de las defensoras, del 
Ministerio Público y de las observadoras 
será sancionada administrativa y 
penalmente, en términos de la legislación 
aplicable. Las sanciones a las que se hacen 
referencia en esta parte pueden ser de dos 
clases, o bien sanciones administrativas o 
de carácter penal. En ese tenor conviene 
destacar que el término “sanción” es 
ambiguo, pues admite distintas formas o 
tiene significados diversos. En principio, 
se concluye que la sanción jurídica es, 
desde un punto de vista estructural, una 
reacción -positiva o negativa- frente a 
ciertas conductas establecidas por el 
derecho. Ahora bien, partiendo de la 
noción de sanción que se centra en la 
reacción negativa prevista por el derecho 
frente a ciertas conductas, es posible 


distinguir diferentes acepciones cuya 


naturaleza diverge considerablemente 
una de la otra, tal como puede apreciarse 
en la parte final del artículo 58 que ahora 


comentamos. 


Entre las primeras sanciones a las que 
se refiere este numeral se encuentran 
Las 


sanciones de esta clase, de acuerdo con 


las de carácter administrativo. 


la interpretación de la Suprema Corte, 
se generan mediante la intervención de 
los órganos internos de control y de los 
tribunales administrativos y en el que, 
atendiendo ala proyección que tiene sobre 
la vida de las personas, se ha considerado 
necesario reconocer la existencia de 
un debido proceso administrativo. En 
estos términos, estaremos ante una 
manifestación del derecho administrativo 
sancionador cuando el procedimiento: 
1) presuponga la existencia de un 
tipo administrativo que conlleve el 
reproche a una infracción -que entrañe 
la transgresión a la legalidad, honradez, 
lealtad, imparcialidad y eficiencia que 
deban observarse en el desempeño 
de sus empleos, cargos o comisiones 


públicos y dé lugar al surgimiento 
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de responsabilidad administrativa; 2) 
se siga en forma de juicio, en el cual 
se determine si la conducta -acción 
u omisión- de quien desempeñe el 
servicio público contraviene aquellas 
prohibiciones a las cuales se sujeta el 
ejercicio de su función; y, 3) tenga por 
finalidad procurar la correcta actuación 
de los servidores públicos, sancionar 
a los infractores y, en su caso, lograr la 
restitución de aquellos bienes jurídicos 
que fueron afectados con su irregular 
actuación'”. De este modo, las sanciones 
que la contravención del artículo 58 
de la Ley Nacional de Ejecución de 
Penas puede ocasionar, son las que 
genéricamente se determinan en las leyes 
de  responsabilidades administrativas 
de los servidores públicos, tanto a nivel 
federal como locales (en ese sentido, 
hay que hacer notar que se debe atender 


en estos casos a los parámetros ya 


16 Así cfr. la tesis la. XXXV/2017 (10a.), con 
registro 2013954, emitida por la Primera 
Sala, visible en la foja 441 del tomo 1l, libro 
40, de la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, correspondiente a marzo de 
2017. 


demarcados por la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas, 


actualmente en vigor. 


En tanto que la otra clase de sanciones 
a las que se refiere el artículo 58 en el 
ámbito penal, y en estos casos los 
responsables de la contravención serían 
sancionados de acuerdo con la pena 
privativa de libertad que se determine 
para el tipo penal especifico en que se 
incurra de acuerdo a la conducta concreta 
desplegada por el agente de la autoridad 
infractor, aunque en este último supuesto 
estimamos que los sujetos activos que 
pueden incurrir en estas conductas no son 
solamente las autoridades, sino incluso 
los reos pertenecientes a la misma 
población penitenciaria que impidan 
la labor de los funcionarios judiciales 
o de los organismos protectores de los 


derechos fundamentales. 
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Comentarios al artículo 59 de la 
LNEP El régimen de visitas 


Mtro. Everardo Rodríguez Durón 


Sumario: Introducción. I.-Clasificación 
y régimen general de las visitas. 
1.-Visita familia. 2.-Visita íntima. 

3.-Visita de autoridades. 4.-Visita del 


defensor. 5.-Visitas religiosas. 
Introducción 


eñalan las reglas mínimas para 

el tratamiento de los reclusos, 

adoptadas en el primer congreso 
de las naciones unidas sobre prevención 
del delito y tratamiento del delincuente 
en 1955 en su artículo 79 que “se velará 
particularmente por el mantenimiento 
y mejoramiento de las relaciones entre 
el recluso y su familia, cuando estas 
sean convenientes para ambas partes”. 
Dicha 


en el artículo 59 de la Ley Nacional 


disposición se ve traducida 
de Ejecución Penal el cual, a través 
de las visitas personales, familiares, 
íntimas, 


religiosas, humanitarias y 


asistenciales, busca la reinserción del 


sentenciado y el fortalecimiento de sus 
lazos con el mundo exterior durante 
su internamiento. La disposición que 
ahora comenzamos a comentar, resulta 
importante porque debe procurarse que 
el sistema de ejecución penal no rompa 
los vínculos familiares del interno en sus 
relaciones con sus parientes cercanos; lo 
anterior es así porque el aislamiento del 
imputado en sentido amplio conllevaría 
el riesgo de no lograr la reinserción. En 
sentido contrario, “si los reclusos pueden 
mantener sus vínculos con la familia, 
los amigos y la comunidad mientras 
están en prisión, ello reducirá los efectos 
perniciosos de la privación de libertad y 
hará más probable que se reintegren en la 


comunidad cuando sean liberados”. 


De este modo, el artículo 59 de la Ley 
Nacional de Ejecución Penal se encuentra 
particularmente vinculado con los fines 
del sistema penitenciario contenidos en 


el artículo 18 de la constitución. 


1 Los Derechos Humanos y las Prisiones, 
Manual de capacitación en derechos humanos 
para funcionarios de prisiones; p.134. 
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del 


precisado artículo de la ley fundamental, 


Según el segundo párrafo 
““el sistema penitenciario se organizará 
sobre la base del respeto a los derechos 
humanos, del trabajo, la capacitación 
para el mismo, la educación, la salud y 
el deporte como medios para lograr la 
reinserción del sentenciado a la sociedad 
y procurar que no vuelva a delinquir, 
observando los beneficios que para él 
prevé la ley. Las mujeres compurgarán 
sus penas en lugares separados de los 


destinados a los hombres para tal efecto”. 


Por tanto, la pena de prisión no debe 
imponer como parte de sus efectos 
la suspensión de la convivencia del 
sentenciado con su entorno familiar, 
porque ello supondría no solamente la 
limitación de las relaciones personales 
necesarias para que el interno se siga 
siendo parte de la sociedad, sino que 
también implicaría afectar los derechos 
de los familiares (en sentido amplio) del 
independientemente 


interno, quienes 


de los hechos que hayan originado 


la reclusión, deben continuar con la 
convivencia con el sujeto pasivo de la 


represión penal. 


El sentido y alcance del artículo 59 
de la Ley Nacional de Ejecución Penal 
es sumamente amplio respecto de las 
posiciones y normas que pueden ser 
adscritas interpretativamente a dicha 
Tal 


oportunidad de ver en los apartados 


disposición. como tendremos 


siguientes. 
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I. Clasificación y régimen general de 


las visitas 


n términos del primer párrafo 
del artículo 59, la Ley determina 
que en la norma administrativa 
se establecerá el régimen de visitas 
personales, familiares, íntimas, religiosas, 
humanitarias y asistenciales, sin que en 
caso alguno pueda impedirse el contacto 
corporal de la persona visitante con la 
persona visitada, salvo que alguna de las 


dos solicite tal restricción. 


Sinembargo, aunquepersonasexternas 
pueden entrar a los centros de reclusión 
para convivir con los reclusos como parte 
de sus relaciones personales y familiares 
o incluso con fines oficiales como la 
procuración de una defensa adecuada y 
la promoción de los derechos humanos 
—tal como ya hemos tenido oportunidad 
de mostrar en el comentario del artículo 
58—, lo cierto es que desde el principio, 
la disposición en comentario es clara al 
señalar que este derecho del recluso a 
ser visitado durante su internamiento no 
es de carácter absoluto, pues para hacer 


operativo el régimen de convivencia es 


necesario que se establezcan mecanismos 
para informar clara y puntualmente 
sobre el tipo de objetos cuyo ingreso está 
permitido o prohibido durante las visitas, 
garantizando que tales disposiciones 
puedan ser conocidas por las personas 
externas que asisten a los centros de 
reclusión, a fin de que el ingreso a los 
centros se realice de manera ordenada, 
de conformidad con los protocolos de 
seguridad y conforme a un conjunto de 
parámetros que permitan potencializar 
las 


el carácter  resocializador de 


convivencias del interno con el exterior. 


Lo primero que resulta importante 
destacar en el artículo 59 es que 
el legislador ha determinado una 
clasificación de las visitas en diferentes 
tipos. Así, existen distintas clases de 
convivencias que puede recibir el interno 
en el centro de reclusión, tales como las 
visitas personales, familiares, íntimas, 
religiosas, humanitarias y asistenciales. 

Aquí, puede plantearse una 
delimitación terminológica de acuerdo 


con el sentido natural de las palabras 
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empleadas por el legislador. De este 
modo, en las visitas personales quedaría 
comprendido el contacto del interno con 
personas que tienen con él una relación 
de amistad o afecto no relacionado con 
alguna forma de parentesco. Las visitas 
familiares se refieren al contacto que 
el interno puede mantener durante su 
reclusión con las personas que tienen 


algún vínculo de parentesco. 


La visita íntima, por su parte, se 
halla relacionada con la satisfacción 
del deseo erótico del interno, por lo 
que aquí se implica la posibilidad del 
acceso carnal del interno con su pareja 
o cónyuge. Asimismo, las visitas 
religiosas, humanitarias y asistenciales, 
se relacionan con el cumplimiento de 
diversos fines relacionados directamente 
con la reinserción social del interno, en 
lo que hace al ámbito espiritual, de salud, 


o de respeto a su dignidad humana. 


Esta interpretación resulta acorde, 
verbigracia, con lo dispuesto en los 
artículos 87, 89, 90, 99 y 100 del 
reglamento de los centros federales de 


readaptación social, donde se dice: 


Artículo 87.- En el Centro Federal 
sólo podrán autorizarse las siguientes 


visitas a internos: 


I. Defamiliares y amistades del interno; 
11. Del cónyuge o bien concubina o 
concubinario, según corresponda; 

HI. De autoridades; 

IV. Del defensor, representante común o 
persona de confianza, y 

V. De ministros acreditados de cultos 


religiosos. 


Ninguna persona podrá obtener su 
acreditación y registro en dos o más 
modalidades de las descritas en las 
fracciones anteriores para un mismo 
Centro Federal. 
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El Centro Federal podrá negar la 
acreditación para las visitas señaladas 
en el presente artículo cuando se ponga 
en riesgo la seguridad del Sistema 


Federal Penitenciario. 


La visita de las personas a que se 
refieren las fracciones l y lI se consideran 
estímulos y, en esa medida, deberán ser 


aprobadas por el Consejo. 


El Manual respectivo establecerá las 
normas para la acreditación y registro de 


las personas señaladas en este artículo. 


La frecuencia del ingreso y el tiempo 
de permanencia de las visitas en el Centro 
Federal dependerán del espacio con 
que se cuente, del personal disponible 
y de las condiciones de seguridad que 
prevalezcan en el momento en que se 


solicite. 


Artículo 89.- Se autorizará la visita 
familiar siempre y cuando los solicitantes 
tengan con el interno lazos de parentesco 


debidamente acreditados. 


Unicamente se autorizará la entrada 
a menores de edad cuando sean hijos del 
interno, previo estudio y aprobación del 


Consejo. 


Artículo 90.- Ninguna visita familiar, 
de amistades o íntima será autorizada sin 
que previamente haya sido promovida o 


aceptada por el interno. 


Artículo 99.- El Comisionado o el 
Coordinador General podrán autorizar 
las solicitudes de acceso de autoridades 
distintas de las judiciales, así como de 
la Comisión Nacional de Derechos 
Humanos y representantes de consulados 
o de embajadas, previo informe de las 
actividades que proponen realizar y de 


las áreas a visitar. 


Los ministros acreditados de cultos 
religiosos podrán visitar el Centro 
Federal con autorización escrita del 


Comisionado. 


Artículo 100.- El Comisionado o el 
Coordinador General podrán autorizar 


el acceso al Centro Federal de visitas 
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no previstas en el Reglamento mediante 
escrito debidamente fundado y motivado, 
con sujeción al espacio y condiciones de 


seguridad prevalecientes. 


La regulación en torno a las clases 
de visitas que se pueden realizar a los 
centros de reclusión conforme al primer 
párrafo del artículo 59 contiene otra serie 
de reglas aplicables con carácter general 
a las diversas especies previstas. Las 
cuales tienen que ver con las limitaciones 
para el funcionamiento de los centros de 
reclusión, con los objetos que pueden ser 
introducidos a las instalaciones y con las 
limitaciones en caso de sanciones a los 


internos. 


Sobre la cuestión relacionada con 
el tipo de objetos cuyo ingreso está 
permitido o prohibido durante las visitas, 
el primer párrafo del artículo 59 establece 
que estas limitaciones se harán saber a 
los interesados a través de mecanismos 
claros y puntuales. Así, el Manual de 
Visita de los Centros Federales de 


Readaptación Social determina que, en 


los centros de reclusión administrados 
por la Federación, los visitantes no 


podrán ingresar con: 


+ Ropa de los colores beige, azul 
marino y negro; 

+ Zapatos de plataforma, media 
plataforma, de punta, botas, botines, 
tenis o cualquier tipo de calzado con 
tacón que exceda de 3 centímetros de 
altura; 

+ Peluca o cualquier tipo de postizo 
así como accesorios metálicos y 
plásticos para el cabello; 

+ Objetos o sustancias no autorizados; 

+  Signososíntomas de haberconsumido 
estupefacientes,  psicotrópicos O 

bebidas 

a la valoración médica del Centro 

Federal; 


+ Ropa deportiva, lentes obscuros, 


embriagantes, conforme 


sombrero o gorra; 
+ Ropa interior con soportes plásticos 
o metálicos, dos o más prendas de 
botones 


similares características, 


forrados, ropa de doble forro, ropa de 


52 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


doble vista, mallas, medias o shorts 
bajo la falda o pantalón, o sin ropa 
interior; y 
+ Toallas femeninas o pañales 
desechables, en estos casos, serán 
canjeados por los que proporcione el 


Centro Federal. 


Además de lo anterior, el reglamento 
de los centros federales de readaptación 
social, impide el acceso con cualquiera 
de los siguientes objetos a los centros de 


internamiento: 


+ Cualquier vehículo, salvo los oficiales 
balizados que sirvan de apoyo a las 
tareas de seguridad (sólo podrán 
ingresar a los Centros Federales 

blindados o 


con adaptaciones especiales y los 


vehículos oficiales 
que transporten alimentos y otros 


productos indispensables, previa 
autorización por escrito); 

+ Dinero, alimentos, sustancias y 

cualquier objeto no autorizado en 

los términos previstos en el Manual 


respectivo; 


+ Armas de cualquier tipo, 
réplicas de las mismas, teléfonos 
radios O 


celulares o satelitales, 


equipos receptores-transmisores 
y cualquier otro instrumento de 
intercomunicación oO sistema de 
comunicación electrónica, equipo 
de cómputo u otros dispositivos que 
por sí o con algún accesorio puedan 
usarse para consulta electrónica 
que puedan servir para la labor del 
abogado defensor o de los organismos 
protectores de los derechos 
fundamentales en los términos del 
artículo 58 ya comentado; y 
+ Bebidas alcohólicas, estupefacientes, 
psicotrópicos, sustancias tóxicas y, 
en general, todo aquello cuyo uso 
pueda alterar la seguridad del centro. 
Del mismo modo, los visitantes 
no podrán tomar fotografías, videos 
y grabaciones del interior del centro 
federal y en su área perimetral, salvo 
autorización escrita; por otra parte, se 
prohíbe introducir, circular, o permitir 
la circulación de moneda nacional 


o extranjera en el interior del centro 
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federal, así como de objetos, materiales 
o sustancias que hagan sus veces. así 
también, se establece las normas del 
centro de reclusión establecerán los 
alimentos que excepcionalmente puedan 
ser suministrados a las personas privadas 


de la libertad por las personas visitantes. 


Por ello, los objetos cuya introducción 
esté prohibida deberán ser entregados 
por la visita en el depósito de objetos, 
en donde se le expedirá el recibo 
correspondiente para que los identifique 


y recoja al egresar de la penitenciaría. 


Por otro lado, el segundo párrafo del 
artículo 59 determina que las visitas se 
podrán limitar en la medida necesaria 
para favorecer la gobernabilidad y 
el buen funcionamiento del Centro 
Penitenciario, debiendo permitirse por 
lo menos un tiempo mínimo de visita 
de cinco horas semanales y máximo de 
quince horas semanales. Las horas de 
visita semanal se considerarán sumando 
el tiempo efectivo de todos los tipos 
de visita, excepto aquellas destinadas 


a la visita íntima. En esta porción de 


la disposición en comentario podemos 
advertir como el legislador secundario ha 
tratado de compatibilizar dos bienes que 


eventualmente pueden entrar en colisión. 


Por una parte, si bien los reos tienen 
la posibilidad de tener contacto con el 
exterior a través del amplio régimen de 
visitas penitenciarias de que ya se ha dado 
cuenta, no por ello debe desconocerse 
que los sujetos activos de este derecho 
también se encuentran compurgando una 
pena o en un proceso para determinar 
su responsabilidad en determinados 
hechos delictuosos. En vista de estas 
condicionantes, la prerrogativa para que 
se cuente con un régimen de visitas no 
debe ser llevado al extremo de que ello 
sea una ocasión para que la autoridad 
pierda el control sobre la seguridad y 
el ingreso de las personas externas al 
centro de reclusión, y con ello pueda 
ponerse en riesgo la seguridad de los 
propios internos y de los visitantes. En 
función de ello, el segundo párrafo del 
artículo 59 hace eco de esta necesidad, al 
establecer que, en todo caso, las visitas 


que se reciban por parte de los internos 
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no serán pretexto para favorecer espacios 
de ingobernabilidad o falta de control por 


parte de las autoridades penitenciarias. 


En esta tesitura, el reglamento de los 
centros federales de readaptación social 
establece, por ejemplo, que en los centros 
de reclusión deberá mantenerse el orden, 
la seguridad y la disciplina, aplicando 
estrictamente y sin distinción alguna las 
normas que rigen la disciplina interna de 


las penitenciarías. 


Para tales efectos, el orden jurídico 
autoriza para que se haga uso de la 
fuerza en caso de resistencia individual 
o colectiva, intento de evasión, conato 
de motín, agresión al personal, a 
internos o a sus visitas y en cualquier 
otro disturbio que ponga en riesgo la 
seguridad. Desde luego, este uso de 
los medios coactivos para mantener el 
control dentro de las cárceles implica la 
necesidad de que se empleen los medios 
proporcionados para sofocar los intentos 
de la población penitenciaria en contra 
del régimen propio del internamiento, 


por eso existe la regla de que cuando se 


haga uso de la fuerza, se hará constar en 
las actas correspondientes y se pondrá 
en conocimiento de las autoridades 
competentes que deban intervenir o 


tomar conocimiento de los hechos. 


Otro aspecto que destaca del segundo 
párrafo del artículo 59 en comentario es 
que aun cuando establece los parámetros 
de la ponderación legislativa sobre los 
aspectos ya comentados, no por ello 
desconoce el contenido esencial del 
derecho de los reos a tener contacto con 
el medio exterior a través de las visitas 
como forma de facilitar una reinserción 


social integral. 


Así, ni siquiera por motivos de 
seguridad se podrán limitar los periodos 
de visita por debajo de un tiempo mínimo 
de cinco horas semanales y máximo de 
quince horas semanales, esto sin contar 


los lapsos para la visita íntima. 


En el mismo sentido, el tercer párrafo 
del artículo 59 determina que, en los 


casos de restricción de visitas por sanción 
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disciplinaria grave, estas podrán limitarse 
hasta una hora de visita semanal, de 


conformidad a lo establecido ley. 


En tal virtud, no debemos desconocer 
que el legislador ha establecido la 
posibilidad de que la limitación de las 
visitas en los centros penitenciarios 
puede ser un elemento que favorezca 
a la disciplina, siempre que sea usado 
de la manera permitida por el propio 
ordenamiento y sin que se niegue en 
términos categóricos esta posibilidad a 


los reclusos. 


En este sentido, las normas para 
el gobierno interno de las prisiones, 
establecen la posibilidad de que cuando 
los visitantes introduzcan, posean, usen 
o comercien con objetos o sustancias 
clasificadas dentro de aquellas que 
no pueden internarse a los centros, se 
cancelará la visita en forma definitiva y se 
procederá como legalmente corresponda. 

Asimismo, cuando la visita que 
agreda física o verbalmente al personal 


del centro, a otra visita o a internos, no 


podrá ingresar a la penitenciaría y será 
sancionada por el Director General con 


la suspensión o cancelación de la visita. 


Finalmente, también se prevé que 
los internos que incurran en faltas a la 
normatividad del Centro Federal o se 
nieguen a participar en las actividades 
que se les asigne se les podrá suspender 
la visita en los términos señalados en el 


párrafo tercero comentado. 


Una vez que hemos mencionado 
algunas cuestiones generales sobre el 
régimen de las visitas penitenciarias, 
podremos pasar a estudiar las 
especificidades previstas en el artículo 
59 para cada una de las que parecen ser 
las más relevantes, según se establece en 


la Ley Nacional de Ejecución Penal. 
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1. Visita familiar 


“la 


prisión es todavía una pena 


omo señala Méndez Paz 


corporal y además subjetiva, 
psíquica, que aniquila y destroza al 
procesado, anula su libertad ambulatoria, 
y repercute no sólo en quien la padece 
sino, colateralmente, afecta a su familia 
y a la sociedad en conjunto.”? Por ello es 
un criterio unánime que la estancia de las 
personas en los Centros Penitenciarios 
no tiene como finalidad excluirlas de 
la sociedad, muy al contrario, durante 
libertad se 


continuamente en cuenta el regreso, la 


la privación de tiene 
integración del preso, al ámbito social 


del que procede. 


Así las cosas, tal como hemos señalado 


con antelación, por visita familiar 
entendemos el contacto que en el centro 
de reclusión puede tener el interno con 
las personas con quienes conserva lazos 
de parentesco. En este sentido, el Manual 
de Visita de los Centros Federales de 
Readaptación Social, determina que 


2 Peláez, M.: Derechos de las..., p. 96. 


la visita familiar únicamente podrá 
verificarse en el área de visita familiar, 
destinada para esos efectos en cada 
centro de reclusión; o bien, en las áreas 
de locutorios o de atención hospitalaria 
de los penales, en los casos de reos 
que se encuentren en una situación 
de observación y clasificación o estén 


recibiendo atención médica. 


En atención al principio consagrado 
en el propio artículo 59, el cual determina 
que Las personas privadas de la libertad 
deberán ser consultadas sobre a qué 
personas adultas autorizan para la visita 
familiar o personal, así como para el 
acompañamiento de la visita de sus hijas 
e hijos, es que en el Manual de Visita de 
los Centros Federales de Readaptación 
Social se determina que será el propio 
interno quien propondrá al área de trabajo 
social del reclusorio, a quien solicita que 
se registre como las personas autorizadas 
para ingresar al centro en carácter de 


visita familiar. 
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Las personas propuestas por el interno 
deberán firmar también la solicitud 
correspondiente, y a fin de que su petición 
sea considerada en sentido favorable 
por la autoridad penitenciaria, deberán 


agregar los siguientes documentos: 


+ Copia certificada del acta de 
nacimiento; 

+ Copia certificada del acta de 
matrimonio, para el caso del cónyuge; 

+ Comprobante del  concubinato, 


emitido mediante declaratoria de 
autoridad judicial; 

+ Comprobante de domicilio a nombre 
del visitante o justificante, hasta seis 
meses antes, corroborado por el área 
de trabajo social; 

» Tres fotografías tamaño infantil a 
color y con fondo blanco; 

» Identificación oficial vigente con 
fotografía, y 

+ Tres cartas de referencias personales 
señalando nombre de la persona, 
y domicilio, teléfono, ocupación, 
tiempo de conocerlo, que no sean 


familiares. 


Tal como señalamos antes, la visita 
solo podrá realizarse en las áreas 
destinadas para tal fin por cada centro 
de reclusión. Sin embargo, esta regla 


general sufre dos excepciones. 


La primera se relaciona con los 
internos que se encuentren en el centro 
de observación y clasificación, quienes 
podrán tener visita familiar únicamente 


por locutorios, hasta por dos ocasiones. 


La segunda aplica a los reos que se 
encuentran recibiendo algún tratamiento 
médico en el área de servicios de salud 
de las prisiones, los cuales podrán 
recibir visita en dichas áreas cuando 
los encargados de los servicios médicos 
lo recomienden y se trate de personas 
autorizadas previamente como visitas 
del interno, en este caso, la visita 
familiar del recluso podrá ingresar al 
área hospitalaria, hasta tres personas 
simultáneamente, para visitar internos 


agónicos o en fase terminal. 
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De acuerdo con el artículo 20 del 
manual de visita de los centros federales 
de readaptación social, cada interno podrá 
solicitar la autorización de hasta doce 
personas como visitantes; sin embargo, 
sólo se permitirá el acceso simultáneo a 


un máximo de tres personas. 


A ninguna persona se le autorizará 
la visita familiar a más de un interno, 
salvo que sea ascendiente o descendiente 
directo en primer grado o hermano 
de más de uno. Ningún interno podrá 
acompañar a otro durante su visita. 

Además, solo se autorizará la 
visita de menores de edad que sean 
hijos del interno, previo estudio y 
del 


se presenten, 


aprobación Consejo. Cuando 


éstos invariablemente 
deberán acudir acompañados de un 
familiar adulto acreditado como visita, 
quien permanecerá a su lado durante 
su estancia, con ello se trata de hacer 
efectivo el principio establecido en el 
artículo 59 de la ley nacional de ejecución 
penal, en el sentido de que, sobre todo 


para el caso de las mujeres privadas de 


su libertad, la autoridad penitenciaria 
deberá generar disposiciones aplicables 
flexibles que alienten y faciliten las 
visitas familiares, especialmente de sus 
hijas e hijos de conformidad con los 


principios establecidos en esta Ley. 
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2.- Visita Íntima 


l resto del artículo 59 de la ley 

nacional de ejecución penal 

se dedica a regular cuestiones 
relacionadas con la visita íntima de los 
reclusos en los centros penitenciarios. 
Ello debería de ser un indicativo de la 
relevancia que adquiere la vida sexual en 
los centros carcelarios. Conceptualmente 
“la visita íntima tienen por finalidad 
mantener las relaciones maritales del 
sujeto, en forma sana y moral; las 
esposas O quienes hayan mantenido 
una vida marital estable o una relación 
de concubinato, pueden sostener este 
tipo de visita; previamente se llevan a 
cabo estudios sociales y médicos, con el 
objetivo de saber si es o no aconsejable 
el contacto íntimo del recluso.”* 
atingentemente 


En el estudio 


denominado “La vida sexual en las 


prisiones”, Luis Jiménez de Asúa 
se cuestiona si los jueces que tienen 
facultades para privar de su libertad al 
delincuente también pueden infligirle 
3 Méndez Paz; L.: Derecho penitenciario. 


México. Oxford. 2008; p. 131. 


el castigo de una castidad forzosa?; y 
es que el hecho de que una persona sea 
privada de su libertad por motivo de la 
imposición de una pena, no solo implica 
para él enfrentarse a una limitación de su 
libertad principalmente deambulatoria 
(pues aún sigue siendo libre en cuanto a 
su pensamiento, religión, etc.) sino que 
accesoriamente la pena de prisión lleva 
imbibita la limitación de otras tantas 
prerrogativas de la persona, como es el 
libre ejercicio de su sexualidad, entendida 
como el conjunto de actividades y 
comportamientos relacionados con el 


placer sexual y la lubricidad. 


Lo cierto es que la pena de reclusión 
corporal no implica concomitantemente 
la segregación de los aspectos sexuales 
de la vida del penado, pues no puede 
desconocerse que la experiencia erótica 
del 


ejercicio de la sexualidad, es uno de los 


considerada como una faceta 


carices que adquiere la manifestación 


del libre desarrollo de la personalidad. 


4 Jiménez, L.: La vida sexual en las prisiones. 
En el criminalista, Tipográfica Editora 
Argentina, Buenos Aires, 1949, tomo lll; p. 
263-296 y p. 266. 
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En síntesis debe decirse que la pena 
carcelaria no debe imponer este bridas 
desproporcionadas a la satisfacción 
de los placeres sexuales, ya que la 
limitación de estos no solo afectan la 
esfera particular del reo, sino también el 
pleno desarrollo sexual la de su pareja, 
así “la continencia genésica no puede ser 
impuesta como castigo accesorio de una 
pena que sólo priva al reo de la libertad, 
y las sociedades, al defenderse de los 
ataques delincuentes no tienen el derecho 
de perjudicar la salud de los penados”. 

el Estado ha buscado 


mecanismos para mantener este derecho 


Por ello, 


tanto del reo como de su pareja y en 
nuestro país a través de un acuerdo 
del Gobernador del Distrito Federal 
en el año 1924 se estableció que las 
esposas estarían autorizadas a visitar 
a sus esposos, siempre y cuando el reo 
acreditara su buena conducta, así como 
el matrimonio civil que los unía. Fue 
hasta el año 1929 en el que, a través 
de un Reglamento se regularon este 


tipo de visitas, conociéndose desde 


5 Jiménez, L.: La vida sexual ..., p. 269. 


entonces como “visitas conyugales”, 
las cuales se realizaban una vez por 
semana y duraban dos horas en lugares 
especialmente acondicionados al efecto 
y en caso de infracciones disciplinarias 
podían ser suspendidas y para las cuales 
ya no se exigía acreditar el lazo civil y 
la razón de ello según la exposición de 
motivos de dicho Reglamento fue que 
en la práctica se había observado que 
dichos procedimientos contribuían a la 
moralidad y disciplina, pues el mayor 
castigo al que podían ser sometidos era 


al de suspender su visita conyugal.* 


En su orden, el artículo 59 determina 
un conjunto de lineamientos para regular 
el régimen propio de la visita conyugal 
(antes así llamada). Comenzaremos 
por señalar primero cuales son estos 
parámetros generales en relación con la 


visita íntima: 


+ Los Centros Penitenciarios deberán 
garantizar el ejercicio del derecho a 
la visita íntima bajo los principios de 


igualdad y no discriminación. 


6 Jiménez, L.: La vida sexual..., p. 280. 
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Para tener acceso a la visita íntima la 
persona privada de la libertad deberá 
presentar solicitud a la Autoridad 
Penitenciaria tal autorización, 
quien resolverá de acuerdo a las 
disposiciones aplicables al régimen 
de visitas. 

Para tales efectos, existirá un 
registro de personas autorizadas a 
realizar visitas íntimas, en el que se 
especificará la persona autorizada 
para realizarla. 

El derecho a la visita íntima por se 
realizará por un plazo de dos horas 
mínimo y cinco máximo, y con una 
periodicidad de al menos una vez 
cada dos semanas. 

No podrá condicionarse la visita 
íntima de las mujeres privadas de su 
libertad al uso obligatorio de métodos 
anticonceptivos. 

La Autoridad Penitenciaria debe 
asegurar la existencia de espacios 
apropiados para la realización de la 
visita íntima, la cual será privada, 


consentida, ininterrumpida e 


informada, además deberá reunir 
las condiciones de aseo e higiene 
necesarias. 

+ Los protocolos y disposiciones 
aplicables del Centro Penitenciario 
deberán establecer las disposiciones 
que permitan la visita íntima ínter 
e intracarcelaria cuando la pareja 
de la persona privada de la libertad 
también se encuentre privada de su 
libertad. 

+ En ningún caso estará permitido el 
acompañamiento de niñas, niños 


o adolescente (sic) en las visitas 


íntimas. 
La visita íntima tendrá lugar 
exclusivamente en las habitaciones 


asignadas para ello dentro de los espacios 
reservados para tales fines dentro de los 


centros de internamiento. 


En cuanto a la solicitud que el recluso 
debe dirigir, para que le sea autorizada la 
visita íntima, solo podrá hacerse cuando 
la persona que deba ingresar al centro 
de internamiento con tales fines sea el 


cónyuge, la concubina o concubinario. 
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Debiéndose hacer la aclaración de que 
la designación de una persona con una 
cualidad excluye a la otra (es decir, un 
reo no podría solicitar la autorización 
de visita intima con alguna persona que 
se dice ser su concubina y con otra que 
ostente como su esposa). Del mismo 
modo, en los centros de reclusión se 
encuentra prohibida la autorización de 


visita íntima con parejas eventuales. 


De acuerdo con lo señalado en el 
artículo 29 del Manual de Visita de los 
Centros Federales de Readaptación 
Social, para obtener la autorización 
de visita íntima, además de cubrir los 
requisitos señalados para visita familiar, 
el visitante deberá entregar los resultados 
de los siguientes exámenes médicos, 
expedidos por institución pública o 
privada legalmente acreditada: 

.+ Certificado médico en el 


se especifique 


que 
la no existencia 
de enfermedades sexualmente 
transmisibles o infectocontagiosas 
clínicamente no 


que hagan 


recomendable viable la visita íntima; 


+ Cultivo de exudado faríngeo, anal, 
vaginal y uretral, en su caso; 

+ Reacciones seroluéticas; 

+ Examen inmunológico de anticuerpos 
VIH (SIDA) presuntivo; 

+ Examen inmunológico, anticuerpos 
antiVIH confirmatorio, en caso de 
que el examen presuntivo resulte 
positivo; 

*  Antígeno de superficie para hepatitis 
ByC. 

+ Los mismos exámenes médicos serán 
practicados al interno que solicite la 


autorización de la visita íntima. 


Los resultados de estos estudios 
tendrán vigencia de un año o menos si 
así lo determina el área de servicios 


médicos. 


No se autorizará la visita íntima 
cuando del resultado de los exámenes 
médicos se determine que no procede 
clínicamente, se presuma que dichos 
exámenes estén alterados o falsificados 
o no se actualicen cada año o con la 
periodicidad que determine el área de 


servicios médicos del centro. 
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Durante el trámite de expedición de 
la credencial para visita íntima, no se 
expedirán pases provisionales para tal 
fin; excepto, y por una sola vez, cuando 
dicho trámite exceda de treinta días 
naturales contados desde la fecha de 
entrega total de la documentación. Si 
las causas de la demora son imputables 
al interno o a su visita, no se concederá 


dicho pase. 


Quien acuda a la visita íntima deberá 
presentarse treinta minutos antes de la 
hora señalada para el turno asignado. En 
casos de demora justificada, se autorizará 


su acceso hasta una hora después. 


3. Visita de autoridades 


n los artículos 31 a 36 del Manual 

de Visita de los Centros Federales 

de Readaptación Social se 
establece un caso específico de visitas 
a los centros de reclusión, denominadas 
visitas de autoridad. En términos de dicho 
manual, las inspecciones realizadas a los 
centros por parte de los organismos de 
protección de derechos humanos podrían 
ser consideradas como integradas en 
esta especie. Sin embargo, es importante 
destacar que en términos del artículo 58 
de la Ley Nacional de Ejecución Penal 
esta clase de visitas tienen un régimen 
especial, que ya fue comentado en su 
oportunidad al determinar el sentido y 
alcance de aquel numeral de la Ley. Por 
eso para los propósitos señalados en 
esta parte, bastará con la referencia a los 
términos en que el Manual se refiere a las 


llamadas visitas de la autoridad. 


Se considera visita de autoridades la 
realizada por servidores públicos que con 
motivo del desempeño de sus funciones 
o para participar en un acto oficial 


deban acudir al centro, presentando 
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su identificación, la que será canjeada 
por un gafete reclusorio, el cual deberá 
usarse durante todo el tiempo en que las 


autoridades permanezcan en él. 


Las autoridades penitenciarias podrán 
autorizar las solicitudes de visita de 
autoridades, en las que se informe de las 
actividades que se proponen realizar y 
de las áreas a visitar, en estos casos, el 
acceso al centro procederá mediante el 
oficio de autorización expedido por el 
servidor público facultado para ello. 

Cuando la autoridad judicial o 


ministerial acuerde la práctica de 
alguna diligencia al interior del Centro 
Federal, el personal comisionado deberá 
identificarse con la credencial oficial o 
gafete vigentes de la Institución a la que 
pertenecen y presentar las constancias 
que acrediten la actuación que van a 


realizar. 


Toda persona que con carácter de 
autoridad ingrese a los centros federales, 
deberá hacerlo sin portar armas y sin 


llevar alguno de los objetos o artículos 


prohibidos por el reglamento y sus 
manuales, sujetándose a los lineamientos 


de seguridad del Centro Federal. 


Las autoridades visitantes sólo tendrán 
acceso a las áreas que previamente se 
establezcan para su recorrido y en todo 
caso, serán escoltadas por personal de 
seguridad y custodia o de seguridad y 
guarda. El Director General del centro 
tomará las previsiones necesarias a efecto 
de que la actividad de las autoridades 
se desarrolle de conformidad con los 
lineamientos de seguridad y control que 


rigen el funcionamiento del reclusorio. 
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4. Visita del defensor 


n el Manual de Visita de 
los Centros Federales de 

Readaptación Social también se 
contienen reglas especiales en materia de 
visita del abogado defensor. En virtud de 
que al exponer el contenido del artículo 
58 de la Ley Nacional de Ejecución 
Penal ya se habló sobre el alcance del 
principio de la defensa adecuada, en este 
caso también solo bastará con referir el 


tenor de tales reglas del Manual. 


El defensor podrá visitar a su defenso 
entre las nueve y las diecisiete horas, con 
entrevista de hasta noventa minutos. En 
casos de notoria urgencia, la duración de 
la visita podrá ser ampliada o bien llevada 
a cabo en horario diferente al señalado, 
mediante autorización de las autoridades 
penitenciarias. La entrevista solo podrá 
hacerse en el área de locutorios. En 
ningún caso la visita podrá realizarse con 
más de un interno simultáneamente, ni se 
permitirá la visita de defensores cuando 
el interno tenga visita familiar o íntima. 


Del mismo modo, solo se autorizará 


la entrada de un defensor del reo por 
cada día. En los casos de internos cuya 
sentencia haya causado ejecutoria, sólo 
se autorizará la visita de su defensor 
cuando acredite que está realizando 
algún trámite jurídico relacionado con la 


sentencia del interno. 


Para tener acceso a la visita, el 
defensor deberá realizar una solicitud a 
la que deberá anexar, en original y dos 
copias, la siguiente documentación: 

+ Escrito de reconocimiento de 
defensor, expedido por autoridad 
competente; 

* Identificación oficial vigente con 
fotografía; 

* Comprobante de domicilio a nombre 
del visitante; 

* Dos fotografías tamaño infantil (2.5 
por 3.0 cm) a color y con fondo 
blanco; 

+ Tres cartas de referencias personales 
señalando nombre de la persona, 
domicilio, teléfono, ocupación, 

tiempo de conocerlo, que no sean 


familiares, y 
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+ Estar inscrito en la propuesta de 


defensores del interno. 


El acceso del defensor, representante 
común o persona de confianza al centro 
se realizará de conformidad con el 


siguiente procedimiento: 


. Confrontación de sus documentos 
de identificación con los controles 
establecidos en el centro; 

. Designación del locutorio en el que 
habrá de realizarse la entrevista, 
cuando los locutorios destinados 
para las entrevistas se encuentren 
ocupados, la visita será anotada en 
una lista y esperará su turno en el 
sitio que para tal efecto le señale 
el personal del área de seguridad y 
custodia, y 

+ Registro en el libro de visitas 


respectivo. 


5. Visitas religiosas 


Por último, haremos referencia a las 
visitas que, con fines religiosos, pueden 
realizar los ministros de culto a los 


centros penitenciarios. 


La autorización de la visita de los 
ministros de cultos religiosos podrá 


efectuarse, en dos modalidades: 


+ Por una sola vez, para un evento 
específico, o 
» Temporalmente, expedida hasta por 


un año. 


Para el caso de la visita temporal, la 
asociación religiosa deberá presentar 
escrito en el que fundamente los 
objetivos de la visita, la periodicidad de 
la misma y las actividades a realizar. Los 
ministros de cultos religiosos acreditados 
y autorizados, en ningún caso podrán 
ser sustituidos por otra persona que no 


hubiere sido previamente autorizada. 
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Los ministros de culto que deseen 
obtener una autorización para realizar 
visitas religiosas a un centro de reclusión 
deberán anexar a su solicitud en original 


y dos copias los siguientes documentos: 


+ Copia certificada del acta constitutiva 
de la agrupación de culto religioso 
que representa; 

* Copia certificada del registro vigente 
de la agrupación religiosa ante la 
autoridad correspondiente; 

» Identificación oficial vigente con 
fotografía; 

+ Comprobante de domicilio a nombre 
del visitante; 

. Dos fotografías tamaño infantil (2.5 
por 3.0 cm) a color con fondo blanco, 
y 

+ Tres cartas de referencias personales 
señalando nombre de la persona, 
domicilio, teléfono, ocupación, 

tiempo de conocerlo, que no sean 

familiares. Una vez autorizada la 
visita, el Centro Federal, a través 


del área de trabajo social, expedirá 


la credencial correspondiente en 
un plazo no mayor a treinta días 


naturales. 


Desde el momento en que ingresen 
al centro, los ministros de culto estarán 
acompañados por un elemento de 
seguridad y custodia y sólo podrán 
acudir al lugar que les sea asignado para 


la realización de sus actividades. 


La autoridad penitenciaria podrá 
autorizar la visita a internos en fase 
terminal que se encuentren en el área 
hospitalaria, sólo a los ministros de 
cultos religiosos que estén debidamente 


acreditados. 
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Sumario: I- Concepto de servicios 
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de la libertad. !MI.- Marco temporal de la 
aplicación de los servicios médicos. IV.- 
Tipos de servicios médicos penitenciarios 
y consentimiento informado. V.- Marco 
normativo del derecho a la salud de 
libertad. 


las personas privadas de 


Conclusiones. Bibliografía. 


L Concepto de servicios médicos 
penitenciarios 


l capítulo II de la LNEP prevé, 
en siete artículos, el derecho 
de protección a la salud como 
derecho humano de toda persona privada 
de libertad dentro de territorio nacional, 
lo que permite su análisis respecto de 
la armonía que guardan tales preceptos 
con los estándares internacionales y 


nacionales en la materia. 


La constitución política de los estados 
unidos mexicanos, prevé el derecho de 


toda persona a la protección de su salud. 


Cabe comentario al concepto 
“persona” ocupado por la máxima 
norma nacional, pues implica no 


solo ser, humano, sino contar con la 
característica de “persona” con la serie 
de implicaciones que la normativa civil 
determina al respecto. De ahí que al 
hablar del tema de los derechos humanos 
se prefiera utilizar el concepto de “ser 
humano”, con la sencillez que determina 
evitar exclusión de alguien, con 
independencia que hemos de ocuparnos 
de las denominadas “personas privadas 
de libertad”, esto es, nos avocamos al 
derecho de acceso a la salud de un grupo 
vulnerable y determinado de personas 
dentro de la sociedad, las privadas de 


libertad. 


Tal grupo vulnerable no se encuentra 
excluido del derecho de acceso a la 
salud, por el contrario le sigue resultando 


inherente a su condición humana, el 
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derecho de acceso a la salud, de ahí la 
importancia del capítulo II de la LNEP en 
consonancia con la Reglas Mínimas de 
las Naciones Unidas para el Tratamiento 


de los Reclusos o Reglas Mandela', al 


1 Reglas Mínimas para el Tratamiento de los 
Reclusos (adoptadas por el Primer Congreso 
de las Naciones Unidas sobre Prevención 
del Delito y Tratamiento del Delincuente, 
celebrado en Ginebra en 1955, y aprobadas 
por el Consejo Económico y Social en sus 
resoluciones 663C (XXIV) de 31 de julio de 
1957 y 2076 (LXII) de 13 de mayo de 1977. 


Revisadas y reubicadas por instancia de 
la Asamblea General de Naciones Unidas, 
siendo aprobadas por la Comisión de 
Prevención del Delito y Justicia Penal, en 
mayo de 2015, remitiéndolas al Consejo 
Económico y Social para su aprobación y 
posteriormente a la Asamblea General para 
que se adoptaran como las “Reglas Mínimas 
de las Naciones Unidas para el Tratamiento 
de los Reclusos” también denominadas 
“Reglas Nelson Mandela” en homenaje al 
legado del difunto Presidente de Sudáfrica, 
Nelson Rolihlahla Mandela. 


Oficina de las naciones unidas contra la 
droga y el delito. Un modelo actualizado 
para la gestión penitenciaria en el siglo XXI. 
Consultado 5/9/2019: — https://www.unodc. 
org/documents/justice-and-prison-reform/ 
Brochure_on_the_The_UN_Standard_ 
Minimum_the_Nelson_Mandela_Rules-S.paf. 
Consultado el 5 de octubre del 2019. 


determinar la responsabilidad del Estado 
de cumplir con estándares de atención 
sanitaria disponibles en la comunidad 
exterior, además de la prestación de 


servicios médicos gratuitos”. 


Acorde además con lo dispuesto en 
el artículo 6 del Código de Conducta 
para Funcionarios Encargados de 
hacer Cumplir la Ley?, respecto a la 
responsabilidad de los funcionarios en 
la plena protección de la salud de las 


personas bajo su custodia. 


Ahora, el artículo 74 de la LNEP 
incluye los términos de protección, 
promoción y restauración de la salud, lo 
que se armoniza con las disposiciones de 


la Ley General de Salud, al considerar 


2 Regla 24 de las Reglas Nelson Mandela. 


3 Código de conducta para funcionarios 
encargados de hacer cumplir la ley, adoptado 
por la Asamblea General de Naciones Unidas 
en su resolución 34/169, de 17 de diciembre 
de 1979. 


“artículo 6.- Los funcionarios encargados 
de hacer cumplir la ley asegurarán la plena 
protección de la salud de las personas bajo su 
custodia...” 
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que la salud es el derecho inherente | grupos vulnerables, como es ser mujer, 


de todo ser humano a contar con un 
estado completo de bienestar físico, 
mental y social, no solamente de la 
ausencia de afecciones o enfermedades, 
considerando los servicios básicos 
de salud de promoción, prevención y 
control de enfermedades, en preferencia 
a grupos vulnerables*, como bien es el 
caso de personas privadas de libertad, 


que además pueden pertenecer a otros 


4 Ley General de Salud 


Artículo 10. Bis.- Se entiende por salud como 
un estado de completo bienestar físico, 
mental y social, y no solamente la ausencia 
de afecciones o enfermedades. 


Artículo 25.- Conforme a las prioridades del 
Sistema Nacional de Salud, se garantizará 
la extensión cuantitativa y cualitativa de los 
servicios de salud, preferentemente a los 
grupos vulnerables. 


Artículo 27. Para los efectos del derecho 
a la protección de la salud, se consideran 
servicios básicos de salud los referentes a: 


L La educación para la salud, la 
promoción del saneamiento básico y 
el mejoramiento de las condiciones 
sanitarias del ambiente; 


estado de gravidez, adultos mayores, 


IL La prevención y el control de las 
enfermedades 
atención prioritaria, de 
transmisibles más frecuentes y de 
los accidentes; 

TT. La atención médica integral, que 
comprende la atención médica 
integrada de carácter preventivo, 
acciones curativas, paliativas y 
de rehabilitación, 
atención de urgencias. Para efectos 
del párrafo anterior, la atención 
médica integrada de carácter 
preventivo consiste en realizar 
todas las acciones de prevención 
y promoción para la protección de 
la salud, de acuerdo con la edad, 
sexo y los determinantes físicos 
y psíquicos de 
realizadas preferentemente en una 
sola consulta; 


transmisibles de 
las no 


incluyendo la 


las personas, 


TV. La atención materno-infantil; 

V. La planificación familiar; 

NR La salud mental; 

VI. La prevención y el control de las 


enfermedades bucodentales; 


VIL La disponibilidad de medicamentos 
y otros insumos esenciales para la 
salud; 

IX. La promoción de un estilo de vida 
saludable; 

Xx. La asistencia social alos grupos más 


vulnerables y, de éstos, de manera 
especial, a los pertenecientes a las 
comunidades indígenas, y 
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indígena, entre otros. 


Ello de la mano con lo dispuesto en 
la Observación General Número 14, 
adoptada por el Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, 
sobre el derecho al disfrute del más 
alto nivel posible de salud, en la que 
se estableció que para el adecuado 
ejercicio del derecho a la salud, el 
Estado debe establecer condiciones de 
disponibilidad del servicio, así como 
accesibilidad del mismo que incluye la 
no discriminación, accesibilidad física, 
accesibilidad económica y acceso a la 
información, además de la aceptabilidad, 
en cuanto al respeto de la ética médica, a 
la cultura de las minorías, de los pueblos 
o comunidades, así como de la calidad 


del servicio?. 


XL La atención médica a los adultos 
mayores en áreas de salud 
geriátrica. 


5 Observación General Número 14. El derecho 
al disfrute del más alto nivel posible de 
salud, adoptada por el Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales de 
Naciones Unidas en fecha 11 de agosto del 
2000. 


1.-“La salud es un derecho humano fundamental 


e indispensable para el ejercicio de los demás 
derechos humanos. Todo ser humano tiene 
derecho al disfrute del más alto nivel posible 
de salud que le permita vivir dignamente. La 
efectividad del derecho a la salud se puede 
alcanzar mediante numerosos procedimientos 
complementarios, como la formulación de 
políticas en materia de salud, la aplicación 
de los programas de salud elaborados por la 
Organización Mundial de la Salud (OMS) o la 
adopción de instrumentos jurídicos concretos. 
Además, el derecho a la salud abarca 
determinados componentes aplicables en 
virtud de la ley”. 


2-. El derecho a la salud en todas sus formas 
y a todos los niveles abarca los siguientes 
elementos esenciales e interrelacionados, 
cuya aplicación dependerá de las condiciones 
prevalecientes en un determinado Estado 
Parte: 


a) Disponibilidad. Cada Estado Parte deberá 
contar con un número suficiente de 
establecimientos, bienes y servicios públicos 
de salud y centros de atención de la salud, así 
como de programas. La naturaleza precisa 
de los establecimientos, bienes y servicios 
dependerá de diversos factores, en particular 
el nivel de desarrollo del Estado Parte. Con 
todo, esos servicios incluirán los factores 
determinantes básicos de la salud, como 
agua limpia potable y condiciones sanitarias 
adecuadas, hospitales, clínicas y demás 
establecimientos relacionados con la salud, 
personal médico y profesional capacitado 
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y bien remunerado habida cuenta de las 
condiciones que existen en el país, así como 
los medicamentos esenciales definidos en 
el Programa de Acción sobre medicamentos 
esenciales de la OMS (5). 


Accesibilidad. Los establecimientos, bienes y 
servicios de salud (6) deben ser accesibles a 
todos, sin discriminación alguna, dentro de la 
jurisdicción del Estado Parte. La accesibilidad 
presenta cuatro dimensiones superpuestas: 


No discriminación: los establecimientos, bienes 
y servicios de salud deben ser accesibles, 
de hecho y de derecho, a los sectores más 
vulnerables y marginados de la población, sin 
discriminación alguna por cualquiera de los 
motivos prohibidos (7). 
Accesibilidad física: los establecimientos, 

bienes y servicios de salud deberán estar al 
alcance geográfico de todos los sectores de la 
población, en especial los grupos vulnerables 
o marginados, como las minorías étnicas y 
poblaciones indígenas, las mujeres, los niños, 
los adolescentes, las personas mayores, las 
personas con discapacidades y las personas 
con VIH/SIDA. La accesibilidad también 
implica que los servicios médicos y los 
factores determinantes básicos de la salud, 
como el agua limpia potable y los servicios 
sanitarios adecuados, se encuentran a una 
distancia geográfica razonable, incluso en lo 
que se refiere a las zonas rurales. Además, 
la accesibilidad comprende el acceso 
adecuado a los edificios para las personas 
con discapacidades. 


111) 


IV) Acceso a la 


c) 


14 


Accesibilidad económica (asequibilidad): 
los establecimientos, bienes y servicios de 
salud deberán estar al alcance de todos. Los 
pagos por servicios de atención de la salud 
y servicios relacionados con los factores 
determinantes básicos de la salud deberán 
basarse en el principio de la equidad, a 
fin de asegurar que esos servicios, sean 
públicos o privados, estén al alcance de 
todos, incluidos 
desfavorecidos. La equidad exige que sobre 
los hogares más pobres no recaiga una carga 
desproporcionada, en lo que se refiere a los 


los grupos socialmente 


gastos de salud, en comparación con los 
hogares más ricos. 

información: ese acceso 
comprende el derecho de solicitar, recibir 
y difundir información e ideas (8) acerca de 
las cuestiones relacionadas con la salud. 
Con todo, el acceso a la información no debe 
menoscabar el derecho de que los datos 
personales relativos a la salud sean tratados 
con confidencialidad. 


Aceptabilidad. Todos los establecimientos, 
bienes y servicios de salud deberán ser 
respetuosos de la ética médica y culturalmente 
apropiados, es decir respetuosos de la cultura 
de las personas, las minorías, los pueblos y 
las comunidades, a la par que sensibles a 
los requisitos del género y el ciclo de vida, 
y deberán estar concebidos para respetar la 
confidencialidad y mejorar el estado de salud 
de las personas de que se trate. 
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Lo que además se entiende bajo lo 
estipulado en la NOM-004-SSA3-2012% 
y la NOM-220-SSA1-2002”, de las que 
se advierte que la atención médica, 
resulta el conjunto de servicios que se 
proporcionan al individuo, con el fin 
de promover, proteger y restaurar su 


salud. 


d) Calidad. Además de aceptables desde el 
punto de vista cultural, los establecimientos, 
bienes y servicios de salud deberán ser 
también apropiados desde el punto de vista 
científico y médico y ser de buena calidad. 
Ello requiere, entre otras cosas, personal 
médico capacitado, medicamentos y equipo 
hospitalario científicamente aprobados 
y en buen estado, agua limpia potable y 
condiciones sanitarias adecuadas. 


6 Norma Oficial Mexicana  NOM-004- 
SSA3-2012 del expediente clínico 
7 Norma Oficial Mexicana  NOM-220- 


SSA1-2002 Instalación y operación de la 
farmacovigilancia. 


ll. Objeto de la atención médica 
de las personas privadas de la 
libertad 


l artículo 75 de la LNEP, prevé 

un examen médico a practicarse 

a quien ingrese a cualquier 
centro de reclusión bajo la custodia del 
Estado, lo que se adecua a los Principios 
y Buenas Prácticas sobre la Protección 
de las Personas Privadas de Libertad en 
las Américas, adoptados por la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, 
a instancia de su Relatoría sobre los 
Derechos de las Personas Privadas 
de Libertad, durante el 131% periodo 
ordinario de sesiones en el mes de marzo 


del 2008%, cuyo principio IX establece 


8 Principio IX. 
médico y traslados... 
Toda persona privada de libertad tendrá 
derecho a que se le practique un examen 
médico o psicológico, imparcial y 
confidencial, practicado por personal de 
salud idóneo inmediatamente después de 
su ingreso al establecimiento de reclusión o 
de internamiento, con el fin de constatar su 
estado de salud físico o mental, y la existencia 
de cualquier herida, daño corporal o mental; 
asegurar la identificación y tratamiento de 
cualquier problema significativo de salud; o 


Ingreso, 
3. Examen médico.- 


registro, examen 
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como ejercicio de un derecho, la práctica 
de un examen médico efectuado por 
profesionales de la salud, enseguida de 
su ingreso al centro de internamiento, 
a efecto de constatar su estado de 
salud. Destacando la intervención de 
profesionales de la salud en la práctica 


de dicho examen. 


Así mismo, es de suma importancia 
que desde el ingreso de la PPL se 
determine el estado de salud, pues de 
ser el caso, de ahí deberá establecerse 
el programa médico necesario para su 


restablecimiento. 


Amén de que dicho examen inicial 
implica un eslabón de cuidado a la PPL, 
que además en un momento dado podrá 


constituirse como elemento de prueba 


para verificar quejas sobre posibles malos 
tratos o torturas o determinar la necesidad de 
atención y tratamiento. 


La información médica oO psicológica será 
incorporada en el registro oficial respectivo, 
y cuando sea necesario, en razón de la 
gravedad del resultado, será trasladada de 
manera inmediata a la autoridad competente. 


en auxilio de investigación de probables 
actos de agresión en su agravio por parte 


de algún agente del Estado. 


En este contexto se aprecia que 
el artículo de mérito, señala que el 
responsable de llevar a cabo el examen 
de salud, deberá realizar una certificación 
a través de la aplicación del Protocolo de 
Estambul ante el hallazgo de lesiones 
o señales de tortura, tratos crueles, 


inhumanos o degradantes. 


Se discrepa de la referida indicación 
contenida en el artículo 75, pues el 
mecanismo de aplicación del Protocolo 
de Estambul, propuesto por la Oficina 
del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos, 
como Manual para la investigación y 
documentación eficaces de la tortura y 
otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes, establece el procedimiento 
parala investigación, previa la integración 
de una comisión especial de indagación, 
esto es, el responsable de llevar cabo 
la certificación médica de ingreso de la 


PPL, por sí mismo no constituye una 
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comisión especial prevista por el Manual 
de mérito, sin contar con facultades para 


su aplicación en lo individual”. 


Incluso el Protocolo de Estambul 
establece de forma precisa, la necesidad 
de que los investigadores de la comisión 
independiente de indagación, cuenten 
con el apoyo de personal técnico 


y administrativo con capacitación 


especializado, a efecto de asegurar que 
la investigación materialice pruebas 


admisibles en un procedimiento penal, 


9 GC. Procedimientos para la investigación 
de casos de tortura 1. Determinación del 
Órgano investigador adecuado 85. Cuando 
se sospeche que funcionarios públicos están 
implicados en actos de tortura, incluida la 
posibilidad de que hayan ordenado o tolerado 
el uso de la tortura, ministros, adjuntos 
ministeriales, funcionarios que actúen con 
conocimiento de los ministros, funcionarios 
superiores de ministerios estatales o altos 
jefes militares, 
investigación objetiva e imparcial a menos que 
se cree una comisión especial de indagación. 
También puede ser necesaria una comisión 
de este tipo cuando se ponga en tela de 
juicio la experiencia o la imparcialidad de los 
investigadores. 


no podrá realizarse una 


previendo que el equipo investigador 
debe evitar repeticiones innecesarias de 


la historia del posible afectado!”. 


Así 
el párrafo 123, del apartado B sobre 


mismo, de manera expresa 


salvaguardias de procedimiento con 
respecto a los detenidos, especifica 
que la evaluación médica forense de 
quien cuente con calidad de detenido, 
será luego de una solicitud oficial de la 
fiscalía, con independencia de que se 


cuente o solicite el posible afectado o sus 


10 87. Cuando el Estado decida establecer 

una comisión independiente de indagación 
cuenta 
consideraciones. Primero, a las personas 
objeto de investigación se les han de 
conceder las mínimas garantías procesales 
amparadas por el derecho internacional en 
todas las fases de la investigación. Segundo, 
los investigadores deberán contar con el 
apoyo del personal técnico y administrativo 
adecuado, además de tener acceso a un 
asesoramiento jurídico objetivo e imparcial, 
a fin de asegurar que la investigación se 
materialice en pruebas que sean admisibles 
en un procedimiento penal. Tercero, los 
investigadores deberán recibir el pleno apoyo 
de los recursos y potestades del Estado. Por 
último, los investigadores tendrán la facultad 
de pedir ayuda a la comunidad internacional 
de expertos en derecho y medicina. 


deberán tenerse en varias 
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familiares de algún dictamen médico que 
pudiera revelar hallazgos de agresión, 
así también el párrafo 124 del mismo 
apartado alude a la conveniencia de que 
la evaluación médica de aplicación del 
protocolo evocado ni siquiera se realice 


en las instalaciones penitenciarias, 


sino en espacios de servicios médicos 


oficiales!!, 


11 123. Se proceder: a la evaluación médica 
forense de los detenidos en respuesta a 
una solicitud oficial escrita procedente de un 
fiscal público o de cualquier otro funcionario 
competente. Las solicitudes de evaluación 
médica formuladas por funcionarios de 
orden público no se considerarán válidas a 
menos que sean solicitadas por instrucciones 
escritas de un fiscal público. De todas formas, 
los propios detenidos, así como sus abogados 
y familiares, tienen derecho a solicitar una 
evaluación médica para buscar pruebas 
de torturas y malos tratos. El detenido ser: 
presentado al examen médico forense por 
funcionarios que no pertenezcan al ejército 
ni a la policía, ya que la tortura y los malos 
tratos han podido tener lugar estando la 
persona bajo la custodia de esos funcionarios 
y, por consiguiente, ejercerían una presión 
coercitiva inaceptable sobre el detenido o 
sobre el médico para que no documentase 
efectivamente la tortura o los malos tratos. 
Los funcionarios que supervisan el transporte 
del detenido deberán ser responsables ante 
el fiscal público y no ante otros agentes de la 


ley. El abogado del detenido deberá hallarse 
presente durante la solicitud de examen y 
durante el transporte ulterior del detenido. 
Durante el período de detención y después, 
el detenido tendrá derecho a obtener una 
segunda o distinta evaluación médica a cargo 
de un médico calificado. 


124. Todo detenido deberá ser examinado 
en privado. Nunca estará presente en la 
sala de examen un funcionario de policía u 
otro agente de la ley. Esta salvaguardia de 
procedimiento sólo podrá excluirse cuando, 
a juicio del médico examinador, haya signos 
fehacientes de que el detenido plantea un 
grave riesgo de seguridad para el personal 
de salud. En tales circunstancias y a petición 
del médico examinador, se pondrá a su 
disposición personal de seguridad del servicio 
de salud de que se trate, pero no policías u 
otros agentes de la ley. En tales casos, el 
personal de seguridad estar: situado de tal 
manera que sólo pueda establecer contacto 
visual con el paciente, pero no oír lo que dice. 
La evaluación médica de los detenidos se 
realizar: en el lugar que el médico considere 
más adecuado. En ciertos casos puede ser 
mejor insistir en que la evaluación se haga en 
servicios médicos oficiales y no en la prisión 
o en la celda. En otros casos el preso puede 
preferir ser examinado en la relativa seguridad 
de su propia celda, si supone, por ejemplo, 
que los servicios médicos están vigilados. 
Cuál ha de ser el mejor lugar depender: de 
numerosos factores, pero en todos los casos 
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De tal mérito se insiste, quien lleva a 
cabo el examen médico de ingreso de la 
PPL no cuenta con facultades para iniciar 
una investigación conforme al Protocolo 
de Estambul, y de hacerlo es altamente 
probable la revictimización del posible 
afectado, además de no contar con la 
independencia adecuada pues forma 


parte del sistema penitenciario. 


Si bien es posible y exigible el 


dictamen médico de ingreso, sin 


embargo, hablar de elaboración de 
dictamen médico a través de aplicación 
de Protocolo de Estambul, por parte del 
agente del Estado que forma parte del 
sistema penitenciario como se redacta en 
el dispositivo legal que ocupa, no resulta 
admisible. 

Es de hacer notar además, la 
confrontación en la redacción del mismo 
dispositivo, determinando al responsable 
de llevar a cabo el examen de salud, la 
obligación de dar aviso a la autoridad 
penitenciaria de cualquier hallazgo que 


no se vean forzados a aceptar un lugar que 
no les satisfaga. 


implique probable agresión en perjuicio 
de la PPL, y líneas adelante le exige 
obligación diversa, para que sea el 
mismo quien acuda al Ministerio Público 
a denunciar posible agresión en agravio 
de la PPL, sin considerar la estructura 


orgánica de la autoridad penitenciaria. 
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III. Marco temporal de la aplicación 


de los servicios médicos 


os Principios y Buenas Prácticas 
sobre la Protección de las 
Personas Privadas de Libertad 


en las Américas!?, se ven reflejados en 


12 Principio X. Salud. Las personas privadas 
de libertad tendrán derecho a la salud, 
entendida como el disfrute del más alto nivel 
posible de bienestar físico, mental y social, 
que incluye, entre otros, la atención médica, 
psiquiátrica y odontológica adecuada; la 
disponibilidad permanente de personal 
médico idóneo e imparcial; el acceso a 
tratamiento y medicamentos apropiados y 
gratuitos; la implementación de programas 
de educación y promoción en salud, 
inmunización, prevención y tratamiento de 
enfermedades infecciosas, endémicas y de 
otra índole; y las medidas especiales para 
satisfacer las necesidades particulares de 
salud de las personas privadas de libertad 
pertenecientes a grupos vulnerables o de 
alto riesgo, tales como: las personas adultas 
mayores, las mujeres, los niños y las niñas, 
las personas con discapacidad, las personas 
portadoras del VIH-SIDA, tuberculosis, y las 
personas con enfermedades en fase terminal. 
El tratamiento deberá basarse en principios 
científicos y aplicar las mejores prácticas. 


En toda circunstancia, la prestación del servicio 
de salud deberá respetar los principios 
siguientes: confidencialidad de la información 
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médica; autonomía de los pacientes respecto 
de su propia salud; y consentimiento 
informado en la relación médico-paciente. 


Las mujeres y las niñas privadas de libertad 
tendrán derecho de acceso a una atención 
médica especializada, que corresponda a 
sus características físicas y biológicas, y que 
responda adecuadamente a sus necesidades 
en materia de salud reproductiva. En 
particular, deberán contar con atención 
médica ginecológica y pediátrica, antes, 
durante y después del parto, el cual no 
deberá realizarse dentro de los lugares de 
privación de libertad, sino en hospitales o 
establecimientos destinados para ello. En 
el caso de que ello no fuere posible, no se 
registrará oficialmente que el nacimiento 
ocurrió al interior de un lugar de privación de 
libertad. 


En los establecimientos de privación de 
libertad para mujeres y niñas deberán existir 
instalaciones especiales, así como personal 
y recursos apropiados para el tratamiento de 
las mujeres y niñas embarazadas y de las que 
acaban de dar a luz. 


Cuando se permita a las madres o padres 
privados de libertad conservar a sus hijos 
menores de edad al interior de los centros 
de privación de libertad, se deberán tomar 
las medidas necesarias para organizar 
guarderías infantiles, que cuenten con 
personal calificado, y con servicios educativos, 
pediátricos y de nutrición apropiados, a fin de 
garantizar el interés superior de la niñez. 
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el artículo 76 de la LNEP, por cuanto la 
previsión del derecho de las PPL a recibir 
atención médica, desde el momento de 
su ingreso a cualquier centro de reclusión 


y durante su estancia. 


La preocupación por el control de 
enfermedades crónico degenerativas y 
las mentales, se relaciona con la Ley de 
Salud del estado de Guanajuato, respecto 
asu atención prioritaria, con desarrollo de 
actividades educativas, socioculturales y 
recreativas, así como emprendimiento de 
programas encaminadas a la prevención 
de uso de substancias psicotrópicas, 


estupefacientes o inhalantes'*. 


13 Ley de Salud del Estado de Guanajuato. 
Artículo 72 a 76. 


IV. Tipos de servicios médicos 
penitenciarios y consentimiento 


informado 


l artículo 78 de la LNEP 

especifica la regulación para que 

dentro de todo centro de reclusión 
se cuente al menos con un médico, 
auxiliar técnico sanitario y odontólogo, 
así como cuidados de salud física y 
mental, lo que se ajusta a los Principios y 
Buenas Prácticas sobre la Protección de 
las Personas Privadas de Libertad en las 
Américas, en cuyo principio X establece 
expresamente el derecho de acceso a 
la salud en favor de las PPL, contando 
con la atención médica, psiquiátrica y 


odontológica. 


1. De prevención 


El artículo 77 de la LNEP se adecua 
a la legislación en materia de salud 
del estado de Guanajuato, que prevé 
específicamente que los centros de 
reinserción social deben contar con 
baños de regaderas, retretes, peluquería y 


consultorio médico, aludiendo al traslado 
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de las PPL a hospitales, en caso de 
enfermedades que requieran tratamiento 
para aplicar en unidad hospitalaria, ello 
a juicio del personal médico del centro 
de reclusión, quienes también están 
obligados a dar aviso a la autoridad de 
salud sobre brotes de enfermedades 


transmitibles!*, en lo que cabe agregar 


el carácter prioritario en la atención 
materno-infantil y enfermedades 
mentales'”. 

Respecto a enfermedades 


transmitibles, la fracción V del artículo 
76 de la LNEP, se armoniza con la Ley 
de Salud del estado de Guanajuato, que 
prevé el control o erradicación de éste tipo 
de enfermedades que puedan trastocar 
la protección de la salud general dentro 
del país, disponiendo de actividades de 
vigilancia epidemiológica, de prevención 
y control de enfermedades, mismas que 
se encuentran descritas en la norma 
general en materia de salud, descritas 


como: 


14 Ley de Salud del Estado de Guanajuato. 
Artículo 220. 


15 Ley de Salud del Estado de Guanajuato. 
Artículo 62, 72. 


Cólera, fiebre tifoidea, paratifoidea, 
shigelosis, amibiasis, hepatitis virales, 
influenza epidémica, otras infecciones 
del 


infecciones meningocóccicas y causadas 


agudas aparato respiratorio, 


por estreptococos, tuberculosis, 
difteria, tosferina, tétanos, sarampión, 
poliomielitis, parotiditis 
Fiebre 

tifo, 


fiebre recurrente transmitida por piojo, 


rubéola y 


infecciosa, rabia, brucelosis, 


amarilla, dengue, paludismo, 


otras rickettsiosis, leishmaniasis, 
tripanosomiasis, y oncocercosis, sífilis, 
infecciones gonocóccidas y otras 
enfermedades de transmisión sexual, 
lepra y mal del pinto, micosis profundas, 
extra 


helmintiasis intestinales y 


intestinales, toxoplasmosis'*. 


A más de la previsión de la misma 
legislación, sobre aviso inmediato a la 
autoridad de salud, ante la detección de 


las siguientes enfermedades: 


16 Ley de Salud del Estado de Guanajuato. 
Artículo 113. 
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Poliomielitis, parálisis 
aguda, sarampión, enfermedad febril 
difteria, 


coqueluchoide, 


exantemática, tosferina, 


síndrome cólera, 
tétanos, tétanos Neonatal, tuberculosis 
meníngea, meningoencefalitis amibiana 
primaria, fiebre amarilla, peste, fiebre 
recurrente, tifo epidémico, tifo endémico 
o Murino, fiebre manchada, meningitis 
meningocóccica, influenza, encefalitis 
equina venezolana, sífilis congénita, 
dengue hemorrágico, paludismo por 
plasmodium falciparum, rabia humana, 
rubéola congénita, eventos adversos 
temporales asociados a la vacunación y 
substancias biológicas y medicamentos, 
Lesiones por abeja europea africana o 
tuberculosis 


africanizada, brucelosis, 


pulmonar, síndrome de  Inmuno 
Deficiencia Adquirida, infección por 


virus de la Inmuno Deficiencia Humana”. 


17 Ley de Salud del estado de Guanajuato. 
Artículo 114. 


flácida | 2. De 


atención 0 procedimiento 


médico 


El artículo 79 de la LNEP, aprecia 
el seguimiento a la observación de 
garantizar el derecho a la salud en 
favor de toda PPL, de acuerdo a la ya 
evocada Observación General Número 
14, adoptada por el Comité de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, 
sobre el derecho al disfrute del más 
alto nivel posible de salud, sobre las 
características de un adecuado ejercicio 
del derecho a la salud, disponibilidad 
del servicio, accesibilidad del mismo, 
aceptabilidad en cuanto al respeto de la 
ética médica, a la cultura de las minorías, 
de los pueblos o comunidades, así como 
de la calidad del servicio, al prever la 
aplicación de medidas terapéuticas en 
favor de restablecer la salud de aquella 


PPL, atentos al diagnóstico previo. 


Así como el uso terapéutico de 


medicamento O tratamiento, que 


constituyen el procedimiento médico 
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o quirúrgico con fines diagnósticos, 
terapéuticos, rehabilitatorios, paliativos 


o incluso de investigación. 


Procedimientos que previo a su 
aplicación, de manera sine qua non, 
debe mediar el documento escrito por 
el paciente o su representante legal o 
familiar más cercano en vínculo, que 
debe obrar dentro del expediente clínico, 
haciendo constar que se ha recibido la 
información de los riesgos y beneficios 
que pueden esperarse, conforme al texto 
de la referida norma oficial 004-SSA3- 
202, 


Detal forma, la aplicación de cualquier 
medida terapéutica o procedimiento 
médico aplicado a la PPL sin obtener 
carta de consentimiento informado 
del mismo paciente o familiar, recae 
bajo responsabilidad de la autoridad 
penitenciaria, de ahí la importancia de 
que dentro del expediente clínico obre 
constancia sobre la causa de urgencia 
de su decisión, que determinara la 


responsabilidad de su actuación. 


En el contexto del artículo 76 de 
la LNEP, es de vital consideración 
la exigencia que la Norma Oficial 
NOM-004-SSA3-2012 


del expediente clínico, respecto de la 


Mexicana 


obligación del responsable médico de 
cualquier paciente, incluso bajo el estado 
de PPL, para que dentro del expediente 
clínico quede registro de las acciones de 
diagnóstico, tratamiento y rehabilitación, 
emprendidas, a través de la formulación 
de notas médicas y otras de carácter 
diverso con motivo de la atención 


médica. 


Lo anterior en virtud de que la 
autoridad penitenciaria es la responsable 
de garantizar el bienestar físico y 
emocional, de quienes se encuentren 
bajo su custodia; atiéndase el criterio 
de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, Caso del Penal Miguel Castro 


Castro vs. Perú: 


“ ..Los hechos, realizados de forma 


directa por agentes estatales cuya 


actuación se encontraba protegida por su 


autoridad, se dirigieron contra personas 
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recluidas en un centro penal estatal, 
es decir, personas respecto de quienes 
el Estado 
de adoptar medidas de seguridad y 


tenía la responsabilidad 
protección especiales, en su condición de 
garante directo de sus derechos, puesto 
que aquellas se encontraban bajo su 


custodia...”. 


V. Marco normativo del derecho a la 
salud de las personas privadas de 
libertad 


a disposición del artículo 80 

de la LNEP expone el derecho 

asistido a las PPL, puesto que, 
de conformidad con la Ley general de 
Salud, artículo 77 bisl, se establece 
que todo mexicano, con independencia 
de su condición social, en este caso su 
situación de vulneración por encontrarse 
privado de libertad, tiene derecho a ser 
incorporado al Sistema de Protección 
Social en Salud de conformidad con el 
artículo cuarto de la Constitución Política 


de los Estados Unidos Mexicanos. 


Siendo la coordinación de los 
diversos servicios en materia de salud 
que prevalecen en el país, de suma 
importancia para garantizar su derecho 
de acceso a la salud en favor de las 
PPL, en apego al estándar internacional 
planteado por los Principios y Buenas 
Prácticas sobre la Protección de las 


Personas Privadas de Libertad en las 
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Américas!*, asícomo al estándar nacional, 
según previsiones de la Ley General 
de Salud'”, en cuanto a la coordinación 


de las estructuras administrativas del 


18 Principio X. El Estado deberá garantizar que 
los servicios de salud proporcionados en los 
lugares de privación de libertad funcionen 
en estrecha coordinación con el sistema de 
salud pública, de manera que las políticas y 
prácticas de salud pública sean incorporadas 
en los lugares de privación de libertad. 


19 Ley General de Salud. 


Artículo 77 bis 2. Para los efectos de este Título, 
se entenderá por Sistema de Protección 
Social en Salud a las acciones que en esta 
materia provean la Secretaría de Salud y 
los Regímenes Estatales de Protección 
Social en Salud entendiéndose por éstos, a 
las estructuras administrativas que provean 
dichas acciones, 
coordinadas por la encargada de conducir la 
política en materia de salud en las entidades 
federativas. 


que dependan o sean 


Artículo 28.- Para los efectos del artículo anterior, 
habrá un Cuadro Básico de Insumos para 
el primer nivel de atención médica y un 
Catálogo de Insumos para el segundo y 
tercer nivel, elaborados por el Consejo de 
Salubridad General a los cuales se ajustarán 
las instituciones públicas del Sistema 
Nacional de Salud, y en los que se agruparán, 
caracterizarán y codificarán los insumos para 
la salud. Para esos efectos, participarán en 


Sistema de Protección Social en Salud 
del régimen de la federación y regímenes 
estatales; a más de contemplar el cuadro 
básico de insumos en la atención de 
primer nivel, en colaboración con las 
instituciones den 


diversas públicas 


materia de salud y de seguridad social. 


su elaboración: La Secretaría de Salud, las 
instituciones públicas de seguridad social y 
las demás que señale el Ejecutivo Federal. 


86 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Conclusiones 


Es posible concluir que el capítulo II 
de la LNEP es acorde a los estándares 
internacionales y nacionales, referente 
a la obligación del Estado de respetar 
el derecho de acceso a la salud de las 
personas privadas de libertad, que 
pueden incluirse en diversos grupos 
vulnerables, como ser mujer, estado de 
gravidez, adultos mayores, indígenas, 
entre otros, en el sentido de prevención y 


restauración de la salud. 


Considerando un acierto, la exigencia 
de un dictamen médico al ingreso de 
la PPL a cualquier centro de reclusión 
a efecto de que se determine el estado 
de salud, que permita establecer el 
programa médico necesario para su 
restablecimiento, mismo dictamen 
que eventualmente pudiera constituir 
un elemento de prueba en auxilio de 
investigación de probables actos de 


agresión en agravio de la PPL. 


Se discrepa en cuanto a la exigencia 
al profesional de la salud que forma 
parte del sistema penitenciario para que 
elabore un dictamen médico a través de 
aplicación de Protocolo de Estambul, al 
no contar con facultades para ello. 

Se  disiente también ante la 
confrontación de su redacción, pues 
determina al responsable de llevar a cabo 
el examen de salud, la obligación de 
dar aviso a la autoridad penitenciaria de 
cualquier hallazgo que implique probable 
agresión en perjuicio de la PPL y líneas 
adelante le exige obligación diversa, 
para que sea el mismo quien acuda ante 
el Ministerio Público a denunciar posible 


agresión en agravio de la PPL. 


Es plausible la acotación sobre la 
obligatoriedad y gratuidad de los servicios 
de atención médica, en alusión además 
a la exigencia en el tema de control de 
enfermedades crónico degenerativas y 
las mentales, lo que resulta armónico 
con la Ley General de Salud y la Ley de 
Salud del estado de Guanajuato, respecto 


a su atención prioritaria, así como la 
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prevención y detección de enfermedades 
transmitibles, al efecto de control y/o su 
erradicación en protección de la salud 
general dentro del país, disponiendo de 
actividades de vigilancia epidemiológica, 


de prevención y control de enfermedades. 


Sería importante que la legislación que 
nos ocupa se refiriera expresamente a la 
atención materno-infantil en beneficio de 
las PPL, como una atención prioritaria, 
tal como lo prevé la normativa en materia 
de salud. 


La situación de vulneración de una 
persona por encontrarse privado de 
libertad, no le aparta de su derecho a ser 
incorporado al Sistema de Protección 
Social en Salud, que comprende la 
coordinación de los diversos servicios 
en materia de salud que prevalecen en el 
país, con lo que se garantiza su derecho 


de acceso a la salud. 
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La libertad de expresión a través 
de las redes sociales en el nuevo 
contexto electoral en México 


Mtra. Rosa María Reyes Nicasio 
L A manera de introducción 


n la actualidad es más fácil 

como partido político, llegar 

a los votantes con el uso de 
nuevos elementos tecnológicos (entre 
ellos las redes sociales) que, con ellos 
pueden entrar en simpatía con algunos 
ciudadanos aportando sus gustos, 
pasatiempos y claro incluyendo cuáles 
son las molestias o necesidades que cada 
una de las personas tienen. En relación 
con las redes sociales, se considera más la 
opinión de la gente y con esto tomar estos 
temas para algún futuro o hablar de ello, 
antes hablar de un tema que le molestaba 
a la sociedad era más difícil comunicarlo 
o hacerlo llegar a las personas'. Cuando 
se hace referencia a la comunicación, sin 


duda pensamos en el internet y las redes 


1 Vid. Manuel Carrillo, A.:Dinero y contienda 
político-electoral. México.2003. p.2014 


sociales, así como de una amalgama 
de posibilidades para comunicarnos 
en segundos en todo el mundo, no solo 
enviando un correo electrónico sino que 
con distintas 


también interactuamos 


personas en diferentes países para 
socializar, crear vínculos de afinidad y 
expresar nuestras ideas, pensamientos o 
preferencias. A través de este medio no 
solo podemos hacer negocios, sino que 
también logramos investigar y conocer de 
cualquier tema histórico o de actualidad 
en las distintas ramas de las ciencias, las 
artes, y de la actividad humana en general, 
entre ellos, los temas de orden político y 
gubernamental. Este es un escaparate que 
llega a todo el mundo, cada día son más 
y más los mexicanos que hacemos uso 
de este medio de comunicación y de las 
redes sociales como Facebook, twitter, 
Instagram, whatsapp, entre otros, siendo 


la más preferida o usada Facebook. 


En ese contexto las redes sociales, las 
cuales, como bien afirma Caparros?, se 
puede clasificarla publicidad en tres tipos: 
2 Cfr. Caparros, A.: Redes sociales: El arma 


más difícil de calibrar para los políticos. 
Madrid: Trotta. 2013. 
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medios comprados, propios y creados 
por usuarios. El mismo autor, visualiza 
los medios pagados como aquellos por lo 
que contratas un servicio pagado como 
pueden ser los anuncios en televisión. Los 
medios creados son aquellos espontáneos 
derivados de la inclusión en las noticias 
o de comentarios en redes sociales y 
los medios propios por los usuarios son 
aquellos que están controlados por la 
empresa como su propia página Web o 


página en Facebook. 


Caparros, asegura que la importancia 
de estos tres se ha visto alterada a lo 
largo del paso del tiempo y los medios 
propios han ido ganando cada vez 
más importancia. Esto responde a la 
conversación mediática entre usuarios 
que va ganando peso. Podemos ver 
que los medios creados por usuarios 
ejercen mucha más influencia al resto 
permitiendo usar el contenido de la 
publicidad contratada para ser difundido 
a través de las distintas plataformas del 


internet. Es decir, no se trata de crear un 


3 Vid. Caparros, A.: Redes sociales: El arma 
más difícil de calibrar para los políticos...; 


contenido específico con el único objetivo 
de que sea viral, ya que no hay una receta 
mágica de lo viral, sino que el contenido 
viral es aquel que se comparte entre las 
distintas redes, ya que, por su propia 
definición, este contenido despertará el 
deseo de ser compartido. Esto ha hecho 
que los medios creados por los usuarios, 
sean los más deseados, porque sus bases 
son la confianza y la recomendación de 
iguales, lo cual implica que toda voz se 
escucha y el “pueblo habla”. Las redes 
sociales son parte de este tipo de medios 
ya que el usuario genera el contenido 
interactivo convirtiendo a los fans en 


consumidores. 


De tal suerte que es indispensable 
tener un marco jurídico sólido que regule 
la comunicación a través del internet 
y de las redes sociales ya que por ese 
medio se pueden expresar muchas 
ideas o comentarios e incluso el usuario 
puede caer en un ilícito penal o de 


responsabilidad civil por su mal uso.* 


4 En eel periódico El Porvenir, de Monterrey, 
Nuevo León, el 10 de febrero de 2006 
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De ahí que nuestra legislación se ha 
ido adecuando con el uso constante del 
internet, que demanda mayor regulación, 
incluso nuestra Constitución sufrió una 
reforma constitucional en el año 2013 
para garantizar el uso del internet a los 
mexicanos, también se adecuaron leyes 
como la Ley Federal de protección de 
datos, la Ley Federal del Consumidor, 
la Ley Federal de derechos de autor, 
Códigos penales y las políticas propias 


que regulan las actividades en internet. 


II. Sobre la libertad de expresión 


como un derecho constitucional 


uestra Carta Magna en su 
artículo 6 garantiza la libertad 
del 


capítulo relativo alos Derechos Humanos 


de expresión dentro 
y señala que la manifestación de las ideas 
no será objeto de ninguna inquisición 
judicial o administrativa, es decir que la 
expresión de las ideas no será motivo de 
ninguna investigación o persecución de 
parte de alguna autoridad ya sea en el 
ámbito federal o local, pero recordemos 
que la facultad de investigar y perseguir 
los delitos, únicamente le corresponde 
al Ministerio Público; además también 
puntualiza cuáles son los límites a ésta, es 
decir que con esa expresión de las ideas 
no se ataque la moral, la vida privada, 
se provoque algún delito, o se perturbe 
el orden público. También señala que 
el Estado garantizará el derecho a la 
información. Aunque la garantía que 
lleva implícita es muy general, se deberá 
de entender que abarca todo medio de 


difusión o comunicación. 
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Además, agrega el texto constitucional 
que: “toda persona tiene derecho al libre 
acceso a información plural y oportuna, 
así como a buscar, recibir y difundir 
información e ideas de toda índole por 
cualquier medio de expresión”. Este 
derecho a la información abarca no 
solo los medios impresos como libros, 
periódicos, artículos, sino que también 
entra en este derecho la tecnología de la 
información, el internet que sin duda vino 
a revolucionar el manejo y la pluralidad 


de la información en el mundo. 


Por su parte el artículo 7 constitucional 
completa esa garantía de libertad de 
expresión, señalando que no se puede 
restringir ese derecho por vías o medios 
indirectos, tales como controles oficiales 
o particulares encaminados a impedir 
la transmisión y circulación de ideas y 
opiniones. Este apartado fue adicionado 
en 2013 con el fin de garantizar a 
los gobernados que las empresas 
periodísticas o de televisión oficiales 
en manos de particulares impidieran o 
limitaran de alguna manera el ejercicio 


efectivo de ese derecho. 


Hay que considerar que los artículos 6 
y 7 constitucionales garantizan la libertad 
de expresión, misma que era inusual en el 
siglo XIX, por obviedad no comprendía 
los sistemas modernos que ahora existen. 
A falta de otro precepto constitucional 
que lo aborde de forma genérica, en una 
interpretación progresiva del artículo 6 
nuestra constitución garantiza la libertad 
de expresión, sin importar la forma y los 
medios. Por tanto, es menester entender 
que el ejercicio de la libertad consagrada 
en el artículo 6 está relacionado con otros 
derechos y libertades tales como derecho 
de asociación, circulación, prensa y 


petición. 


Ahora bien, la libertad de expresión 
desde la 


constitución de 1857 en su artículo 6 para 


en México fue regulada 
permitir la tolerancia en una sociedad 
intolerante, los límites a esa libertad de 
expresión fueron ambiguos. Por lo que sí 
de alguna manera se quería coartar ese 
derecho, era muy fácil, cualquier acción 
o manifestación podría caer dentro de 


ataques a la moral, perturbación al orden 
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público o caer bajo la comisión de algún 
delito, que desde luego podía encuadrar 
en algún ilícito tipificado por el Código 
Penal, como la sedición, contrario a la 


libertad de reunión. 


Esa libertad de expresión de que se 
debe hacer referencia actualmente, la 
tiene todo ciudadano en México, sin 
más límites que los que señala la propia 
Carta Magna, como lo es el respeto a 
los derechos de terceros, los ataques a la 
moral. Esto puede ser muy confuso, dado 
que no hay un concepto general de lo que 
se entiende por moral, por lo mismo es 
un concepto difícil de definir dado el 
mosaico cultural y social de nuestro país, 
puesto que lo que puede ser moral para 
unos para otros no lo es, de tal manera 
que habría que tener mucho cuidado con 
esta limitación que no haga nugatorio el 


derecho a la libertad de expresión.* 


En ese contexto es necesario traer los 
argumentos jurídicos de la Declaración 


Universal de los Derechos Humanos 


5 Cfr. Manuel Carrillo, A.:Dinero y contienda 
político-electoral....; 


proclamada por la Asamblea General 
de las Naciones Unidas en París, el 10 
de diciembre de 1948, cuando, como 
idea común para todos los pueblos y 
naciones en su artículo 19 señala que 
“todo 


libertad de opinión y de expresión; este 


individuo tiene derecho a la 


derecho incluye el no ser molestado a 
causa de sus opiniones, el de investigar y 
recibir informaciones y opiniones y en el 
disfrutarlas, sin limitación de fronteras, 


por cualquier medio de expresión”. 


Por su parte la Convención Americana 
de Derechos Humanos (Pacto de San José) 
del cual México es parte, promulgada 
en el año 1969, en la parte 1, artículo 13 
garantiza la libertad de pensamiento y 
de expresión. Este derecho comprende 
la libertad de buscar, recibir y difundir 
informaciones e ideas de toda indole, 
sin consideración de fronteras, ya sea 
oralmente, por escrito o en forma impresa 
o artística, o por cualquier procedimiento 
de su elección”. Señala que este derecho 
no puede ser objeto de censura para 


asegurar: a) el respeto a los derechos o la 
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reputación de los demás, b) la protección 
de la seguridad nacional, el orden público 
o la salud o la moral pública. 


Pero también prohíbe todo tipo de 
propaganda en favor de la guerra y 
toda apología del odio nacional, racial 
o religioso, de personas o grupos de 
personas por cualquier motivo, es decir 


evitar que se incite a la violencia. 


TII. Derecho de rectificación o de 


respuesta 


a Convención Americana de 


Derechos Humanos antes 

aludida, garantiza el derecho a 
la rectificación o respuesta derivado de 
informaciones inexactas o agraviantes en 
términos de la ley, emitidas por medios de 
difusión legalmente reglamentados, esto 
sin que lo exima de las responsabilidades 
que puedan surgir del orden civil o penal. 
Para que sea efectivo la protección de la 
honra y la reputación, “toda publicación 
o empresa periodística, cinematográfica, 
de radio o televisión tendrá una persona 
responsable que no esté amparada o 
protegida por inmunidades ni disponga 


de fuero especial”. 


De igual manera la SCJN en criterio 
jurisprudencial también señala que el 
Estado y los medios de comunicación 
deben asegurar la plena eficacia de la 
dimensión social del derecho de libertad 
de expresión. El obstáculo para un pleno 
ejercicio de la libertad de expresión no 
lo puede ser obstaculizado o asilenciado 


por el poder gubernamental, sino por 
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otro tipo de actores que se encuentren 
en una posición privilegiada como los 
medios de comunicación, de tal suerte 
que del análisis de la Ley Reglamentaria 
del artículo 6to., primer párrafo, de la 
Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en materia de derecho 
de réplica, señala que: “se debe partir de 
la perspectiva de la maximización del 
derecho de la libertad de expresión, no 
solo de los medios de comunicación, 
sino también de las demás personas que 
no gozan de esta posición de acceso, 
fácil, inmediato y efectivo a la difusión 


de ideas. 


Así pues, el derecho de réplica no debe 
entenderse como un medio de reparación 
del daño o agravio cometido por la libre 
manifestación de las ideas, sobre un 
hecho falso o calumnioso, lo que busca 
este derecho es tutelar un equilibrio 
informativo en el ejercicio de esta liberta 
de expresión, por lo que se traduce en 
una herramienta de maximización de 
la libertad de expresión que brinda a la 
sociedad elementos para sostener un 


debate democrático más robusto y crítico. 


IV. El uso indebido de la libertad de 
expresión a través de redes sociales 
erivado del uso inadecuado 

de la libertad de expresión 

y del derecho de acceso a 

la información que se genera a través 
de redes sociales y que por sí mismas 
pueden llegar en segundos a todo el 
mundo gracias al fácil acceso a través 
del internet, este debe estar debidamente 
deben 


señalar únicamente en qué casos se debe 


reglamentado y las normas 
limitar, ya que derivado del ejercicio 
de esas libertades, las personas puedes 
cometer delitos contra el honor u otros 
ilícitos, tales como calumnias, amenazas, 
incitación a la violencia, la difamación y 
la calumnia, etc. Al respecto la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación ha señalado 
que “las interacciones dentro de la 
comunidad digital no pueden ser ajenas 
a los límites y estándares de protección 
de los derechos fundamentales”, pero 
para que esta restricción o bloqueo 
sean válidos debe estar excluido de las 
limitaciones el artículo 6 constitucional y 


de los criterios jurisprudenciales. 
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En el diario oficial de la federación 
de fecha 11 de junio del año 2013 se 
publicó la reforma constitucional para 
garantizar el derecho del internet a todos 
los mexicanos, se añadió el siguiente 
párrafo al artículo 6 constitucional, que 
a la letra dice: “El Estado garantizará 
el derecho de acceso a las tecnologías 
de la información y comunicación, así 
como a los servicios de la radiodifusión 
y telecomunicaciones, incluido el de 
banda ancha e internet. Para tales efectos, 
el estado establecerá condiciones de 
competencia efectiva en la prestación de 


dichos servicios”. 


Es cada vez mayor el uso de personas 
que tiene contacto con una computadora, 
con el internet y con las redes sociales, 
por lo que la ONU ha calificado al 
internet como uno de los derechos 
inalienables, de tal suerte que se genera 
una competencia entre los grandes 
operadores de internet bajo la práctica 
conocida como “zero-rating” que brinda 
“redes sociales ilimitadas” entre las 
que encontramos whatsApp, Facebook, 


instagram y twitter. La asociación de 


internet.mx presentó en la edición 14 el 
estudio sobre los hábitos de los usuarios 
de internet en México 2018, en el que 
destaca que en México hay 79.1 millones 
de usuarios de internet, lo que representa 
una penetración del 67% de la población. 

Por las 


su parte empresas de 


redes sociales han emitido normas 
comunitarias con el fin de crear políticas 
de uso y evitar infringir alguna ley 
nacional o internacional, o violaciones 
al Código Penal, tales como derechos 
de autor, publicaciones de desnudos, 
actos sexuales, exhibición de genitales, 
pornografía infantil, tampoco aceptan 
actividades de personas que apoyen 
o elogian el terrorismo, el crimen 
organizado o grupos que promuevan el 
odio, no se permite la oferta de servicios 
sexuales, ni la compra o venta de armas 
de fuego, alcohol, tabaco, medicamentos 
controlados, videos que contengan una 
gran cantidad de violencia gráfica; incluso 
instagram prohíbe la venta de animales 
vivos entre particulares, coordinar la casa 
furtiva, la venta de animales en peligro 


de extinción. Prohíbe atacar a otros por 
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razones de raza, preferencia sexual, color 
de piel, etnia, nacionalidad o creencia 
religiosa. Con el fin de mantener un 
ambiente seguro estas empresas de 
redes sociales permiten a sus usuarios 
que estos puedan reportas el contenido 
potencialmente transgresor y tiene la 
opción de bloquear, dejar de seguir u 
ocultar personas o publicaciones. Y las 
sanciones van desde una advertencia, 
restringir si capacidad de publicar en 
Facebook o inhabilitar su perfil o incluso 
pueden avisar a las autoridades si hay 
algún riesgo de dalos físicos o amenazas 


directas a la seguridad pública. 


Por su parte la SCJN señala que el 
operador jurídico debe tomar en cuenta 
el contenido ilegal en internet, y que los 
Estados están obligados a prohibir en 
virtud del derecho internacional y los que 
se consideran ofensivos o indeseables, y 
hace una distinción entre los tres tipos de 
manifestaciones: I. Las que constituyen 
un delito internacional II. Las que no 
son punibles como delito MI. Las que no 
dan lugar a sanciones penales o civiles 


pero que plantean problemas en cuanto 


a tolerancias, urbanidad y respeto. Estas 
cuestiones se manejan con un trato 
distinto, la primera se justifica y en todos 
los demás casos, las restricciones deben 
referirse a un caso concreto; de ahí que el 
flujo de información a través de internet 
debe restringirse lo mínimo posible, 
como lo sustenta Organización de las 


Naciones Unidas. 


De tal manera que el internet en 
estos tiempos es usado para socializar 
y favorecer la construcción de vínculos 
de afinidad, en campañas políticas y 
de cualquier otro género por las que el 
Estado, los partidos políticos y cualquier 
organización civil o no gubernamental la 
usa para sus propósitos específicos; pero 
creo que este medio se ha despreciado 
para concientizar, politizar, favorecer la 
participación ciudadana, democratizar a 


la sociedad mexicana y mundial. 
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V. A modo de conclusión 


s una ventaja tener las redes 
sociales al servicio de la 

ciudadanía, sin embargo, estos 
tienen aspectos positivos y negativos; las 
redes sociales representan un mecanismo 
idóneo para la libre manifestación del 
pensamiento, a menos en teoría, esa sería 
la idea de tener a las redes sociales como 
un medio de comunicación. Lo anterior, 
produce en gran medida el desarrollo 
de prácticas excesivas en el ejercicio 
del derecho a la expresión que tienen 
las personas, de hecho, considero que 
muchas veces esta libertad se extralimita 
y genera serios problemas que tienen que 


ver con la dignidad de muchas personas. 


En ese escenario, la naturaleza de 
las redes sociales facilita en mayor 
medida la libre expresión de opiniones 
que atentan contra la reputación de los 
demás, en este sentido puede decir que 
es un escenario que facilita la comisión 
de delitos contenidos en la difamación 
e injuria, como también en gran medida 


facilita la incitación a la violencia. 
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¿Cómo se hace una acta de 
embargo en derecho mercantil? 
Sugerencias para un actuario 


Lic. Adrián Sierra Silva 


s común que en las centrales de 
actuarios del Poder Judicial del 
estado de Guanajuato a menudo 
se cambie de personal para realizar 
las funciones de actuario, algunos con 
amplia experiencia en el tema, otros con 
nula experiencia, pero el trabajo debe 


fluir. 


Ante ello, no estorba este tema cuyo 
conocimiento en lo básico se considera 
útil por el suscrito para el nuevo actuario, 
puesto que para el de amplia experiencia 
tal vez no lo sea, pero es frecuente que el 
experimentado apoye con orientación a 
sus compañeros de nuevo ingreso según 
los casos hipotéticos que surjan durante 
la labor actuarial, cierto es que existen 
tantas situaciones en la práctica actuarial 


que es imposible referirse a todas. 


En fin, el problema es para cuando 
llegan los nuevos actuarios a las oficinas 
y éstas tienen la necesidad de seguir 
laborando de acuerdo a las exigencias 
del servicio, por ello y tomando en 
cuenta que en las centrales de actuarios 
en su gran mayoría las ejecuciones 
son mayor en relación al cumplimento 
al auto de exequendo dictado dentro 
de un juicio ejecutivo mercantil junto 
con el emplazamiento a juicio, con 
independencia del título que traiga su 


aparejada ejecución. 


Bajo esa tesitura me permito abordar 
un poco el tema y para ello me he de 
referir a los artículos relativos del código 
de comercio donde se fundamenta el auto 


exequendo a cumplir: 


“Artículo 1392.- Presentada por 
el actor su demanda acompañada del 
título ejecutivo, se proveerá auto, con 
efectos de mandamiento en forma, para 
que el demandado sea requerido de 
pago, y no haciéndolo se le embarguen 


bienes suficientes para cubrir la deuda, 
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los gastos y costas, poniéndolos bajo la 
responsabilidad del actor, en depósito de 


persona nombrada por éste...** 


“* Artículo 1393.- No encontrándose 
el demandado a la primera busca en el 
inmueble señalado por el actor, pero 
cerciorado de ser el domicilio de aquél, 
se le dejará citatorio fijándole hora hábil, 
dentro de un lapso comprendido entre las 
seis y las setenta y dos horas posteriores, 
y sino aguarda, se practicará la diligencia 
de embargo con los parientes, empleados 
o domésticos del interesado, o cualquier 
otra persona que viva en el domicilio 
señalado, siguiéndose las reglas del 
Código Federal de 


Civiles, respecto de los embargos. 


Procedimientos 


Una vez que el actuario o ejecutor se 
cerciore de que en el domicilio sí habita 
la persona buscada y después de la 
habilitación de días y horas inhábiles, de 
persistir la negativa de abrir o de atender 
la diligencia, el actuario dará fe para 
que el Juez ordene dicha diligencia por 
medio de edictos sin girar oficios para la 


localización del domicilio.” 


“Artículo 1394. La diligencia de 
embargo se iniciará con el requerimiento 
de pago al demandado, su representante 
o la persona con la que se entienda, de 
las indicadas en el artículo anterior; 
de no hacerse el pago, se requerirá al 
demandado, su representante o la persona 
con quien se entiende la diligencia, 
para que señale bienes suficientes para 
garantizar las prestaciones reclamadas, 
apercibiéndolo que de no hacerlo, el 
derecho para señalar bienes pasará al 
actor. A continuación, se emplazará al 


demandado. 


En todos los casos se le entregará 
a dicho demandado cédula en la que 
se contengan la orden de embargo 
decretada en su contra, dejándole copia 
de la diligencia practicada, corriéndole 
traslado con la copia de demanda, de los 
documentos base de la acción y demás 


que se ordenan por el artículo 1061. 


La diligencia de embargo no se 
suspenderá por ningún motivo, sino que 


se llevará adelante hasta su conclusión, 
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dejando al demandado sus derechos a 
salvo para que los haga valer como le 


convenga durante el juicio. 


En todos los casos, practicada la 
diligencia de ejecución decretada, el 
ejecutor entregará también al ejecutante 
copia del acta que se levante o constancia 
firmada por él, en que conste los bienes 
que hayan sido embargados y el nombre, 
apellidos y domicilio del depositario 


designado...” 


“Artículo 1395. En el embargo de 


bienes se seguirá este orden: 


L Las mercancías; 

II. Los créditos de fácil y pronto cobro, 
a satisfacción del actor; 

III. Los demás muebles del demandado; 

IV. Los inmuebles; 

V. Las demás acciones y derechos que 


tenga el demandado. 


Cualquiera dificultad suscitada en el 
orden que deba seguirse, no impedirá 


el embargo. El ejecutor la allanará, 


prefiriendo lo que prudentemente crea 
más realizable, a reserva de lo que 


determine el juez. 


Tratándose de embargo de inmuebles, 
a petición de la parte actora, el juez 
requerirá que la demandada exhiba el o 
los contratos celebrados con anterioridad 
que impliquen la transmisión del uso o 
de la posesión de los mismos a terceros. 
Sólo se aceptarán contratos que cumplan 
con todos los requisitos legales y 


administrativos aplicables. 


Tratándose de embargo de bienes 
muebles, el mismo deberá realizarse en 
la Sección Única del Registro Único 
de Garantías Mobiliarias del Registro 


Público de Comercio. 


Una vez trabado el embargo, el 
ejecutado no puede alterar en forma 


alguna el bien embargado...” 


“Artículo 1396.- Hecho el 
embargo, acto continuo se notificará al 
demandado, o a la persona con quien se 


haya practicado la diligencia para que 
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dentro del término de ocho días, el que 
se computará en términos del artículo 
1075 de este Código, comparezca la 
parte demandada ante el juzgado a hacer 
paga llana de la cantidad reclamada y las 
costas, o a oponer las excepciones que 


tuviere para ello.” 


Ahora bien, una vez transcrito lo 
anterior es importante indicar que el 
artículo 1054 del Código de Comercio 
prevé la aplicación supletoria del Código 
Federal de 


al tema de los embargos, luego debe 


Procedimientos Civiles 
tomarse en cuenta al particular por el 
actuario a quien le corresponda ejecutar 
el auto que nos ocupa el Capítulo 
VI “Embargos” del Título Quinto 
“Ejecución”, comprendiendo de los 
artículos 432 al 468 del Código Federal 
de Procedimientos Civiles vigente, las 


siguientes situaciones: 


Bienes que no son susceptibles de 
embargo, al respecto el artículo 434 
del Código Federal de Procedimientos 


Civiles prevé: 


“No son susceptibles de embargo: 


L Los bienes 


patrimonio de familia, desde su 


que constituyan el 
inscripción en el Registro Público de 
la Propiedad; 

II. El lecho cotidiano, los vestidos y los 
muebles de uso ordinario del deudor, 
de su cónyuge o de sus hijos, no 
siendo de lujo; 

IT. Los instrumentos, aparatos y útiles 
necesarios para el arte u oficio a que 
el deudor esté dedicado; 

TV. La 


animales propios para el cultivo 


maquinaria, instrumentos y 
agrícola, en cuanto fueren necesarios 
para el servicio de la finca a que estén 
destinados, a efecto de lo cual oirá, 
el tribunal, el informe de un perito 
nombrado por él, a no ser que se 
embarguen juntamente con la finca; 

V. Los libros, aparatos, instrumentos y 
útiles de las personas que ejerzan o 
se dediquen al estudio de profesiones 


liberales; 
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VI. Las los 


militares en servicio activo usen, 


armas y caballos que 
indispensables para éste, conforme a 
las leyes relativas; 

VIL Los 


instrumentos 


efectos, maquinaria e 


propios para el 
fomento y giro de las negociaciones 
mercantiles e industriales, en cuanto 
fueren necesarios para su servicio 
y movimiento, a efecto de lo cual 
oirá el tribunal el dictamen de un 
perito nombrado por él; pero podrán 
ser intervenidos juntamente con la 
negociación a que estén destinados; 

VII Las 


cosechadas; pero sí los derechos 


mieses, antes de ser 
sobre las siembras; 

IX. El derecho de usufructo, pero sí los 
frutos de éste; 

X. Los derechos de uso y habitación; 

XI. Los sueldos y emolumentos de los 
funcionarios y empleados públicos; 

XII. 


embargue el fundo a cuyo favor estén 


Las servidumbres, a no ser que se 


constituidas; excepto la de aguas, que 
es embargable independientemente; 
XIII. 


establecidos en el Código Civil; 


La renta vitalicia, en los términos 


XIV. Los ejidos de los pueblos y 
la parcela individual que, en su 
fraccionamiento, haya correspondido 
a cada ejidatario, y 

XV. 
por la ley. 


Los demás bienes exceptuados 


En los casos de las fracciones IV y VII, 
el nombramiento del perito será hecho, 
cuando el tribunal lo estime conveniente, 
al practicar la revisión de que trata el 


artículo 68.” 


El contenido del anterior numeral 
deberá tomarse en cuenta por el actuario 
en la diligencia de requerimiento, 
embargo y en su caso emplazamiento a 
juicio, verificando con ello al momento 
del señalamiento de los bienes para su 
traba que los mismos no estén dentro 
de la lista anterior, pues si así fuera, no 
deben embargarse, salvo cuestiones 
excepcionales y a modo de ejemplo lo 


previsto en la fracción Xl antes transcrita. 


Una vez excluido los bienes que 
no son susceptibles de embargo por 


el código federal de procedimientos 
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civiles, también este considera los 
siguientes bienes que en lo general son 
susceptibles de embargo y secuestro 
con un tratamiento especial en cuanto a 
su depositaría, atentos a lo que dispone 
su artículo 444 que se señala en lo 
conducente que “* De todo secuestro se 
tendrá como depositario o interventor, 
según la naturaleza de los bienes que sean 
objeto de él, a la persona o institución 
de crédito, que bajo su responsabilidad, 
nombre el ejecutante, salvo lo dispuesto 
en los artículos 445, 448 y primero 


>, 


y último párrafo del 449...” Cuyos 


supuestos en lo general se enlistan: 


1.- Embargo de dinero: 


a) Por lo que respecta, a los sueldos o 
salarios si bien el artículo 435 del Código 
Federal de 


prevé su embargo en los términos ahí 


Procedimientos Civiles 
indicados, cierto es, que la Segunda Sala 
del más Alto Tribunal de la Nación se 
pronunció al respecto y en jurisprudencia 
con número de registro 2006672 cuyo 
rubro es: Salario mínimo. La autoridad 


jurisdiccional puede ordenar el embargo 


sobre el excedente de su monto, para 
el aseguramiento de obligaciones de 
carácter civil o mercantil contraídas por 
el trabajador, en principio, sólo respecto 


del 30% de ese excedente. 


Luego, bajo la anterior interpretación 
se considera aplicable al particular la 
depositaría del numerario embargado a 
cargo del fondo auxiliar de impartición 
de justicia del supremo tribunal de 
justicia previo trámite administrativo 
de acuerdo a lo que dispone el artículo 
490 del código de procedimientos civiles 


para el estado también aplicado al tema. 


Esto es, una vez trabado el embargo 
del ingreso excedente del demandado en 
los términos de la jurisprudencia anterior 
por parte del actuario, tal dinero deberá 
ponerse a disposición del juzgado que 
dicto la orden de embargo para que previó 
tramite lo ingrese al citado fondo, hasta 


que en autos se determine lo conducente. 


b) Cuando 


en efectivo también corresponde ser 


se embargue dinero 


depositario del mismo al Fondo Auxiliar 
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de Impartición de Justicia del Supremo 
Tribunal de Justicia, previo trámite 
administrativo de su depósito. En este 
caso se estila que el actuario judicial al 
dar cuenta con su diligencia al juzgado 
que la ordeno para su revisión, adjunte 
el numerario embargado para su depósito 


correspondiente. 


c) Por lo que respecta al numerario 
contenido en una cuenta bancaria 
propiedad del deudor, una vez embargado 
o trabado el embargo por un monto o 
cantidad liquida en los términos del auto 
exequendo, dicho numerario en todo 
caso se quedará depositado en la cuenta 
correspondiente, pero a disposición del 
Tribunal que lo dictó, salvo determinación 
contraria que dicte el juzgado sobre el 
particular. Es importante mencionar que 
no se debe embargar la totalidad del 
dinero que exista en la respectiva cuenta 
bancaria, sólo hasta el monto líquido en 


los términos del auto a cumplir. 


Sobre el particular puede considerarse 
aplicable la siguiente jurisprudencia con 


registro 2018902 cuyo rubro es: Medida 


de aseguramiento en materia mercantil. 
La identificación del número de cuenta y 
de la institución bancaria no constituye un 
requisito para la procedencia del embargo 
de cuentas bancarias como providencia 
precautoria, y puede solicitarse de forma 
genérica al juez mercantil para que la 


otorgue. 


2.- Embargo de alhajas: 


De acuerdo a lo que dispone el 
artículo 448 del código federal de 
procedimientos civiles prevé el embargo 
de alhajas, previa identificación del bien 
embargado o individualización concreta 
del mismo, en este caso la ley señala 
un depositario especial, que lo es una 
institución de crédito; así, con apoyo 
también con el artículo 490 del código de 
procedimientos civiles para el estado será 
una caja de seguridad de la institución de 
crédito que otorgue el servicio del lugar, 
salvo que no existe entonces la del lugar 


más próximo, ello a costa del ejecutante. 


Bajo este panorama, dichas alhajas 
no deben estar en poder del ejecutante, 


bajo esa idea se considera que previo 
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embalaje de las mismas con las medidas 
de seguridad que considere el ejecutor 
a modo de ejemplo, tales, como firmas, 
sellos, etc., deben depositarse en la caja 
de seguridad que para el efecto se contrate 
a costa del ejecutante y a disposición 
exclusiva del Juzgado del conocimiento, 
salvo, que no exista en el lugar en todo 
caso considero que debe de ponerse a 
disposición del Tribunal junto con el 
acta de la diligencia para que acuerde lo 


conducente. 


3.- Al respecto el artículo 449 del 
código federal de procedimientos civiles 
prevé “Cuando se aseguren créditos, 
el secuestro se reducirá a notificar, al 
deudor o a quien debe pagarlos, que no 
efectúe el pago al acreedor, sino que, 
al vencimiento de aquéllos, exhiba la 
cantidad o cantidades correspondientes a 
disposición del tribunal, en concepto de 
pago...” Así, una vez que sea embargado 
por parte del actuario el crédito y 
previo trámite que indica el artículo 
en comento por parte del Juzgado que 
ordeno el secuestro, tal deudor o quien 


debe pagarlos deberá poner a disposición 


del Tribunal el pago, mismo que debe 
guardarse en el Fondo Auxiliar para la 


Impartición de Justicia. 


4.- Cuando el embargo trate de títulos 
a la orden o al portador, dicho artículo 
449 señala que solo debe practicarse 


mediante la aprehensión de los mismos. 


De igual forma, indica que si se 
aseguran dichos títulos de crédito en la 
diligencia de requerimiento y embargo 
debe nombrarse un depositario cuya 
obligación es señalada por el artículo 
449 que en lo conducente prevé “... Si 
llegare a asegurarse el título mismo del 
crédito, se nombrará un depositario que 
lo conserve en guarda, quien tendrá 
obligación de hacer todo lo necesario 
para que no se altere ni menoscabe el 
derecho que el título represente, y de 
intentar las acciones y recursos que 
la ley concede para hacer efectivo el 
crédito...” Para este caso es necesario 
nombrar depositario para cumplir con tal 
encomienda, designación le corresponde 


a la parte ejecutante. 
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5.- Del mismo modo que el anterior, 
también aplica para los créditos litigiosos 
en los términos del artículo 450 de la 
misma ley, que indica “Si los créditos 
a que se refiere el artículo anterior 
fueren litigiosos, la providencia de 
secuestro se notificará al tribunal de los 
autos respectivos, dándose a conocer al 
depositario nombrado, a fin de que éste 
pueda desempeñar las obligaciones que 


le impone el artículo anterior.” 


6.- Ahora bien, si dicho secuestro recae 
sobre bienes muebles distintos al dinero 
y alhajas, el depositario solo tendrá el 
carácter de custodio de los objetos a su 
cuidado y a disposición del Tribunal, de 
acuerdo a lo que dispone el artículo 451 
del Código Federal de Procedimientos 
Civiles. Ello, con la salvedad que si se 
tratan de cosas fungibles o fáciles de 
deteriorarse O demeritarse entonces, 
otras 


el depositario tendrá además 


obligaciones. 


De lo anterior es de concluirse que 
de todo secuestro de bienes muebles 


habrá un depositario o custodio que se 


designe por la parte ejecutante y bajo 
su responsabilidad, que puede ser el 
mismo ejecutante, el propio demandado 
o un tercero debiéndose señalar un lugar 
de depósito a excepción del embargo 
de bienes muebles sujetos a depósito 


anterior, así como del dinero y alhajas. 


Una vez embargados los bienes 
muebles con la plena identificación 
de los mismos o  individualización 
concreta, con inventario formal, previa 
aceptación del cargo de depositario y 
protesta de desempañar tal cargo, se 
ponen bajo la custodia del depositario 
designado por la parte ejecutante, luego 
el depositario nombrado designara el 
lugar donde estarán sujetos a su guarda 
pero a disposición del tribunal los 
bienes materia de su custodia, ello en 
los términos del artículo 444 del código 


federal de procedimientos civiles. 


No debe de pasar desapercibido para 
el tema de embargo de bienes muebles el 
registro único de garantías mobiliarias, de 


ahí lo importante de entregarle una copia 
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o constancia de los bienes embargados al 
ejecutante en la cual existe la descripción 
de los bienes embargados. 

Por último, en algunos partidos 
judiciales los tribunales exigen garantía 
al depositario de bienes muebles si tal 
cargo recayera en persona distinta al 
deudor, para ello se recomienda leer los 
autos y tomar en cuenta si tal exigencia 
está satisfecha, esto antes de ponerlo 
en posesión de los bienes embargados, 
de lo contrario no se le pondrán bajo su 


custodia. 


7.- Por otro lado, y por lo que respecta 
al embargo de bienes inmuebles tales 
como fincas urbanas y sus rentas, o solo 
sus rentas, así como finca rústica o en 
una negociación mercantil o industrial, 
la regla de la depositaría cambia, esto 
es, tales depositarios tendrán el carácter 
de administradores y de interventor 
con cargo de caja con vigilancia hacia 
la contabilidad. Esto de acuerdo a lo 
que disponen los artículos 456 y 460 
del Código Federal de Procedimientos 


Civiles. 


Es menester señalar al tema de la 
depositaria para estos tipos de secuestro, 
que se considera aplicable lo previsto por 
los artículos 444 y 463 del código federal 
de procedimientos civiles; además todo 
administrador o interventor en su caso 
recibirán los bienes bajo inventario 
formal, previa aceptación y protesta de 
desempeñar el cargo. Así, en lo particular 
antes de poner en posesión tanto al 
administrador como al interventor es 
importante que previamente hayan 
caucionado ante el Tribunal el manejo de 
su encargo, de lo contrario sólo se limitara 
el actuario hacer el respectivo inventario 


bajo responsabilidad del ejecutante. 


8.- De igual forma, la ley prevé el 
embargo de bienes raíces o derechos 
reales sobre bienes raíces, de cuyo 
embargo se tomará razón en el registro 
público de la propiedad del partido 
correspondiente, cuya comprobación 
lo será con la copia certificada de la 


diligencia de embargo expedida por el 
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Tribunal del conocimiento, ello tal como 
lo prevé el artículo 447 del citado código 
adjetivo. 
Así, es importarte recordar que 
el actuario deberá entregar copia oO 
constancia de la diligencia de embargo a 
la parte actora para que con ella acuda 
al registro público de la propiedad 
correspondiente para su inscripción 
preventiva del embargo y surta efectos 


contra terceros. 


9.- Con todo lo anterior, seguramente 
se ha de preguntar el ejecutor cuantos 
bienes debe de embargar en cada asunto, 
si un tanto de lo reclamado, dos tantos 
o tal vez tres, al respecto el artículo 440 
del código federal de procedimientos 
civiles prevé “el embargo sólo procede 
y subsiste en cuanto baste a cubrir la 
suerte principal, costas, gastos y daños y 
perjuicios, en su caso, incluyéndose los 
nuevos vencimientos y réditos hasta la 


conclusión del procedimiento.” 


Pero no hay que pasar desapercibido al 
momento del señalamiento de los bienes 
para su embargo el contenido del artículo 
476 del código de procedimientos civiles 
para el estado de Guanajuato que prevé 
“* Nunca ni por ningún motivo podrá 
embargarse más de las tres cuartas partes 
de la totalidad de los bienes del deudor. 
Sobre la cuarta parte restante sólo podrá 
practicarse embargo, y en la misma 
proporción antes establecida, por virtud 
de responsabilidad o deudas contraídas 
con posterioridad a haberse practicado 
secuestro sobre las primeras tres cuartas 
partes. Lo mismo se observará en las 
ulteriores ejecuciones. El beneficio de 
este artículo no es renunciable.” Por lo 
tanto, el actuario quien tiene la dirección 
de la diligencia debe cuidar en todo 
momento que se respete lo previsto en 


los anteriores numerales. 


C) De igual forma, es importante 
y toral en es este tema mencionar que 
la Primera Sala del Alto Tribunal en la 
jurisprudencia con registro 2018317 
cuyo rubro es: Interés jurídico. por regla 


general, cuenta con él, el usufructuario 
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que reclama en el amparo indirecto el 
embargo recaído en bienes inmuebles 
sujetos a usufructo señala sobre el 
embargo y del secuestro en su ejecutoria 
de la contradicción de tesis 305/2017 
dentro del apartado denominado “19. 
Quinto. — Estudio. Debe de prevalecer 
el criterio que sustenta esta Primera 
Sala, conforme a los razonamientos 
siguientes:” tema “Embargo y secuestro 
de bienes.” Puntos del 40 al 44 que se 
me permito transcribir para su mejor 


comprensión: 


“Legislaciones locales. 


40. A efecto de mejor ilustrar la 
temática abordada, cabe hacer referencia 
que, en términos similares al código 
federal de procedimientos civiles, los 
códigos procesales correspondientes a 
los estados de Veracruz y Campeche, 
regulan los efectos del embargo o 
secuestro de bienes porque refieren que, 
practicado que sea dicho gravamen, 
quedarán con el depositario que bajo 
su responsabilidad designe el actor; y 


reproducen las porciones normativas 


relacionadas con el embargo de cosas 
muebles distintas de dinero, alhajas o 
crédito, así como tratándose de fincas 
rústicas y sus rentas o de negociaciones 


mercantiles o industriales.(27) 


41.Laregulacióndelembargodebienes 
y secuestro contenida en los diferentes 
catálogos procesales, permite afirmar 
que por el embargo queda afectado a un 
proceso judicial y a disposición del Juez, 
un bien determinado e individualizado, 
restringiendo o limitando las facultades 
de disposición y goce del mismo, para 
garantizar el cumplimiento de una 


sentencia o eventual ejecución futura. 


42. El embargo no priva la propiedad 
o dominio del bien afecto, pues ello, 
en su caso, tendrá lugar mediante el 
remate judicial, si acogida la pretensión 
en el juicio, el sentenciado no cumple 
voluntariamente la condena; no obstante, 
la restricción en la disposición y goce 
del bien, puede producirse tanto jurídica 


como materialmente. 
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43. En efecto, en la dimensión 
jurídica, la restricción o limitación al uso 
y goce del bien embargado, tiene lugar 
en la medida en que, una vez trabado el 
mismo, el ejecutado no puede celebrar 
contratos que confieran el uso o goce 
de la cosa, sin autorización del Juez, 


incluso, con la anuencia del ejecutante. 


44. Por su parte, en la dimensión 
material, la restricción o limitación, 
se configura mediante el secuestro, 
cuyo rasgo característico implica el 
desapoderamiento material o físico a 
una persona de un objeto, con motivo del 
embargo, con el cual opera la sustitución 
del uso y goce, la que por regla general 
se deja en depósito a disposición del 
Juez y bajo la custodia de la persona 
que haya designado el actor; aunque 
con las modalidades propias que pueda 
configurar esa depositaría, atenta la 
naturaleza de los efectos embargados, 
cuando recae en fincas urbanas y rentas, 
sobre estas últimas o fincas rurales, 
negociaciones mercantiles o industriales; 
en cuyo caso, el depositario en calidad 


de administrador o interventor, se 


encuentra facultado para recaudar las 
pensiones rentísticas, los frutos civiles o 


industriales, entre otras atribuciones.” 


D) Es necesario hacer mención 
sobre el significado de la frase “trabar 
formal embargo” pues puede darse la 
ocasión que el actuario sea omiso en 
anotarla en su diligencia, pero ahora 
no es de preocuparse por la cuestión 
de la “desaprobación” después de la 
correspondiente revisión oficiosa por 
parte del Juzgado que dictó el auto de 
exequendo, puesto que la Primera Sala 
en ejecutoria con número de registro 
185772 


embargo dijo no ser necesaria tal frase 


en relación a la traba del 


sacramental para su validez, cuyo rubro 
es: Diligencia de embargo en juicio 
ejecutivo mercantil. La declaratoria que 
en la práctica realiza el actuario, relativa 
a que sobre los bienes designados se 
traba formal embargo u otra similar, no 
constituye un requisito de los exigidos 
por la legislación mercantil para la 
validez de aquélla. Cuya ejecutoria en su 
considerando “Sexto.- Una vez precisada 


la existencia de la contradicción, lo 
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procedente es determinar qué criterio 
debe prevalecer.” Para lo cual se 


transcribe en lo conducente: 


“Por tanto, la falta de inclusión de 
esa declaratoria en el acta respectiva, 
de que se traba formal embargo u otra 
similar, de ninguna manera puede traer 
aparejada la invalidez de la diligencia de 
embargo, si es que se cumplieron todos 
los requisitos legalmente establecidos, 
pues es principio general en nuestro 
sistema jurídico que lo que no está 
previsto en la ley no obliga y, por tanto, 
tal manifestación carece de relevancia 
para la validez de la diligencia respectiva, 
porque no tiene la característica de una 
formalidad legal necesaria para que se 


tenga por realizado un embargo. 


En este orden de ideas, trabar formal 
embargo significa dar cumplimiento al 
auto de exequendo que ordena embargar 
bienes a fin de garantizar el adeudo 
que motivó el ejercicio de la acción 
respectiva; por tanto, lo que importa 
es que se especifiquen debidamente 


los bienes sobre los cuales recaerá el 


aseguramiento, pues ello dará seguridad 
jurídica y legalidad a la diligencia de 
embargo, lo cual no requiere ninguna 


solemnidad en los términos empleados. 


Esto es así, porque el embargo es 
una ejecución forzosa ordenada por el 
Estado, a través del órgano jurisdiccional 
para hacer 


respectivo, cumplir al 


demandado coactivamente una 
obligación contraída y de cuya prueba lo 
es un título ejecutivo, el cual se identifica 
con la afectación sobre un bien o un 
conjunto de bienes, en cuanto los somete 
a las resultas de un proceso pendiente, por 
tratarse en el caso de una medida cautelar 
decretada judicialmente para asegurar 
de antemano el resultado de ese juicio, 
y que consiste en la indisponibilidad 
relativa de determinados bienes. Siendo 
el caso de que esa afectación se puede 
llevar, en primer término, respecto de 
bienes muebles, mediante el secuestro 
o depósito del bien sobre el que 
recae, en los que por regla general el 
nombramiento de depositario se otorga 
al propio demandado, quien conservará 


el bien con ese carácter; y, en segundo 
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lugar, en el caso de bienes inmuebles, el 
gravamen se actualiza mediante el simple 
señalamiento en diligencia judicial y la 
anotación de dicho embargo en el registro 


público de la propiedad.” 


E) Ahora bien, el nuevo actuario al 
acudir al domicilio del demandado en 
los términos del artículo 1393 del código 
de comercio que prevé en lo conducente 
“No encontrándose el demandado a la 
primera busca en el inmueble señalado 
por el actor, pero cerciorado de ser el 
domicilio de aquél, se le dejará citatorio 
fijándole hora hábil, dentro de un lapso 
comprendido entre las seis y las setenta 
y dos horas posteriores...” luego, es de 
preguntarse qué requisitos debe contener 
la razón de citatorio o acta entrega de 
citatorio y sobre el particular nuevamente 
con apoyo en la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia que así los 


resume: 


“*... 1.- Que se cercioró de encontrarse 
en el domicilio del demandado; 2.- Que 
no lo encontró; 3.- Que indica hora fija 


dentro de las seis y setenta y dos horas 


siguientes para que lo espere en el mismo 
a efecto de llevar a cabo la diligencia de 
notificación; 4.- Que dejó el citatorio con 
un pariente, empleado doméstico o con 
cualquier otra persona que se encontraba 
en el domicilio; y 5.- La firma del 


notificador...” 


Ello de acuerdo a las siguiente 
Jurisprudencia 2015689 


es: Citatorio previo a la diligencia de 


cuyo rubro 
embargo, requerimiento de pago y 
emplazamiento en el juicio ejecutivo 
mercantil. Es innecesario que lo firme 
la persona, distinta al demandado, con 


quien se deja. 


De 


mencionar que la hora fija que se señale 


igual forma, es importante 
dentro de las seis y setenta y dos horas 
siguientes para llevar a cabo la diligencia, 
se considera que para fijarla debe 
tomarse en cuenta los datos obtenidos 
y plasmados en la razón de citatorio o 
incluso al contexto del lugar o población 
aplicables al caso concreto, con el objeto 


que el interesado tenga conocimiento del 
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citatorio. Para lo anterior, se considera 
que sirve de apoyo las dos jurisprudencias 


cuyos rubros son: 


2014523. 


Circuito. 


+ Registro: 

Instancia: Plenos de 
Emplazamiento. en el acta 
del 


correspondiente, el funcionario 


de entrega citatorio 
judicial debe asentar las razones 
por las que fijó determinada hora 
para que el demandado lo espere. 
175945. 


Primera Sala. 


+ Registro: Instancia: 
Emplazamiento. 
para el señalamiento de la hora 
de espera en el citatorio debe 
atenderse a las reglas de la lógica 
y de la experiencia, o incluso al 
contexto del lugar o población 
(interpretación del artículo 80 del 
código de procedimientos civiles 


del estado de Michoacán). 


Bajo ese orden de ideas, cuando 
el Actuario acuda a cumplimentar su 
citatorio y con ello el auto de exequendo 
así como el emplazamiento que ordena el 


artículo 1394 primer párrafo del código 


de comercio, debe tomar en cuenta los 
siguientes requisitos que me permito 
transcribir: 

“.. l- La diligencia deberá ser 
2.- En 


cumplimiento de un auto dictado por el 


conducida por el actuario; 


Juez, en el que mande requerir de pago al 
deudor, a su representante o a la persona 
con la que se entienda la diligencia; 
3.- Que en caso de no efectuarlo, 
también se le requiera para que señale 
bienes suficientes a fin de garantizar 
las prestaciones reclamadas, con el 
apercibimiento que, de no hacerlo, aquel 
derecho para señalar bienes pasará al 
actor; 4.- Identificación plena del bien a 
embargar, mediante su individualización 
concreta; 5.- La diligencia culminará con 
la designación por parte del ejecutante del 
depositario, administrador o interventor 
de los bienes embargados, y con el 


levantamiento del acta respectiva...” 


Lo anterior con apoyo nuevamente en 
la Primera Sala del Alto Tribunal de la 
Nación, en jurisprudencia con registro 


185772 cuyo rubro es: Diligencia de 
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embargo en juicio ejecutivo mercantil. la 
declaratoria que en la práctica realiza el 
actuario, relativa a que sobre los bienes 
designados se traba formal embargo u 
otra similar, no constituye un requisito de 
los exigidos por la legislación mercantil 


para la validez de aquélla. 


Así, y una vez realizado el embargo 
incluyendo la cuestión de la depositaria, 
acto continuo se emplazará al demandado 
ya sea de forma personal o por conducto 
de la persona con quien se haya 
practicado la diligencia para que dentro 
del término de ocho días, comparezca 
la parte emplazada ante el juzgado 
correspondiente a hacer paga llana de 
la cantidad reclamada, sus costas o en 
su defecto a oponer las excepciones que 
tuviere para ello, tal como lo prevé el 
artículo 1396 del Código de Comercio. 

Por tanto, una vez realizado el 
requerimiento de pago, el embargo y 
el emplazamiento a juicio ejecutivo 
mercantil, si bien son actos procesales 
distintos entre sí o actos jurídicos 


diferentes debe de realizarse de forma 


correcta todos y cada uno de ellos, pero 
si el emplazamiento se hace de manera 
incorrecta puede traer como consecuencia 
la nulidad tanto del emplazamiento como 
el requerimiento y embargo, aunque éstos 
estén bien realizados, ello lo podemos 
desprender de la siguiente jurisprudencia 
cuyo registro es 200390 de la Primera 
Sala cuyo rubro es: Emplazamiento en 
juicios ejecutivos mercantiles, nulidad 
del, 


embargo practicados. 


comprende al requerimiento y 


No pasa por alto indicar que si 
en el requerimiento y embargo se 
realizó de manera incorrecta pero el 
emplazamiento a juicio es correcto, ello 
no trae como consecuencia la nulidad 
de este último, cuya cuestión se ha de 
referir el Juzgado del conocimiento al 
momento de revisar de forma oficiosa la 
diligencia de requerimiento, embargo y 


emplazamiento. 


Así mismo, puede pasar que al 
momento del requerimiento de pago 
a la parte demandada, acuda de forma 


espontánea y voluntaria un tercero, quien 
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se puede solidarizar en el adeudo, tan 
es así que puede señalar bienes de su 
propiedad para garantizar el pago de lo 
reclamado, bajo ese panorama surge una 
figura llamada expromisión. Al particular 
puede servir de apoyo la siguiente tesis 
con número de registro 2009700 cuyo 
rubro es: Expromisión. Si en la diligencia 
de requerimiento de pago, embargo y 
emplazamiento, el diligenciario omite 
pedirle a la persona extraña que si 
se solidariza con el demandado que 


se Identifique fehacientemente y que 


Presentación Radicación 


E] MEN 


demanda exequendo 


Se entrega 
ficha o 
contraseña 


suscriba el acta relativa, ello hace 
presuponer la falta de autorización de 


aquélla de asumir la deuda. 


F) Finalmente, con todos los requisitos 
anteriores, la interrogante es ¿Cómo 
podríamos aplicarlos en la práctica 
Aclaremos los 


actuarial? siguientes 


aspectos. 


1.- Primeramente, veamos el flujo del 
expediente hasta que llega con el actuario 


para diligenciar el auto de exequendo: 


Se solicita 
expediente 
al Juzgado 
el día 
anterior 


OCA agenda 
diligencia 


Acude de El 


Inicia 
diligencia 


forma 
puntual a la 


expediente 
se entrega 
al actuario 


Revisa 
expediente 
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2.- Ahora el flujo sencillo de una diligencia de embargo: 


1.- El ejecutante no acude a la cita; 
2.- No se identifica con el actuario; 
3.- No está autorizado en autos en términos amplios; 
4.- No existe el domicilio en la colonia indicada; 
5.- No existe cercioramiento que la persona buscada 


Actuario Abstención 

acude de de cumplir 
forma El 

puntual a la encomienda 
cita si 


tenga su domicilio en el inmueble señalado para la diligencia; 
6.- El ejecutante cancele su diligencia; 
7.- No es el domicilio del demandado; 
8.- Falleció la persona buscada; 
9.- Otras 
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No acude 
persona 
capaz 
alguna a 
atender el 
llamado 


Una vez cerciorado 
de ser el domicilio 
acudir al mismo 


Se estila dejar 
citatorio fijo en 
puerta. 


Si atienden pero no 
está la persona 
demandada. Dejar 
citatorio 


Esta el 
demandado y se 
identifica 


Hacer 
diligencia 


Acudir dentro del 1.- No acude persona capaz a nuestro 
lapso comprendido llamado a pesar de haber dejado citatorio; 
entre las 6 y 72 Abstención 2.- Existe oposición del demandado o 
horas siguientes al sí quien se encuentre para atender la 

acta de la razón de diligencia; 
citatorio 3.- Otros supuestos. 


Acude actuario, 
ejecutante y atiende Se pide auxilio de la 
persona capaz de fuerza pública; 
forma puntual 


Hacer 
diligencia Se estila acudir en 


distintos horarios. 


Habilitación 
de horas 


120 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


3.- Por último, una propuesta que 
puede ser de utilidad para el nuevo 
actuario en funciones sobre la diligencia 
de dejar el citatorio, de requerimiento, 


embargo y emplazamiento: 


* Propuesta de la razón de citatorio o 


acta entrega de citatorio: 


Juzgado: 


Expediente: 

En la Ciudad de Dolores Hidalgo, Cuna de la Independencia Nacional, Guanajuato, 
siendo las horas deldía  ddtelmesde delañodosmil diecinueve, “2019. 
Año del Caudillo del Sur, Emiliano Zapata”, el suscrito Licenciado (a) z 
actuario(a) Adscrito(a) a la Central de Actuarios de este Partido Judicial y designado 
para esta diligencia por cuestión de turno, portando la identificación número 
expedida a mi favor por el Poder Judicial del Estado de Guanajuato, me constituyo 
en compañía de la parte actora quien se identifica con____ enel domicilio 
señalado en autos ubicado en como el perteneciente a la parte demandada 

, lugar designado a efecto de dar cumplimiento al auto de mandamiento 
en forma dictado dentro del juicio ejecutivo mercantil arriba indicado así como el 
Tribunal que lo dicta. Por lo que previo a acudir a la puerta del domicilio antes citado, 
procedo a cerciorarme con los medios que tengo que el mismo pertenece a la persona 


de mi búsqueda tales como el mapa de la ciudad, . Acto continuo, 


toco directamente en el domicilio y atendido que soy por una persona quien dijo 
llamarse además se identifica con___, quien manifiesta que la persona de mi 


búsqueda no se encuentra y le pregunto a qué horas por lo regular es localizable 
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en este domicilio a lo que me refiere . En razón de no estar la persona 
que busco en el domicilio en que se actúa, procedo a elaborar citatorio y dejarlo 
en poder de la persona que me atiende quien dijo tener la relación de con 
el demandado, a quien requiero para que se sirva esperar al suscrito (a) actuario (a) 
en este domicilio a las horas, el día del mes de del año en curso, 
fecha que según información anterior es posible localizarla para la práctica de una 
diligencia de carácter Judicial que le concierne, bajo el apercibimiento que de no 
esperar al suscrito la misma se efectuará conforme a lo ordenado por el artículo 
1393 del Código de Comercio. A continuación agrego copia del referido citatorio a 
la presente, con lo anterior se da por terminada esta diligencia que se elabora para 


horas del mismo día de su inicio.- DOY 


debida constancia legal siendo las 
FE. (Nombre y firma del Actuario) 


La anterior propuesta de acta de 
entrega de citatorio se puede adecuar a 
las condiciones prácticas del actuario que 
corresponda, pero lo importante es que 
cumpla con los requisitos principales que 
se han hecho referencia párrafos arriba, 
y además ajustarla al mandato judicial a 


cumplir. 


Es importante en esta razón anotar 
en forma amplia el cercioramiento con 
el cual se llegue a concluir que en el 
domicilio señalado como el de la parte 
demandada efectivamente sea el correcto 


y además corresponda a la persona de 


nuestra búsqueda, y para ello hay que 
tomar en cuenta el mapa de la ciudad, 
la tecnología actual usada en forma 
cotidiana, de igual forma ver la placa del 
nombre del fraccionamiento si la tiene, el 
nombre oficial de la calle, el número de 
la casa, signos exteriores del inmueble, 
de tal forma que cuando sea leído dicho 
cercioramiento por cualquier persona ésta 
localice el domicilio sin ningún problema 
de acuerdo a las referencias anotadas en el 
acta, además debe incluir las entrevistas 
con los vecinos más cercanos a quienes 
se les interrogará si conocen a la persona 
que se busca, previa identificación de los 


mismos si quisieren hacerlo. El objeto 
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final es que “. . . no debe perderse de 
vista que el objetivo de la formalidad de 
asegurar que el emplazamiento se haga 
en el domicilio del demandado es para 
que éste quede vinculado a proceso, por 
lo que lo importante es dejar registro 
de los elementos y circunstancias que 
le permitieron llegar a la convicción o 
certeza de que el lugar donde se encuentra 
sí es del demandado, y apoyado en la fe 
pública del funcionario judicial, a fin de 
que lo anterior pueda ser apreciado y 
valorado por las partes y el juez, según su 
prudente arbitrio. Por lo que no resultaría 
indispensable o exigible cumplir 
aspectos difíciles o imposibles de lograr, 
como pretender la plena identificación 
de una persona a través de su descripción 
física detallada, de manera que se 
invalidara la actuación sólo por no haber 
dado razón de alguna o algunas de las 
características físicas del sujeto, lo cual 
representaría un exceso ritual manifiesto 
en que se privilegiaría la forma por sí 
misma, y no por su objetivo, con lo cual, 
paradójicamente, se vulneraría el debido 
proceso y el acceso a la justicia.” Así lo 


dijo la Primera Sala de la Suprema Corte 


de Justicia de la Nación en jurisprudencia 
con registro número 2020785 bajo el 
rubro es Emplazamiento. Para cumplir 
el requisito de que el notificador se 
cerciores del domicilio, es innecesaria 
una descripción detallada de la persona 
que informa de lo anterior o con la que 
se entiende la diligencia, que se negó a 
dar su nombre, a identificarse o firmar 
(interrupción de la jurisprudencia la./J. 
14/95) 


Bajo el anterior panorama tal vez 
se deba considerar el contenido de 
163150 


de la Primera Sala, cuyo rubro es: 


la jurisprudencia número 
Emplazamiento de persona física. para 
establecer el lugar en que debe realizarse 
es innecesario seguir el orden excluyente 
previsto en las disposiciones sustantivas 
que regulan el domicilio como atributo 
de la personalidad, en caso de no 
haberse designado uno convencional 
(legislaciones de los estados de Puebla, 
Jalisco, Distrito Federal y Chiapas). Lo 
que implica que dicho criterio puede 


aplicarse al caso concreto, pero ello 
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depende del mandato judicial a cumplir 
el cual debe ser leído cuidadosamente 


por el actuario. 


De igual forma, es importante anotar 
el nombre de la persona con la cual se 
deja el citatorio, si ésta tiene alguna 
relación laboral con el demandado, algún 
parentesco o viva en dicho domicilio, 
también es cierto que en la práctica se 
estila dejar el citatorio fijo en la puerta del 
demandado ello a reserva de la revisión 


por parte del Juzgado. 


Por otro lado, y por lo que respecta 
a las personas morales que de acuerdo 
a lo que dispone el artículo 326 del 
código federal de procedimientos civiles 
que prevé que dicho emplazamiento 
se tendrá por bien hecho si se hace con 
cualquiera de los miembros del consejo, 
junta o grupo director. En este caso 
debe practicarse con el representante 
legal, previa acreditación de ello con la 
documental correspondiente que tenga 


las facultades legales para representarla. 


Puede servir de apoyo el criterio 
federal 


Emplazamiento a personas morales en 


siguiente cuyo rubro es: 
materia civil. Es legal que el actuario 
entienda la diligencia en el domicilio 
señalado por el actor con el apoderado 
legal, si éste se ostenta con ese carácter 
y acredita su personalidad con un poder 
general para pleitos y cobranzas, el cual 
le fue otorgado sin limitación alguna 
(legislación del estado de Ouintana Roo) 


bajo el registro 2011555. 


* Por otro lado me permito señalar 
la siguiente propuesta de formato de la 
diligencia de requerimiento, embargo y 
emplazamiento para su mayor agilidad 


en la actividad actuarial: 
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Juzgado: 


Expediente: 


En la Ciudad de Dolores Hidalgo, Cuna de la Independencia Nacional, Guanajuato, 
siendo las horas del día delmesde del año dos mil diecinueve, 
“2019. Año del Caudillo del Sur, Emiliano Zapata”, el suscrito Licenciado (a) ___, 
actuario (a) Adscrito(a) a la Central de Actuarios de este Partido Judicial y designado 
para esta diligencia por cuestión de turno, portando la identificación número 
expedida a mi favor por el Poder Judicial del Estado de Guanajuato, me constituyo 
en compañía de la parte actora quien se identifica con____ en el domicilio 
ubicado en como el perteneciente a la parte demandada , lugar 
designado a efecto de dar cumplimiento a la resolución de fecha dictado 
dentro del expediente Ejecutivo Mercantil arriba indicado del índice del Juzgado 

de este Partido Judicial, convencido que estoy en el domicilio correcto tal 
como consta en el cercioramiento narrado en razón que antecede donde deje citatorio 
a la parte demanda para que me espere a la hora que aparece en la presente acta del 
día de hoy. Acto continuo procedo a llamar a la puerta del domicilio, acudiendo a mi 
llamado una persona quien dijo ser quien se identifica con credencial oficial 
con fotografía número requiriéndole la presencia de la parte demandada a 
lo que me refiere que no se encuentra. Bajo esa tesitura procedo hacer efectivo el 
apercibimiento indicado en la razón de citatorio, hecho lo cual le pregunto a la persona 
que me atiende si es apoderada, empleada, domestica del demandado, o en su caso 
si tiene algún parentesco, a lo que refiere que , hecho lo anterior le hago 
saber el objeto de mi presencia procediendo a cumplimentar el auto de exequendo 
indicado al inicio de la presente al cual le doy lectura íntegra en presencia de la 
persona que me atiende y en cumplimiento al mismo, le requiero a la parte demandada 
por conducto de la persona que me atiende para que en este momento haga el pago 


a la parte actora aquí presente de la cantidad de $ por concepto de suerte 
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principal más anexidades legales que se le reclaman o en su defecto para que señale 
bienes suficientes para garantizar las prestaciones reclamadas, apercibiéndole que en 
caso de no hacerlo este derecho pasará a la parte actora por disposición de ley sin 
ajustarse al orden de embargo que señala el artículo 1395 del Código de Comercio, a 
lo que manifiesta: . Tomando en cuenta que el deudor por conducto de la 
persona que me atiende se niega a pagar y además se niega señalar bienes suficientes 
propiedad de la parte reo que garanticen las prestaciones reclamadas, concedo la 
palabra a la parte ejecutante quien manifiesta que señala para su embargo bienes 
muebles que existen dentro de este domicilio, para lo requiero a la persona que nos 
atiende nos permita el acceso al interior del inmueble para cumplirlo ordenado en autos 
manifestando que nos concede el acceso de forma voluntaria al interior del domicilio 
de la parte demandada, y en uso de su derecho el ejecutante señala los siguientes 
bienes muebles para garantizar las prestaciones reclamadas: Acto 
seguido el suscrito Actuario(a) en nombre de la Ley, procedo a declarar y declaro bien 
y formalmente embargados los bienes muebles señalados por la parte actora en esta 
diligencia para garantizar las prestaciones reclamadas en este asunto, los cuales doy 
fe de tenerlos a la vista y han sido descritos por el suscrito ejecutor. Hecho lo anterior, 
requiero a la parte actora para que designe depositario de los mismos y enterado 
de ello manifiesta que designa como depositario a , quien se encuentra 
presente y se identifica con credencial oficial con fotografía número la cual doy 
fe de tenerla a la vista, lo que procedo a requerirle sobre aceptación y protesta del 
cargo conferido, haciéndole saber las penas en que incurren los depositarios infieles 
y enterado de ello, manifiesta que acepta y protesta cumplir el cargo conferido y 
señala como lugar de depósito el ubicado en y a disposición del Tribunal 
que dictó la orden de embargo. Así mismo, y toda vez que está cubierta a satisfacción 
del Tribunal la garantía exigida para tal fin, procedo a entregarle todos y cada 
unos de los bienes descritos y embargados en la presente diligencia, a lo que refiere 


que los recibe en este momento de toda conformidad, teniéndole como discernido 
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dicho cargo para todos los efectos legales correspondientes. A continuación procedo 
a emplazar a la parte demandada por conducto de la persona que me atiende, a 
quien le corro traslado con la cédula que contiene la orden de embargo decretada en 
su contra y copia al carbón de la presente diligencia que le será entregada al término 
de la misma, así como las copias cotejadas y selladas de la demanda y documento(s) 
base de la acción y demás anexos; haciéndole saber que dispone del término de ocho 
días hábiles a partir de que surta efectos el presente emplazamiento, para comparecer 
ante el juzgado del conocimiento ubicado en calle Algarrobo esquina con Hacienda 
de Burras de esta ciudad, hacer paga llana de la cantidad reclamada y las costas, 
o bien, oponer excepciones que tuviere para ello. Igualmente le requiero para que 
señale domicilio en esta ciudad para oír y recibir notificaciones, apercibiéndole que 
de no hacerlo, las subsecuentes, aún las de carácter personal, se le harán por medio de 
lista que se publica en los estrados de dicho Juzgado. Se le precisa que de contestar 
la demanda deberá agregar copias simples del registro Federal de Contribuyentes, así 
como de identificación oficial y de la Clave Única de Registro de Población, en caso 
de carecer de ellos, deberá manifestarlo bajo protesta de decir verdad. Así mismo, se 
hace entrega de copia al carbón al ejecutante para los efectos legales a que hubiere 
lugar. Con lo anterior se da por terminada la presente diligencia, firmando en ella los 
que intervinieron y quisieron hacerlo para la debida constancia, siendo la hora de 
término de la presente las horas minutos del mismo día de su inicio.- 
DOY FE. 


(Nombre y firma del Actuario y de las personas que intervinieron) 
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dicha 
puede 


Es menester indicar que 


propuesta de igual forma 
adecuarse al estilo del nuevo actuario y a 
las exigencias propias del auto a cumplir, 
pero sin dejar por un lado los requisitos 
que se exigen tanto al requerimiento de 
pago, al embargo y la formalidad del 
emplazamiento para evitar una futura 
nulidad de la diligencia, de igual forma 
si el demandado no supiera firmar o no 
quisiera hacerlo tal circunstancia deberá 


anotarse por el actuario en el acta. 


También es cierto, que en la vida 
laboral se dan tantos supuestos que pueden 
complicar el cumplimiento del auto que 
nos ocupa como el emplazamiento a 
juicio del demandado, pues no en todos 
los casos existen vecinos cercanos que 
nos puedan dar alguna información 
sobre la persona de nuestra búsqueda, 
no obstante que existan casas cerca del 
domicilio materia de la diligencia también 
existe el problema que ninguna persona 
atienda al llamado del ejecutor para 
realizar su cercioramiento, o también, 
cuando dicho domicilio esta rodeado de 


locales comerciales cuyos empleados 


no conocen a la persona demandada, o 
aún más, con tantas colonias o lugares 
irregulares tenemos problemas hasta 
para ubicar la colonia. Cierto es, que 
todo esto se puede evitar en gran 
medida si la parte ejecutante ubicara con 
exactitud el domicilio del demandado, 
pues suele pasar que el solicitante ignora 
toda ubicación del inmueble, para ello 
es necesario establecer al momento en 
que se solicita la ficha algún punto de 
reunión cuando el domicilio es de difícil 
acceso O localización y luego proceder 
al debido cercioramiento. Pero al final 
debe cumplirse de forma correcta por 
el actuario designado y por ello es muy 
importante asentar en la diligencia 
correspondiente que en el domicilio 
donde se realice la diligencia fue aquel 
señalado para ese fin por el Juzgado del 
conocimiento y describir los medios 
que sirvieron al actuario para llegar a la 
conclusión que efectivamente la persona 
buscada tiene su domicilio en la casa 
indicada. En caso contrario abstenerse 
de ejecutar el auto exequendo y el 


emplazamiento a juicio. 
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Es recomendable leer tranquilamente 
el auto a cumplir, y sobre todo contar con 
las copias de la demanda y anexos para 
emplazar a juicio a la parte demandada, 
si bien, dichos artículos que prevén 
el emplazamiento a juicio en la vía 
ejecutiva mercantil son omisos sobre las 
exigencias que deben cumplir las copias 
de traslado, pero las mismas siempre 
son selladas por el Juzgado que ordena 
el auto a cumplir. Sin embargo, no debe 
pasar por alto el contenido de la siguiente 
jurisprudencia que posiblemente sea 
aplicable a nuestro emplazamiento a 
juicio ejecutivo mercantil. Cuyo registro 
es 2017535 de la Primera Sala siendo 
el rubro: Emplazamiento. la omisión 
del actuario de certificar la entrega de 
las copias de traslado de la demanda 
debidamente selladas y cotejadas con su 
original, ocasiona la ilegalidad de dicha 
diligencia. 

Por último, como actuario y en 
cumplimiento al auto de exequendo y 
emplazamiento debe atenderse a todos 
los requerimientos que en su caso 


indique, pues pueden variar dependiendo 


el juzgado que lo dicte, así como correr 
traslado con las copias indicadas, mismas 
que deben verificarse si corresponden a 
los autos a cumplir y ajustar el formato 
que gran tiempo ahorra en la práctica 


según las exigencias de la encomienda. 
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Congreso federal.: Código de comercio. 


- Código federal de procedimientos 


civiles. 


Suprema Corte de Justicia de la Nación 

(tesis y  jurisprudencias).: 
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sólo respecto del 30% de ese 


excedente. 


- Interés jurídico. Por regla general, 
cuenta con él, el usufructuario 


que reclama en el amparo 


indirecto el embargo recaído 
en bienes inmuebles sujetos a 


usufructo. 


- Diligencia de embargo en juicio 

ejecutivo mercantil. La 
declaratoria que en la práctica 
realiza el actuario, relativa a 
que sobre los bienes designados 
se traba formal embargo u 
otra similar, no constituye un 
requisito de los exigidos por 
la legislación mercantil para la 


validez de aquélla. 


- Citatorio previo a la diligencia de 

embargo, requerimiento de 
pago y emplazamiento en el 
juicio ejecutivo mercantil. Es 
innecesario que lo firme la 
persona, distinta al demandado, 


con quien se deja. 


- Emplazamiento. En el acta de entrega 
del citatorio correspondiente, 


el funcionario judicial debe 
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asentar las razones por las que | requerimiento y embargo practicados. 


fijó determinada hora para que | - Medida de aseguramiento en materia 


el demandado lo espere. 


- Emplazamiento. Para el señalamiento de 


la hora de espera en el citatorio 
debe atenderse a las reglas de 
la lógica y de la experiencia, 
o incluso al contexto del lugar 
o población (interpretación 
del artículo 80 del código de 
procedimientos civiles del 


estado de Michoacán). 


- Diligencia de embargo en juicio 


ejecutivo mercantil. La 
declaratoria que en la práctica 
realiza el actuario, relativa a 
que sobre los bienes designados 
se traba formal embargo u 
otra similar, no constituye un 
requisito de los exigidos por 
la legislación mercantil para la 


validez de aquélla. 


- Emplazamiento en juicios ejecutivos 


mercantiles, nulidad del, 


comprende al 
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mercantil. La identificación del 


número 


de cuenta y de la institución bancaria no 


constituye un requisito para la 


procedencia del embargo de cuentas 


bancarias como providencia 


precautoria, 


y puede solicitarse de forma genérica 


al juez mercantil para que la 


otorgue. 


- Emplazamiento de persona física. Para 


establecer el lugar en que debe 
realizarse es innecesario seguir 
el orden excluyente previsto en 
las disposiciones sustantivas 
que regulan el domicilio como 
atributo de la personalidad, en 
caso de no haberse designado 
uno convencional (legislaciones 
de los estados de Puebla, Jalisco, 


Distrito Federal y Chiapas). 


- Emplazamiento de persona física. Para 


establecer el lugar en que debe 


realizarse es innecesario seguir 


el orden excluyente previsto en 
las disposiciones sustantivas 
que regulan el domicilio como 
atributo de la personalidad, en 
caso de no haberse designado 
uno convencional (legislaciones 
de los estados de Puebla, Jalisco, 


Distrito Federal y Chiapas). 


- Emplazamiento a personas morales en 


materia civil. Es legal que el 
actuario entienda la diligencia 
en el domicilio señalado por el 
actor con el apoderado legal, si 
éste se ostenta con ese carácter 
y acredita su personalidad con 
un poder general para pleitos 
y cobranzas, el cual le fue 
otorgado sin limitación alguna 
(legislación del estado de 


Quintana Roo). 


Emplazamiento. La omisión del 


actuario de certificar la entrega 
de las copias de traslado de la 


demanda debidamente selladas 
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y cotejadas con su original, 
ocasiona la ilegalidad de dicha 


diligencia. 


- Expromisión. Si en la diligencia 


de requerimiento de pago, 
embargo y emplazamiento, el 
diligenciario omite pedirle a 
la persona extraña que si se 
solidariza con el demandado que 
se identifique fehacientemente 
y que suscriba el acta relativa, 
ello hace presuponer la falta 
de autorización de aquélla de 


asumir la deuda. 


Emplazamiento. Para cumplir el 


requisito de que el notificador 
se cerciores del domicilio, es 
innecesaria una descripción 
detallada de la persona que 
informa de lo anterior o 
con la que se entiende la 
diligencia, que se negó a dar 
su nombre, a identificarse 
o firmar (interrupción de la 


jurisprudencia la./J. 14/95) 
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Vida y obra de Concepción Arenal. 


Lic. Dulce Rocío García Razo. 


Para la consulta de esta voz, diríjase al primer tomo de este compendio, con la voz 


Arenal, Concepción 
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Plazo constitucional Estándar 
probatorio preliminar. 
Reflexiones del proceso penal 

acusatorio 
Mtro. José 


Juez Juan Villagómez 


Amézquita 


ucho se ha discutido sobre 
el tratamiento que debe 
brindarse a la duplicidad 
del plazo constitucional o su prórroga; 
ya porque se pretende la maximización 
derechos fundamentales y procesales del 
imputado —detenido o no-, o ya porque 
de la audiencia inicial pueden derivar 


actos de molestia en perjuicio del mismo. 


De una u otra manera, cuando se 
propone la prórroga o la duplicidad 
del plazo constitucional, tal parece que 
se intenta, desde esa primitiva etapa 
procesal, el ofrecimiento de la totalidad 
del caudal probatorio que permitiría 
resolver “el fondo de la controversia”; lo 
que ha llevado a catalogar esta institución 
como un mini juicio. A últimas fechas, 


la autoridad federal ha tenido la 


oportunidad de pronunciarse sobre esta 
clase de apreciaciones, como lo muestra 


la siguiente tesis de jurisprudencia: 


Época: Décima Época 
Registro: 2019450 
Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la 
Federación 
Publicación: viernes 08 de marzo de 
2019 10:11 h 
Materia(s): (Penal) 

Tesis: 11.20.P.80 P (10a.) 


Auto de vinculación a proceso dictado 
dentro de la ampliación del término 
constitucional. En esta resolución 
el alcance de un estado probatorio 
contradictorio es exclusivamente de 
naturaleza preliminar. Cuando se dicta un 
auto de vinculación a proceso dentro de 
la ampliación del término constitucional, 
no es el momento oportuno para oponer 
las pruebas contradictorias que obren 
en autos, y dar prevalencia a unas sobre 
las otras, ya que esa evaluación queda 


reservada, en su caso, para la etapa 
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intermedia, toda vez que en el sistema 
penal acusatorio no se otorga a las 
primeras etapas una fase determinante, 
sino meramente preliminar, que si bien ya 
eran así en el sistema tradicional, ahora 
son todavía más formales y meramente 
preliminares, por lo cual, el alcance de un 
estado probatorio contradictorio a nivel 
de auto determinó constitucional en este 
nuevo sistema acusatorio adversarial, es 
exclusivamente de naturaleza preliminar, 
pues el auto de vinculación no resuelve 
el fondo del asunto, sino que su finalidad 
es determinar si los datos de prueba 
justifican la continuación del proceso que 
se lleva a una etapa posterior intermedia 
de depuración, máxime que en el auto 
señalado el Juez no puede depurar 
anticipadamente, salvo un caso de 
excepción que impidiera la apertura de la 
continuidad, pues ello implicaría, en su 
caso, que no hubiera ni siquiera un estado 
de contradicción, sino un estado absoluto 
de desvanecimiento de datos. Así, la 
autoridad constitucionalmente facultada 
para determinar bajo su responsabilidad 
si existen datos insuficientes para la 


continuidad del proceso, es el Juez de 


Control, por lo cual, en el amparo no 
puede sustituirse esa valoración que es 


evidente y eminentemente preliminar. 


Segundo tribunal colegiado en materia 


penal del segundo circuito. 


Amparo en revisión 338/2018. 10 
2019. Unanimidad de 


votos. Ponente: Adalid Ambriz Landa. 


de enero de 
Secretaria: Susana Díaz González. 
Amparo en revisión 340/2018. 10 


2019. Unanimidad de 


votos. Ponente: Adalid Ambriz Landa. 


de enero de 
Secretaria: Susana Díaz González. 
Amparo en revisión 341/2018. 10 


2019. Unanimidad de 


votos. Ponente: Adalid Ambriz Landa. 


de enero de 


Secretaria: Susana Díaz González. 


Esta clase de criterios contribuyen a 
la consolidación del sistema acusatorio, 
puesto que la interpretación que se hace 
de los principios e instituciones que 
lo regulan aligera y agiliza la secuela 


procesal. 
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El simple hecho de pensar en el 
desahogo de medios de prueba ante 
el juez de control nos lleva a plantear 
serios cuestionamientos —que debido 
a su complejidad por el momento no 
habremos de responder-, ya que luego del 
desahogo del medio de prueba: 1) ¿quién 
determina su alcance o contenido como 
dato de prueba?; 2) ¿el dato de prueba 
deben proponerlo las partes o puede 
hacerlo el juzgador?; 3) si el dato de 
prueba lo delimitan las partes —mediante 
su argumento- ¿cómo puede el juzgador 
“olvidar” aquello que percibió con sus 
sentidos y que no consideraron relevante 
las partes?; 4) si el contenido del dato de 
prueba lo delimita o amplía el juzgador 
¿esa actividad podría catalogarse como 
“incorporación de información””?; y, en 
su caso, 5) cómo confrontar datos de 
prueba con medios de prueba sin afectar 


la igualdad de las partes? 


Bajo el cristal del debido proceso, 
ubicaríamos la cuestión que nos ocupa 
en aquella formalidad esencial del 


procedimiento que consiste en el derecho 


a probar, complementada con la tutela 
jurisdiccional “desde la cual se protege 
que las partes tengan una posibilidad 
efectiva e igual de defender sus puntos de 
vista y ofrecer pruebas en apoyo de sus 
pretensiones”, ya que ello se encuentra 
íntimamente unido con el derecho de 
acceso a la justicia?. 

Concluyendo: Pretender una 
resolución que se ocupe del “fondo del 
asunto” dentro del plazo constitucional 
definitivos. El 
párrafo quinto del artículo 19 de la 
Estados 


Unidos Mexicanos y el artículo 318 del 


no generará efectos 


Constitución Política de los 


Código Nacional de Procedimientos 
Penales atribuyen la fijación de la materia 
del proceso a esa determinación judicial; 
con la posibilidad de que, en caso de ser 
adversa a los intereses del Ministerio 
Público, se replantee la formulación de 


imputación, como lo indica el segundo 


1 Derecho humano al debido proceso. 
Elementos que lo integran. México. Suprema 
Corte de Justicia de la Nación (Primera Sala). 


Décima Época. Registro: 2005401. 
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párrafo del precepto 319 del último 
ordenamiento mencionado, con la obvia 


intención de una vinculación a proceso. 
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Una aportación a la tarea de 
la valoración probatoria en 
Guanajuato 


Mtro. Israel González Ramirez 


Sumario: 1.- Introducción. 1.- La 
necesidad de explicar. III.- Explicar y 
argumentar. IV.- La argumentación y la 
prueba. V.- Sistemas de valoración de 
la prueba. 1.- Legal o tasado. 2.- Libre 
convicción o sana crítica. VI.- El ideal a 
alcanzar. VIL.- El caso a discutir. VIII.- 


La propuesta de ejercicio. 


I.- A manera de introducción 


a tesis que vamos a sostener en 

esta investigación es la de que 

el producto de la valoración 
de la prueba bajo la perspectiva de la 
sana crítica se construye siempre con 
proposiciones racionales que permiten 
adscribir consecuencias jurídicas a 
los hechos que describen y que son 
atribuibles a una O varias personas, 
en donde la racionalidad de las 
proposiciones justificará la consecuencia 
si, habiendo sido sometidas a una batería 


compuesta por la crítica, la refutación y la 


contradicción, perviven proporcionando 
la mejor explicación en relación con lo 


que se ha dicho acontecido. 


La forma más sencilla que hemos 
encontrado para desarrollar estas ideas 
con una perspectiva útil y práctica es, 
además de proporcionar un sustento 
teórico básico, la de proponer el análisis 
crítico de un caso resuelto por los 
tribunales del Estado de Guanajuato en 
primera y segunda instancia, que incluso 
pasó la revisión extraordinaria del, 
entonces, tribunal colegiado en materia 


penal del décimo sexto circuito!. 


1 Resulta conveniente precisar desde el inicio 
-y aunque sea sólo bosquejando a lápiz- 
que en el sistema jurídico mexicano, fuera 
de la obligación de proteger y garantizar 
derechos humanos, general para todo juez, 
los órganos jurisdiccionales de segunda 
instancia, encargados de resolver el recurso 
de apelación, se hacen cargo de temas de 
legalidad relativos a cuestiones procesales, 
valoración probatoria y de fondo (materiales) 
del conflicto planteado, de modo que revisan 
la forma en que los jueces asumen las pruebas 
y las inferencias que de ellas derivan, y se 
hallan legalmente facultados para realizar 
la valoración probatoria que consideren y 
resolver el asunto conforme a ella. Por otro 
lado, en la revisión que corresponde a los 
Tribunales federales a virtud del juicio de 
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El asunto está legalmente concluido 
y el estudio que aquí verificaremos no 
tiene más objeto que poner de relieve 
la necesidad del manejo adecuado del 
razonamiento por parte del juzgador, 
sin que sea nuestra intención evidenciar 
a nadie, por lo que acudiremos a su 
exposición sólo para ofrecer el ejercicio 
al lector de este trabajo que se anime a 


realizarlo. 


Por ello, también nos abstendremos de 
publicar cualquier dato de identificación 
del asunto, aunque debemos señalar, en 
ejercicio de objetividad, que obtuvimos 
autorización para realizar este estudio 
tanto del joven que fue sentenciado en el 
asunto como del magistrado que dictó la 


resolución definitiva en él. 


amparo mexicano, se analizan cuestiones de 
constitucionalidad de los actos jurisdiccionales 
que también, ineluctablemente, pasan por 
el tema de la valoración probatoria, aunque 
éstas autoridades no sustituyen a los jueces 
ordinarios y en sus resoluciones sólo señalan 
las violaciones constitucionales detectadas y 
fijan las pautas para enmendarlas. 


No podemos dejar de señalar que, 
tanto la forma en que quedó plasmado lo 
que se tomó como prueba de los hechos, 
como algunas referencias específicas al 
discurso judicial, se apegan estrictamente 
a lo que obra en la causa. Abordemos, 
pues, la tarea y que Júpiter y Themis nos 


sean propicios. 
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I1.- La necesidad de explicar 


Comenzaremos esta indagación con 
un relato del maestro Armando Fuentes 
Aguirre que leí hace tiempo y que 
terminó por impactar en mi labor diaria. 
Espero transmitir el mensaje que de él 
recibí. El relato dice así: 


“(...) En el rincón más alejado de la 
barra de la taberna del pueblo se hallaba 
un parroquiano. Había pedido ya varias 
copas y cada vez que el cantinero las 
servía, el hombre las apuraba de un trago 
y luego decía hay cosas que no se pueden 
explicar. Picado por la curiosidad, 
después de servir la última que le pidiera, 
el cantinero le preguntó qué era lo que 
creía que no se podía explicar, y luego 
de apurar nuevamente su trago el hombre 
dijo — Amigo, hay cosas que no se pueden 


explicar. Vea usted. 


Tengo una pequeña granja y en ella 
tengo una vaca que me da leche todos los 
días. Esta mañana, muy temprano, me 
levante a ordeñar mi vaca, como todas 


las mañanas. Había acomodado el balde 


y estaba ya sentado en mi banquillo 
cuando la vaca con una pata tiró el balde, 
de modo que decidí amarrarle esa pata 
de un poste del corral. Había acomodado 
nuevamente el balde y me disponía a 
extraer la leche cuando, con la otra pata 
la condenada vaca volvió a tirar el balde. 
Había por ahí, por suerte, otra cuerda y 
pude amarrarle también esa pata a otro 


poste. 


Puesto otra vez el balde y sentado en mi 
banquillo, la vaca comenzó a golpearme 
el rostro con la cola; como ya no tenía 
cuerdas a la mano me quité el cinturón 
para amarrarle la cola de una viga del 
techo, por lo que subí al banquillo; como 
mis pantalones me quedaban flojos al 
estarla amarrando se me cayeron hasta 


los tobillos. 


Y ahí me tiene entonces, amigo, con la 
vaca amarrada de las dos patas traseras, 
amarrándole la cola a una viga del techo 
y con los pantalones hasta los tobillos, 
cuando, de pronto, entra mi mujer al 
corral... ¡carajo! En verdad hay cosas 


que no se pueden explicar (...).” 
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Y ahí me tiene entonces, amigo, con la 
vaca amarrada de las dos patas traseras, 
amarrándole la cola a una viga del techo 
y con los pantalones hasta los tobillos, 
cuando, de pronto, entra mi mujer al 
corral... ¡carajo! En verdad hay cosas 


que no se pueden explicar (...).” 


El relato me sirve de marco ideal para 
señalar que, lejos de lo que piensa nuestro 
desafortunado parroquiano, en el mundo 
de relación social son más bien escasas 
las cosas que no se pueden explicar, pues 
a fuer de que tienen carácter fenoménico, 
siempre dejan una impronta que nos 
permite llegar a ellas para explicarlas, 
y esa explicación no consiste en otra 
cosa sino en la expresión de razones que 
encadenan la existencia del fenómeno 
con las huellas, rastros, señales, signos o 


vestigios que lo delatan. 


Así, para lograr explicar el que ocupe 
nuestra atención, tendremos que construir 


una especie de historia, una narración 


que debe ser coherente y sostenible con 
datos objetivos para que logre aceptación 


en quien la conozca. 


En 


tales 


este sentido, para aterrizar 


ideas en nuestra materia, la 
procesal judicial, debemos decir, con 
Antonio Dellepiane, que la labor de 
un juzgador llega a confundirse con 
la de un historiador cuando a ambos 
les corresponde reconstruir una parte 
de la realidad a través de un método 
consistente en ir de los rastros, vestigios 
o huellas dejados por las cosas, hechos 
o seres, a esos mismos hechos seres o 
cosas?. 

La reconstrucción .a que nos 
referimos no puede constituirse con 
cualquier contenido, sino que debe estar 
debe 


racional y razonable. Al respecto Juan 


sólidamente  argumentada, ser 


Martín Romero Martínez cita a Mario 
Bunge para afirmar que la racionalidad 
en sentido lógico se refiere al esfuerzo 
la consistencia, evitar la 


por por 


2 Cfr. Dellepiane, A.: Nueva teoría de la prueba, 
9? ed., Temis, Bogotá, 1997; pp. 14-23 
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contradicción, y en sentido dialéctico 
significa comprobar la validez de las 
inferencias, es decir, que la racionalidad 
es un esquema que permite estructurar 
ideas de manera consistente, así como 
verificar la validez de las inferencias 
dadas entre un grupo de proposiciones 


que forman un argumento. 


De la 


se traduce en una posición aceptada 


razonabilidad señala que 
mediante el consenso donde no son 
relevantes criterios de validación lógica, 
pues con ella no se intenta comprobar la 
validez de las inferencias, sino darrazones 
sustentadas en criterios de naturaleza no 
formal, como valores. Y al repasar las 
ideas de Aleksander Peczenick dice que 
un discurso es racional si su resultado 
se determina por razones coherentes que 
sirvan de sustento al mayor número de 
enunciados y conceptos que justifiquen 
una teoría; así, el grado de coherencia 
del 


elementos y ámbitos de la realidad que 


dependerá mayor número de 


abarque la argumentación. 


3 Cfr. Romero Martínez, J. M.: Estudios sobre 
la argumentación jurídica principialista. Bases 
para la toma de decisiones judiciales, UNAM- 


Noshallamosen el contexto del proceso 
judicial, y el objeto de dicho proceso es 
el de establecer si un determinado hecho 
ha ocurrido para estar en posibilidad de 


adscribirle consecuencias jurídicas. 


En este sentido las ideas del profesor 
Michelle 


expresar la primera parte del enunciado 


Taruffo nos sirven para 
anterior como la pretensión del proceso 
de establecer si determinados hechos 
han ocurrido o no donde las pruebas 
sirven, precisamente, para resolver este 
problema, pues “(...) permiten establecer 
si los hechos relevantes para la decisión 
se han producido realmente y, en su caso, 
cuáles de ellos; es decir, para fundar y 
controlar la verdad de las afirmaciones 


que tienen a esos hechos por objeto 


(ys 


114, México, 2016; pp. 62, 106 


4  Taruffo, M.: La prueba de los hechos, trad. 
Ferrer Beltrán, Jordi, 4? ed., Trotta, Madrid, 
2011; pp. 21-23 
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Ahora, para alcanzar el fin de una 
explicación aceptable es necesaria la 
coherencia narrativa, pues ésta, según 


MacCormick: 


“(...) Proporciona un examen de 
la verdad o la probable verdad de las 
proposiciones sobre cosas y sucesos no 
percibidos. Es un examen del carácter 
explicativo de la proposición examinada 
dentro del mismo esquema de explicación 
que explica las proposiciones que se 
consideran verdaderas sobre la base de 
la percepción. La probabilidad relativa 
de una u otra de dos proposiciones 
mutuamente inconsistentes sobre el 
mismo suceso no percibido (...) depende 
de la coherencia con los otros varios 
sucesos que se supone han ocurrido... la 
historia más coherente entre las historias 
mutuamente inconsistentes es la que 
implique la menor improbabilidad según 


tal examen (...).? 


5 MacCormick, N.: Retórica y Estado de 
Derecho. Una teoría del razonamiento 
jurídico, trad. Gascón Salvador José Ángel, 


Palestra, Lima, 2016; p. 377 


Al comentar esta misma idea de 
MacCormick, Manuel Atienza dice que 
la coherencia narrativa suministra un 
test en relación con cuestiones de hecho 
cuando no cabe prueba directa sobre éste, 
y que dicho test justifica que asumamos 
creencias en relación con hechos 
pasados porque consideramos al mundo 
fenoménico como algo explicable en 


términos de principios racionales'. 


Acudimos a MacCormick nuevamente 
para rescatar su afirmación en el sentido 


de que un: 


“(...) relato de un suceso pasado o 
de un complejo de sucesos relacionados 
pasados es creíble solo si es coherente. 
Esto exige que no haya inconsistencias 
lógicas inexplicables entre cualesquiera 
de sus elementos fácticos, y que exista 
alguna implicación causal y motivacional 
de todo el 


enunciados en las declaraciones fácticas 


complejo de sucesos 


que, en conjunto, constituya en sí mismo 


6 Cfr. Atienza, M.: Las razones del Derecho. 
Teorías de la argumentación jurídica, UNAM, 
MÉXICO, 

2011, p. 119. 
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una explicación satisfactoria de los 
mismos. En el caso de dos explicaciones 
mínimamente coherentes, las que se 
apoyen en las hipótesis causales o 
motivacionales más plausibles y/o los 
recuerdos, registros o declaraciones de 
testigos más manifiestamente creíbles 
deben preferirse a las que hagan 


asunciones menos plausibles (...).” ” 


Creemos que en esto consiste la 
razonabilidad de una explicación, y al 
respecto, Thomas DaRosa de Bustamante, 
Juan Antonio García Amado, y Alfonso 
J. García Figueroa, al analizar las ideas 
del autor antes citado dicen que “(l)a 
razonabilidad, como concepto valorativo, 
asume en la dogmática jurídica el 
papel de un parámetro para evaluar y, 
esencialmente, criticar las decisiones 
jurídicas particulares. Funciona, en un 
último análisis, como un criterio —o, 
mejor dicho, un conjunto de criterios- 


para decidir de forma correcta.” * 


7  MacCormick, N.: Retórica y...; p. 378 


8 Da Rosa de Bustamante, T. et al: Teoría 
de la argumentación judicial. Principio de 
proporcionalidad y racionalidad de las 


TII.- Explicar y argumentar 


as razones no aparecen, a los 
fines que aquí les adscribimos, 
aisladas, sino que se encuentran 
insertas, relacionadas, en un contexto 
Son los 


argumentativo. argumentos, 


entendidos como conjuntos de 
enunciados, de proposiciones, los que 
servirán para describir los hechos, las 
pruebas que los demuestran, las razones 
que se aducen para concluir que así es 
o que no, así como las consecuencias 
jurídicas que les corresponden y por 
qué. Los argumentos son la base toral 
del proceso, sin razones, sin argumentos, 


éste simplemente carece de contenido. 


Al respecto Rodolfo Luis Vigo dice 


que: 


“(...) con la argumentación se pretende 
que el derecho no se reduzca a voluntad 
o decisión autoritativa comunicada 
al destinatario, sino que contenga un 


esfuerzo justificatorio racional que pueda 


decisiones judiciales, trad. Panez Solórzano, 
Juan Carlos, Legales Ediciones, Lima, 2017; 
p. 265 
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ser comprendido y aceptado por la razón 
del obligado (...). Esa reconciliación del 
derecho con la razón práctica, aporta a 
la legitimidad de la autoridad y permite 
impugnarla cuestionando los argumentos 
aducidos como justificativos de lo 


mandado (...)”. ? 


Y que la argumentación “(...) confía 
en que con la razón podemos comprobar 
si una decisión está justificada 
internamente por medio de la lógica, y 
también si está justificada externamente 
por medio de la identificación de los 


argumentos utilizados (...).”' 


Este autor afirma que recurrir a 
argumentos implica la reivindicación 
de un derecho y una respuesta racional 
y razonable que rechaza lo que esté 
en contraposición de la lógica o lo 
gravemente absurdo desde el punto 
de vista axiológico!' y entiende que la 
9  L.Vigo, R.: La interpretación (argumentación) 

jurídica en el Estado de Derecho 


Constitucional, Tirant Lo Blanch, México, 
2017; p. 18 


10 L. Vigo, R.: La interpretación...; p. 22 
11 Cfr. L. Vigo, R.: La interpretación...; p. 50 


argumentación se traduce en el “(...) 
esfuerzo racional que debe hacer el 
jurista para determinar y persuadir a los 
destinatarios de que la solución jurídica 
se ajusta al caso y no es arbitraria o 


meramente autoritativa (...).”? 


Por su parte, Daniel González Lagier 
dice de la argumentación, al verificar un 
análisis de las ideas de Stephen Toulmin, 


que: 


“(...) toda argumentación parte de una 
pretensión que es aquello que se sostiene, 
aquello que se quiere fundamentar. Si esta 
pretensión es puesta en duda, debe ser 
apoyada por medio de razones, esto es, 
hechos que den cuenta de la corrección de 
la pretensión. Ahora bien, en ocasiones 
hay que explicitar por qué las razones 
apoyan la pretensión, y ello debe hacerse 
por medio de un enunciado que exprese 
una regularidad que correlacione el tipo 
de hechos que constituye la razón con la 
pretensión. Este elemento fundamental 
de la argumentación es la garantía, que 


consisten siempre en una regla, norma o 


12 L. Vigo, R.: La interpretación...; p. 114 
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enunciado general. A su vez, la garantía 
puede ser apoyada con un respaldo, que 
trata de mostrar la corrección o vigencia 
de esa regularidad (...).”* 

Llegados a este punto estamos 
en posibilidad de afirmar que todo 
lo expuesto hasta el momento en el 
tema del uso de la argumentación 
como un instrumento para expresar 
proposiciones racionales y razonables 
no puede alcanzarse si no se cuenta con 
un adecuado manejo y un conocimiento 
exhaustivo del lenguaje, pues, como 
sostiene Iván Escoto Mora, argumentar 
es “agrupar en el orden del lenguaje al 
pensamiento para dotar de significado a 


los símbolos que lo constituyen.”** 


Este autor dice, con Manuel Atienza, 
que el aspecto formal de la argumentación 
remite al ámbito de la lógica en el 


sentido de que las proposiciones con 


13 González Lagier, D.: Quaestio facti. Ensayos 
sobre la prueba, 
Fontamara, México, 2013; p. 40 


causalidad y acción, 


14 Escoto Mora, l|.: El 
argumentación jurídica. En los juicios orales 
y en la oralidad, UBIJUS, México, 2011; p. 12 


impacto de la 


que se construyen los argumentos deben 
ser congruentes entre sus premisas 
y conclusiones; y que en el aspecto 
material implica la justificación fáctica 
de dichas proposiciones en un marco 
de constatación objetiva que sustente la 


estructura formal.!* 


15 Cfr. Escoto Mora, |.: El impacto...; p. 29 
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IV.- La argumentación y la prueba 
judicial 


entado lo anterior, acerquémonos 
más al tema que nos ocupa: 
la prueba judicial. Para ello, 


en primer lugar, destaquemos la 
enorme importancia que tiene desde 
la perspectiva social en relación con la 
expectativa de justicia, el tema probatorio, 
específicamente en el ámbito penal. A la 
humanidad le ha costado ríos de sangre 
y tinta evolucionar de la venganza 
privada como medio para resolver los 
más perpetrados 


agravios gravosos 


intersubjetivamente, a la potestad 
concedida al Estado para sancionarlos 
jurídicamente. Trecho histórico en el 
que se transitó por el juicio divino como 
parámetro demostrativo de un injusto; 
la tortura como prueba incuestionable 
del 


formalmente a los medios de convicción 


delito y el valor preasignado 


que se llevaban a proceso, hasta llegar a 
un estadio en el cual lo que se privilegia 
es la racionalidad y razonabilidad de 
enunciados acerca de hechos que se 
dicen acontecidos, a los que se les asigna 


una consecuencia jurídica atendida su 


plausibilidad, pues lo que se lleva a 
juicio no son los hechos que fundan la 
pretensión, sino las afirmaciones que 


acerca de esos hechos postulan las partes. 


Por esta razón coincidimos con 
Daniel González Lagier cuando sostiene 
que “probar un hecho consiste en 
mostrar que, a la luz de la información 
que poseemos, está justificado aceptar 
que ese hecho ha ocurrido”*? y con Neil 
MacCormick cuando afirma que “es 
obvio que casi nunca podemos conseguir 
una demostración absolutamente cierta 
sobre ninguno de los sucesos pasados, 
y es aún más difícil establecer con 
seguridad la verdad sobre una serie 
compleja o concatenación de sucesos 
y transacciones humanas.”'” Empero, 
respecto a este punto no debemos perder 
de vista que el proceso judicial no puede 
claudicar en su objetivo de declarar que 
el acontecimiento de un hecho resultó 


probado o no en su decurso, pues de ello 


16 González Lagier, D.: Quaestio facti...; p. 75 


17 MacCormick, N.: Retórica y...; p. 371 
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depende la delicada tarea que reposa 
en los jueces, relativa a la impartición 


justicia. 


dificultad 
mencionada, Michelle Taruffo dice que 


Sin desconocer la 
la capacidad del proceso de alcanzar la 
verdad de los hechos es mínima en uno 
que limite fuertemente el empleo de los 
medios de prueba y contenga muchas 
reglas de prueba tasada; en tanto que 
es máxima en uno en el que todas las 
pruebas relevantes sean admisibles y 
estén sujetas a la libre apreciación del 
juez y que “el principio de verdad de 
los hechos no identifica una ideología 
especifica del proceso... representa una 
suerte de dato constante que resurge en 
todas las ideologías que conciben algún 
tipo de decisión justa como finalidad del 


proceso. ” '' 


18 Cfr. Taruffo, M.: La prueba de...; pp. 47 y ss 


El profesor italiano sostiene que una 
justicia carente de arbitrariedad debe 
basarse en alguna medida en la verdad, 
es decir, en juicios sujetos a verificación 


empírica.” Y afirma que 


(sjolo en el ámbito de la concepción 
de la prueba como instrumento para 
alcanzar una determinación verdadera 
de los hechos puede encontrarse una 
confirmación coherente de la ideología 
que... se ha definido como legal racional 
de la decisión judicial, con todo el 
conjunto de garantías que se vinculan 
con ella... no tiene sentido invocar 
valores como la legalidad, la corrección 
y la justicia de la decisión si no se 
reconoce que la verdad de los hechos es 
condición necesaria para una correcta 
aplicación de la norma. Pero todo esto 
no tiene sentido si no se reconoce que la 
función propia y exclusiva de la prueba es 
la de ofrecer elementos para la elección 
racional de la versión de los hechos que 


puede definirse como verdadera. ? 


19 Cfr. Taruffo, M.: La prueba de...; p. 69. 
20 Taruffo, M.: La prueba de... p. 86. 
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Bien. Tenemos sobre la mesa qué es 
lo que dota de contenido decisorio a un 
proceso judicial y de qué herramienta 
debe servirse para alcanzar su objetivo, 
que no es otra sino la argumentación. 
Ahora toca analizar cómo es que se debe 
manejar esa herramienta. Antes que otra 
cosa diremos con Boris Barrios González 


que, como un artesano en su oficio 


(e)! juez examina el hecho y la 
prueba frente a la previsión abstracta 
de la norma, reconstruye el hecho con 
base en la prueba, y allí el elemento de 
convicción: que la reconstrucción sea 
posible por razón de la prueba misma y 
no por sustitución intelectiva... porque 
interpretar la ley penal y aplicarla al 
caso concreto, con fundamento en la 
prueba o pretextando la prueba, no es 
simplemente cuestión de adecuación 
literaria, es, sobre todo, darle vida 
natural y perfecta a la norma (no un 
engendro), determinando su real sentido 
y alcance en la regulación de la vida 
real. ?! 

21 Barrios González, B.: Teoría de la sana crítica. 


Interpretación, valoración y argumentación de 
la prueba, UBIJUS, México, 2017; p. 108. 


También es interesante lo que dice el 
profesor Perfecto Andrés Ibañez cuando 


señala 


al operar, como lo hace el juez, en 
el marco de un sistema escalonado 
de instancias, hay siempre un primer 
momento de máxima  contigiiidad 
al segmento de experiencia jurídica 
sometido a consideración. En él, se hace 
preciso entrar —con el lenguaje como 
único vehículo- en relación directa con 
los sujetos implicados, con las diversas 
fuentes de prueba; tomar contacto con la 
situación a examen, recibiendo así todo 
un cúmulo de informaciones que deben 
ser tratadas procesalmente, tamizadas 
en el juego de las reglas del método 
probatorio, evaluadas en función de 
su mayor o menor relevancia o aptitud 
para integrar un “supuesto de hecho”, 
en cuya construcción como tal el que 


enjuicia participa de manera activa.?? 


22 Andrés Ibañez, P.: Los hechos en la sentencia 
penal, Fontamara, México, 2005; p. 18. 
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Esta es una actividad, a más de 
compleja, muy delicada, por cuanto de 
ello depende la concreción, en la medida 
en que esto sea posible, de una decisión 
apegada al valor justicia, de modo que 
para poder llevarla a cabo, el maestro 


Ibañez dice que 


“(..) el juez recibe testimonios, 
examinadocumentos, analizadatos, quele 
son presentados en forma contradictoria 
e interesada. Sobre ellos debe realizar 
una cuidadosa labor de valoración 
crítica, desechando no sólo los que no 
ofrezcan garantías de veracidad, sino 
incluso aquellos que, con independencia 
de su eventual valor informativo, no 
hubieran sido obtenidos en el respeto 
de determinadas reglas procesales 
del juego, integrantes de la disciplina 
constitucional del proceso. Así resulta 
que la dimensión jurídico-sustantiva 
implicita en el tratamiento de la cuestión 
de hecho que viene dada ya en un primer 
momento por la concurrencia de una 
hipótesis normativa como hipótesis de 
trabajo del intérprete operativo, aparece 


además, reforzada por la predisposición 


de un marco formal, imperativo, al que 
ha de ajustarse el proceso como proceso 
de adquisición de conocimiento, si se 
quiere que éste resulte jurídicamente 


relevante. (...) "2% 


Insistimos en que la conclusión 
obtenida de este ejercicio intelectual 
debe obtenerse sobre la base de la 
racionalidad y la razonabilidad para que 
podamos tenerla por justificada, pues, 
como dicen Marina Gascón Abellán y 
Alfonso García Figueroa (e)n el discurso 
sobre la prueba, el descubrimiento es 
el iter intelectivo que ha conducido 
al juez a formular como verdaderas 
aserciones sobre hechos controvertidos; 
la justificación hace referencia a las 
razones por las que esas aserciones 
pueden entenderse verdaderas... el juez 
no puede descubrir una verdad que luego 
no esté en condiciones de justificar 


mediante unos patrones de racionalidad, 


23 Andrés Ibañez, P.: Los hechos en...; p. 22. 
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y para ello, necesariamente, habrá de 
hacer uso de tales patrones en el propio 


proceso de averiguación de la verdad.?* 


Sobre este punto el tratadista Diego Del 
Vecchi dice que justificar externamente 
la premisa fáctica consiste en dar razones 
en favor de la verdad de la proposición 
que esa premisa expresa, en responder a 
la quaestio facti demostrando que lo que 
el enunciado asevera (el evento token) 
ocurrió efectivamente en el mundo... 
La justificación de una aserción tal, en 
una visión racionalista de la prueba, 
depende de la presencia de elementos 
probatorios suficientes para la aceptación 
del enunciado fáctico como premisa de la 


decisión.” 


Este mismo autor cita a Michelle 
Taruffo para señalar que la justicia de 


una decisión judicial no presupone 


24 García Figueroa, A. et al: La argumentación 
en el Derecho. Algunas cuestiones 
fundamentales, Palestra, Lima, 2003; p. 397 


25 Del Vecchi, D.: Problemas probatorios 
perennes. Un análisis a la luz del nuevo 
proceso penal mexicano, Fontamara, México, 
2018; p. 15 


únicamente su legalidad, entendida 
como una interpretación y aplicación 
correcta de las normas, sino también 
su veracidad, entendida como la 
comprobación de la verdad de los hechos 
relevantes. Para el profesor de Pavía las 
normas sobre pruebas con frecuencia 
son antiepistémicas, en la medida en 
que excluyen o limitan la búsqueda de la 
verdad, lo cual es relevante porque una 
cosa es la verdad de una proposición, 
que, en principio, es independiente de 
la prueba que al respecto se tenga, y 
otra cosa es que haya prueba suficiente 
en su favor. Así, “(...) el solo hecho de 
que la decisión judicial contenga una 
premisa fáctica que el juez asevera como 
verdadera sobre la base de que hay 
prueba epistémicamente relevante en su 
favor, es una buena razón para afirmar 
que en el acto procesal final, i.e. la 


sentencia, hay una pretensión de verdad 


(...). 2 


26 Cfr. Del Vecchi, D.: Problemas probatorios...; 
p. 21. 
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idea de 


Del Vecchi en el sentido de que la 


Finalmente señalemos la 


justificación del enunciado fáctico de una 
decisión judicial depende de la existencia 
de razones epistémicas, o sea, de pruebas 
suficientes en su favor, lo que trae como 
consecuencia la justificación del uso de 
ese enunciado como premisa menor de 


un silogismo judicial.” 


27 Cfr. Del Vecchi, D.: Problemas probatorios. ..; 
p. 38 


V.- Sistemas de valoración de la 
prueba. Legal o tasado y libre 
convicción o sana crítica 


ontinuemos este análisis 


refiriéndonos ahora a las 

formas en que se lleva a cabo 
la valoración de la prueba en nuestro 
sistema jurídico. Así tenemos que en 
el curso de nuestra historia jurídico 
procesal reciente, son dos los sistemas 
de valoración a los que hemos acudido: 
el sistema legal o tasado (que en realidad 
tuvo características de sistema de 
valoración mixto) y el de libre convicción 
o sana crítica. Veamos en qué consiste 


cada uno de ellos. 


1.- Legal o tasado 


El primero de ellos, también según 


Del Vecchi, puede definirse como: 


“(...) uno en el cual el legislador, a 
través del establecimiento de reglas 
rígidas, determina cuánto peso tiene cada 
elemento de juicio, así como también 
cuándo un conjunto de elementos de 
juicio es suficiente para tener por probado 


el enunciado fáctico. Lo que cuenta es, 
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en última instancia, lo que decide el 
legislador: él establece las condiciones 
fácticas concretas ante las cuales (está 
probado un hecho) (...).” 


Al hacernos cargo del análisis de 
este sistema de valoración de la prueba 
consideramos pertinente indicar que 
la apreciación de la prueba desde una 
perspectiva racional no es privativa del 
sistema acusatorio, sino que ya se hallaba 
presente en el sistema de enjuiciamiento 
penal inquisitivo mixto que fue dejado 


atrás. 


Ahora bien, cómo es que en éste 
sistema se llegaba a la conclusión de 
que a un hecho acontecido en el mundo 
de relación social correspondía una 
consecuencia 


determinada jurídica, 


trataremos de contestarlo a continuación. 


¿Con base en qué el Estado a través 
de los órganos facultados para ello 
podrá válida y legalmente fincar juicio 
punitivo a una persona para reprochar 
y sancionar su actuar? Podemos afirmar 


sin cortapisas que esa base la constituye 


el arsenal probatorio que a él se allega 
y que sirve para demostrar: 1.- Que se 
verificó un hecho en el mundo de relación 
social derivado del actuar intencional o 
imprudente de una persona; 1i.- Que ese 
hecho engasta en la descripción típica 
de una norma penal; y 111.- Que quien 
realizó el hecho no se halla amparado 
bajo ninguna causa de justificación; que 
en virtud del estado mental y psicológico 
que guardaba al actuar es posible 
imputarle el resultado lesivo derivado 
de su hecho y que, en consecuencia, 
debe exigírsele que responda jurídica y 


legalmente por él. 


El código de procedimientos penales 
del estado de Guanajuato” previene una 
amplia libertad probatoria para justificar 
los extremos recién mencionados, cuya 
única limitante se encuentra en que las 
pruebas que se aporten sean conducentes 
y no vayan contra la moral o el derecho, 
según se establece en el artículo 194 
del mismo código. de las que de modo 
nominado regula el ordenamiento en 
28 Vigente a la fecha para los asuntos que ya se 


hallaban en trámite a la entrada en vigor del 
sistema acusatorio 
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cita, únicamente la inspección y los 


documentos públicos hacen prueba 
plena, el resto han de considerarse como 
meros indicios, es decir, como hechos 
indicadores de un diverso suceso, como 
fenómenos de los cuáles es posible inferir 


la existencia de otros. 


El diverso numeral 273 del código 
invocado establece precisamente lo 
que se acaba de mencionar respecto 
del valor convictivo de las pruebas y el 
número 274 de esa misma ley contiene 
las reglas con las que ha de realizarse 
su valoración conjunta, destacando de 
modo superlativo el énfasis que en el 
citado precepto se otorga a la naturaleza 
de los hechos y al enlace lógico y natural 
más o menos necesario existente entre lo 


que se conoce y lo que se indaga. 


De este modo, para que se genere en 
el ánimo del juzgador, máxima autoridad 
en el proceso, la convicción de que algo 
aconteció en los términos que se plasmó 
en el párrafo que antecede, es necesario 
que éste realice un ejercicio de reflexión 


con base en las reglas de la lógica, la 


experiencia y la sana crítica, que arroje 
los instrumentos necesarios para que 
el órgano jurisdiccional justifique la 
decisión que tome en relación con el 


asunto del que conoce. 


Lo anterior quiere decir, en términos 
muy sencillos, que el juzgador no va a 
creer a pie juntillas lo que ante él expongan 
las partes, simple y sencillamente porque 
las pruebas que alleguen reúnan los 
requisitos formales previstos para que 
sean admitidas en el proceso, sino que 
debe verificar un análisis profundo para 
determinar si el hecho que se somete 
a su consideración verdaderamente 
existió, pues, siguiendo las ideas de 
Antonio Dellepiane, el resolver este 
problema implica la resolución de 
uno previo y de capital importancia: la 
posibilidad o imposibilidad de dicha 
existencia; imposibilidad que puede ser 
de distinta índole, a saber: a) Metafísica, 
cuando implica que el hecho de que se 
trate se oponga al principio lógico de 
contradicción, por ejemplo, que se afirme 
que una persona estuvo en un sitio en un 


momento dado, y al mismo tiempo en 
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otro lugar; b) Física o natural, cuando el 
hecho se opone a las leyes constantes e 
inflexibles de la naturaleza, por ejemplo, 
afirmar que las rocas flotan en el aire; y 
c) Ordinaria o común, por la que el hecho 
se opone al curso regular de las cosas; a 
leyes de una constancia y generalidad 
sólo relativa, de donde resulta que, 
según sean esas leyes más o menos 
constantes o generales, la posibilidad 
o imposibilidad de ese hecho, o mejor 
dicho, la probabilidad o improbabilidad 
de su existencia aumentará o disminuirá, 
22 y aquí podríamos citar el valiosísimo 
ejemplo de que los delitos de carácter 
sexual, por su propia naturaleza, 
generalmente se cometen en ausencia de 
testigos. 

Dicho de esta forma, la prueba es, 
pues, el modo de aquilatar, de admitir 
la evidencia incuestionable de la 
verdad, entendida como la adecuación 
entre el pensamiento y la realidad; de 


cerciorarnos de su certeza legítima. 


29 Cfr. Dellepiane, A.: Nueva teoría...; p. 38 


Así, toda prueba, por legalmente 
plena o perfecta que sea, si se refiere 
a un hecho inverosímil, se torna en 
presuntivamente falsa, y por tal motivo, 
en judicialmente inaceptable; es decir, 
cualquiera que sea el medio o medios de 
prueba que se utilicen para reconstruir 
un hecho, si esa reconstrucción lleva a 
un resultado inverosímil o a un sistema 
de hechos parciales incoherentes o 
que se contradicen, dichas pruebas son 


inaceptables.*% 


Ahora, aún las pruebas que la propia 
legislación adjetiva admite con pleno 
valor demostrativo tienen un límite en 
ese sentido, pues demuestran únicamente 
en relación a su contenido, de modo que, 
para llegar al conocimiento pleno del 
hecho indagado, deben adminicularse 
con el resto de las que existan en el 


proceso. 


Todas ellas, sigue Dellepiane, en su 
calidad de partes accesorias de un todo, 


como hechos parciales o modalidades 


30 Cfr. Dellepiane, A.: Nueva teoría...; pp. 40 y 
ss. 
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circunstanciales de un mismo suceso, 
deben deben 


ensamblar unas con otras, de manera 


concordar entre sí, 
que constituyan un hecho natural, lógico, 
coherente. Para que tengan eficacia 
demostrativa plena, deben obedecer a la 
ley de las tres unidades: tiempo, lugar 
y acción; de modo que cada indicio, al 
combinarse con los otros, tomará su 
lugar en el tiempo y en el espacio, y 
todos se coordinarán según su carácter 
o naturaleza, las relaciones de causa a 
efecto, de medio a fin, de coexistencia 
que los vinculan, y si resultan conformes 
con las relaciones necesarias que derivan 
de la naturaleza de las cosas, estaremos 
entonces ante pruebas cuya aceptación 
no es sólo válida, sino necesaria para 


establecer la existencia del hecho. ?! 


Lo que hasta aquí ha sido expuesto 
constituye lo que dota de significado al 
contenido del artículo 274 del código 
de procedimientos penales del estado 
literalmente 


de Guanajuato, cuando 


establece que los tribunales, “(...) según 


31 Cfr. Dellepiane, A.: Nueva teoría...; pp. 89 y 


90 


la naturaleza de los hechos y el enlace 
lógico y natural necesario que exista 
entre la verdad conocida y la que se 
busca, apreciarán en conciencia el valor 
de los indicios hasta poder considerarlos 
prueba plena (...)”. 

Implica la actividad lógica de 
reflexión del juzgador para llegar a la 
certeza en su ánimo, a la convicción, de 
que un hecho humano aconteció y que 
es posible imputárselo penalmente a la 
persona que lo realizó, para que por él 
responda sobre la base de criterios de 


racionalidad y razonabilidad. 


2.- Libre convicción o sana crítica 


De otra parte, el sistema de valoración 
que por disposición expresa en los 
artículos 265 y 402 del código nacional 
de procedimientos penales corresponde 
al sistema acusatorio es el de la sana 
crítica. Acudimos nuevamente a Del 
Vecchi para decir que en éste lo que 
relevante para resolver el peso probatorio 
es la relevancia epistémica objetiva de 
cada elemento de prueba, así como de 


su conjunto, que operen en favor de 
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un enunciado fáctico, sin que existan 
reglas jurídicas que determinen ese peso, 
ni estados subjetivos a los que quede 


enlazada la suficiencia probatoria. 


Así, la única regla relevante es la que 
determina que la valoración de la prueba 
ha de justificarse de acuerdo a las pautas 
epistemológicas comunes. las reglas del 


correcto entendimiento humano. 


Serían estas reglas, y solo ellas, las 
determinativas del peso epistémicamente 
objetivo de las pruebas individualmente 
consideradas y del conjunto de ellas, en 
favor del enunciado fáctico. Añade que 
estas reglas las componen las de la lógica 


y las de la experiencia común. *? 


Este mismo autor sostiene que el 
producto obtenible de la epistemología 
es lo que identifica como la inferencia a 
la mejor explicación, lo que se traduce 
en una serie de criterios para elegir la 
hipótesis más plausible entre las que 


se hallan confrontadas, asumiendo la 


32 Cfr. Del Vecchi, D.: Problemas probatorios...; 
pp. 46 y ss. 


suficiencia epistémica como constitutiva 
del hecho de estar probado un enunciado 
fáctico, de modo que la declaración en 
este sentido por el órgano jurisdiccional 
describiría el hecho consistente en 
la mayor bondad explicativa de una 


hipótesis.** 


Podemos decir que la sana crítica la 
sana crítica es la operación intelectual 
realizada por el juez destinada a la 
del 


de las pruebas judiciales, verificada 


correcta apreciación resultado 
con sinceridad y buena fe, que podría 
definirse como una especie de lógica 
interpretativa sumada al común sentir de 
la gentes, es decir, como la combinación 
de criterios lógicos y de experiencia que 
debe aplicar el juzgador. Las reglas de la 
sana crítica son, ante todo, las reglas del 
correcto entendimiento humano. En ellas 
interfieren las reglas de la lógica, con las 


reglas de la experiencia del juez. 


33 Cfr. Del Vecchi, D.: Problemas probatorios...; 
pp. 53 y 54 
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Unas y otras contribuyen, de igual 
manera, a que el juzgador pueda analizar 
la prueba con arreglo a la sana razón 
y a un conocimiento experimental de 
las cosas. El juez que debe decidir con 
arreglo a la sana crítica, no es libre de 
razonar a voluntad, discrecionalmente, 


arbitrariamente. 


Esta manera de actuar no sería sana 
crítica, sino libre convicción. La sana 
crítica es la unión de la lógica y dela 
experiencia, sin excesivas abstracciones 
de orden intelectual, pero también sin 
olvidar esos preceptos que los filósofos 
llaman de bondad lógica, tendientes 
a asegurar el más certero y eficaz 


razonamiento. > 


Para Boris Barrios González la sana 


crítica constituye: 


“(...) el sistema, técnica y arte de 
juzgar atendiendo a la bondad y verdad 
sin vicios ni 


de los hechos, error, 


mediante la lógica, la experiencia, la 


34 Recuperado de  http://www.enciclopedia- 


juridica.biz14.com/d/sana-critica/sana-critica. 
htm el 21-02-19 


equidad y las ciencias y artes afines y 
auxiliares y la moral, para alcanzar y 
establecer, con expresión argumentativa, 
la certeza sobre la prueba en el proceso 
donde el operador de justicia tiene 
que ser un entendido en la lógica, un 
técnico en la aplicación de las reglas 
que llevan del razonamiento lógico en la 
valoración de las pruebas vertidas en el 
proceso, a la exposición argumentativa 
de la justificación (motivación) y la 
explicación (argumentación) de la 


decisión judicial (...). * 
Y además dice este autor que la: 


“(...)sana crítica en cuanto sistema de 
interpretación y valoración de a prueba 
opera no solo en función de orientar al 
operador de justicia en la aplicación de 
los principios y reglas que gobiernan el 
sistema, sino también exteriorizando, 
de manera argumentativa, cómo fue que 


llegó a la decisión del caso que juzga, 


35 Barrios González, B.: Teoría de la...; pp. 34- 
35 
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permitiendo, de esa manera, que la 
fundamentación probatoria que empleó 


pueda ser verificada (...)”. * 


36 Barrios González, B.: Teoría de la...; p. 45. 


VI.- El ideal a alcanzar 


e lo que hasta aquí hemos 


expuesto encontramos que, 

como estándar deseable, un 
operador de la norma jurídico penal en 
sede judicial experto en argumentación, 
estará en posibilidades de dar respuestas 
jurídicas que se encuentren más cerca del 
ideal colectivo de justicia. Sin embargo, 
subrayo, esto constituye aún una meta 
a alcanzar, pues como dice Barrios 


González, en nuestro sistema de justicia. 


“(...) el operador de justicia se 
acostumbró solo a justificar (motivar) 
su decisión en el poder de juzgar, y por 
cuanto que el fallo no alcanzaba a ser 
explicado (argumentación) no cumplía 
con el valor eficacia (interés social). Es 
así que el fallo solo cumplía, al amparo 
del colapsado modelo del positivismo 
lógico jurídico con ser legítimo 
(basado en la ley), válido (sustentado 
en el silogismo lógico: premisa mayor, 


premisa menor, conclusión), pero carente 
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de argumentación, por lo que no cumplía 
con el valor eficacia de atender al interés 


social (...)”. 7 


Esto tiene una enorme relevancia en 
virtud de que en la materia penal está 
en juego siempre, tanto la libertad de 
una persona, como el derecho de otra 
a que se le repare el daño causado por 
una conducta penalmente ilícita. Por ello 
Luigi Ferrajoli dice, en relación con el 


tema que aquí nos ocupa, que el: 


“(...) presupuesto de la pena debe ser 
la comisión de un hecho unívocamente 
descrito y denotado como delito no sólo 
por la ley, sino también por la hipótesis 
de la acusación, de modo que resulte 
susceptible de prueba o confutación 
judicial... Al propio tiempo, para que el 
juicio no sea apodíctico, sino que se base 
en el control empírico, es preciso también 
que las hipótesis acusatorias sean 


concretamente sometidas a verificación 


37 Barrios González, B.: Teoría de la...; p. 70. 


y expuestas a refutación, de forma que 
resulten convalidadas sólo si resultan 


apoyadas por pruebas y contrapruebas.** 


También indica el profesor italiano que 
lo que él identifica como decisionismo se 


traduce en: 


“(...) la falta de anclajes empíricos 
precisos y de la consiguiente subjetividad 
de los presupuestos de la sanción (y) se 
manifiesta... en el carácter subjetivo del 
juicio, que, en ausencia de referencias 
determinadas, 


fácticas exactamente 


resulta basado en valoraciones, 
diagnósticos o sospechas subjetivas antes 
que en pruebas de hecho... factor de 
subjetivación... que... degrada la verdad 
procesal de verdad empírica, pública 
e Intersubjetivamente controlable, a 
convencimiento íntimamente subjetivo 


y, por tanto, irrefutable del juzgador 


IA 


38 Ferrajoli, L.: Derecho y razón. Teoría del 
garantismo penal, trad. Andrés Ibañez, 
Perfecto et al, 9*? ed., Trotta, Madrid, 2009; p. 
37. 


39 Ferrajoli, L.: Derecho y razón...; p. 43. 
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Ante escenarios nada 


alentadores 


estos 

no es posible que en 
ausencia de una argumentación sólida 
que explique de modo claro y preciso por 
qué razones debemos estar convencidos 
de que algo sucedió en el mundo de 
relación social, que justifique que ese 
acontecimiento se encuentra previsto, 
tutelado, contemplado, supuesto por una 
norma de carácter jurídico penal que a 
su existencia adscribe consecuencias 
jurídicas y por qué una o varias personas 
deben responder a esas consecuencias, 
no es posible, decíamos, hablar de una 
decisión judicial racional, razonable, 
ni mucho menos justa, tal como con 
meridiana claridad expone Taruffo al 


señalar que: 


“(...) independientemente del criterio 
jurídico que se emplee para definir 
y valorar la justicia de la decisión... 
ésta nunca es justa si se funda en una 
determinación errónea o inaceptable 
de los hechos... la veracidad y la 
aceptabilidad del juicio sobre los hechos 
es condición necesaria (obviamente, 


no suficiente) para que pueda decirse 


que la decisión judicial es justa. En 
consecuencia, hay un posible margen de 
injusticia en la sentencia, que coincide 
teóricamente con la eventual desviación 
entre la forma concreta en que los hechos 


se determinen y su verdad empírica 


(y. 


En este sentido Ferrajoli señala que 
una “(...) tesis o una teoría son más 
plausibles o más aproximativamente 
verdaderas y, por tanto, preferibles a 
otras por causa de su mayor - poder de 
explicación - y de los controles más 
numerosos favorablemente superados 


por ellas (...)”.* 


Y Taruffo señala que cada “ (...) cada 
vez que una norma hace depender un 
efecto jurídico de una premisa fáctica, 
la norma no se aplica correctamente si 
el hecho no se ha producido, es decir, 


si no se dispone de una determinación 


40 Taruffo, M.: La prueba de...; p. 64. 


41 Cfr. Ferrajoli, L.: Derecho y razón...; p. 50. 
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verdadera de las circunstancias empíricas 
que integran el — hecho - previsto por la 


norma (...).” 9 


Es por ello que las decisiones de los 
órganos jurisdiccionales, materializadas 
en sus resoluciones, deben estar fuerte, 
sólidamente revestidas de razones, pues 
solamente de ese modo pueden cumplir 
los fines de pacificación y seguridad 
jurídica radicados, según Barrios 
González* en la confianza que deben 
producir no sólo para las partes en el 
proceso, sino para la sociedad toda, al 
convencer de la razón y no de la sinrazón. 

Esto, la exposición de indiscutibles 
razones, es lo que moralmente compele 
a un ciudadano al acatamiento de la 
norma individualizada en una resolución 
judicial, que se le otorguen razones por 
las que debe dar, hacer o dejar de hacer lo 
que la norma indica, y es lo que justifica 


que ante la ausencia de cumplimiento 


42 Taruffo, M.: La prueba de...; p. 67. 


43 Cfr. Barrios González, B.: Teoría de la... , p. 
71 


voluntario el Estado acuda a exigirlo 
mediante la coacción, imponiendo su 
imperio al contumaz. 

Por ello acertadamente el profesor 
argentino Rodolfo L. Vigo sostiene 
que la “(...) autoridad de otro hombre 
no se ejerce con respeto a nuestra 
dignidad cuando intenta que la acatemos 
simplemente porque ya ha dispuesto un 
mandato positivo o negativo acerca de 


ciertas conductas (...).” Y 


44 L. Vigo, R.: La interpretación...; p. 107 
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VIL- El caso a discutir 


Pasemos ahora al análisis del asunto 
sobre el que versará el ejercicio que aquí 
proponemos. En él quien tuvo calidad de 
víctima, una menor de once años de edad, 
relató que un día del mes de mayo de dos 
mil once acudió a una tienda ubicada en 
cierta comunidad del municipio de Valle 
de Santiago, Guanajuato. Narró, iba con 
la intención de comprar unas frituras y de 
escuchar música en una rockola que había 
en el lugar. Dijo que al llegar, en el sitio 
sólo estaba el joven dueño de la tienda, a 
quien le pidió las frituras y monedas para 
la rockola, pero que cuando las insertó, la 
máquina no respondió, por lo que llamó 
al tendero, quien al acercarse a ella la 
tomó por la cintura y la llevó a la parte 
trasera de la tienda; ahí la empujó hacia 
una pared y ella se pegó en la cabeza, 
con lo que, según su dicho, quedó como 
atontada, pero se daba cuenta de todo lo 


que sucedía. 


Dice que enseguida su agresor con 
una de sus manos tomó las dos de ella 
y se las levantó, colocándolas contra 


la pared, mientras con la otra le bajó 


el short y la ropa interior que llevaba 
puesta, que incluso le rompió unas 
mallas; que la tenía recargada contra la 
pared, sosteniéndole las dos manos con 
la de él y, además, para ese momento 
le puso los pies encima de los suyos y, 
guardando esa postura en todo momento, 
con las rodillas le abrió las piernas y 
la penetró, realizando movimientos 
propios de la actividad sexual durante 
unos momentos, en los que dice haber 
sentido mucho dolor, hasta que de pronto 
escuchó la voz de su padre, quien le quitó 
a su agresor de encima, con lo que ella 
cayó desvanecida al piso y se subió como 
pudo su ropa, pero se sentía tan mal que 
hubo necesidad de que su hermano la 
llevara cargada a su casa. 

El padre de la menor relató que ese 
día fue a buscarla a la tienda, porque era 
tarde y no volvía y al llegar no encontró 
a nadie en ella, por lo que se dirigió a 
la parte trasera y ahí vio que el joven 
tenía a su hija contra la pared y movía 
la espalda hacia delante y hacia atrás, 
como teniendo relaciones sexuales, por 
lo que se dirigió a él, lo jaló y vio que 


efectivamente estaba teniendo contacto 
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sexual con su hija. Su hijo y hermano de 
la menor agredida dijo que ese día fue 
detrás de su padre a buscar a su hermana, 
y cuando llegó a la tienda solo vio cuando 
su padre jaló al joven, vio a su hermana 
caer y acomodarse la ropa y luego la 


cargó y la llevó a su domicilio. 


Finalmente, la madre de la menor 
indicó que ella no presenció los hechos, 
pero que su hija le había relatado que 
el acusado, con gran violencia, la había 
azotado contra la pared para después 
imponerle el ayuntamiento carnal en los 


términos que ya precisamos. 


Luego de que la menor se presentó 
ante el Ministerio público a levantar la 
denunciacorrespondiente, laFiscalaquien 
correspondió integrar la averiguación 
previa procedió a inspeccionar su 
corporeidad, acompañada de una perito 
médico legista. De esta actuación cabe 
destacar que la inspección del área genital 
de la menor se realizó operativamente a 
cargo de la perito, es decir, fue la perito 
la que indicó a la menor que subiera a 


una camilla y que adoptara las posiciones 


idóneas para que se advirtiera lo que se 
plasmó en ese acto de investigación. 
En esa inspección se pudo advertir que 
presentaba un moretón en el costado 
izquierdo de la cabeza, un raspón en la 
rodilla, un raspón en el dorso de cada 
pie y una equimosis por sugilación 
en el cuadrante superior interno de la 
región mamaria derecha, es decir, lo 
que coloquialmente se conoce como un 
“chupetón” en esa zona de su cuerpo. 
Además, hizo constar la existencia de 
dos desgarros recientes en el himen 
cuyos bordes, se especificó, se hallaban 


eritematosos, es decir, enrojecidos. 


La perito que acompañó y auxilió a 
la ministerio público en la inspección 
emitió un dictamen ginecoproctológico 
donde dio cuenta exactamente de las 
mismas lesiones en la menor, pero en él, 
al referirse a los desgarros en el himen, 
añadió que sus bordes se hallaban, no sólo 
eritematosos, sino además, sangrantes, lo 
que implica una variación de los hechos 
de una entidad ciertamente trascendental, 


como se verá adelante. 
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En la inspección se tomaron muestras 
de lavado vaginal, del interior del aparato 
reproductor de la menor, y también 
muestras de exudado vaginal, de la 
parte exterior de esa zona corporal. De 
las primeras los dictámenes periciales 
practicados no arrojaron ningún resultado 
relevante; de las segundas, se encontró 
la presencia de fosfatasa ácida —líquido 
seminal- en la zona examinada. 

Cuando el inculpado rindió 
declaración preparatoria expuso que 
sí había tenido contacto sexual con la 
menor, al que no la obligó, pero que 
nunca la penetró, sino que únicamente 
pasó su Órgano reproductor por encima 
del de ella; afirmó, además, que nunca 
estuvieron había más 


solos, pues 


personas en la tienda. 


Para sustentar lo anterior en la 
duplicidad del plazo constitucional para 
resolver su situación jurídica, acercó 
cuatro testigos, quienes coincidieron en 
que el día de los hechos estaban en la 
tienda del inculpado; que vieron llegar 


a la menor, la que voluntariamente pasó 


con el joven a la parte trasera de la tienda; 
que vieron que ahí estaban teniendo 
escarceos sexuales, pues se besaban 
y abrazaban y que luego vieron llegar 
al padre de la menor, quien entró hasta 
donde se hallaban y, al ver lo que hacían, 
jaló al tendero y golpeó en la cabeza a su 
hija, a quien dos de ellos y el hermano de 


la menor recogieron, pues cayó al piso. 


Durante la etapa de instrucción se 
llevó a cabo una reconstrucción de hechos 
donde el juez de la causa verificó que de 
los sitios en que tres de los testigos dijeron 
que se hallaban el día de los hechos, se 
podía ver lo que dijeron haber visto; 
respecto del cuarto, él mismo dijo que 
se hallaba a la entrada de la tienda y que 
no había visto más que llegar a la menor 
y luego a su padre y hermano. También 
se dejó constancia de que la pared en la 
que se dijo fue recargada la menor es una 
de concreto sin aplanar, con superficie 
bastante rugosa e irregular, rasposa, 


digamos, en términos ordinarios. 
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También en la etapa de instrucción 
se interrogó a una perito de la Fiscalía 
convocada en relación a una prueba 
pericial ofrecida por el inculpado y de ella 
se obtuvo que un desgarro en el himen 
se considera reciente cuando es anterior 
a nueve días, y de esa temporalidad en 
adelante es un desgarro antiguo, y que 
solamente entre las 24 y las 48 horas en 
que se produce se encuentra hemorrágico 


y congestivo, es decir, sangrante. 


Hubo necesidad de traer a un perito 
tercero en discordia, el cual sin cortapisas 
y asumiendo el papel de juzgador resolvió 
que todas las lesiones presentadas por la 
menor se las había causado el inculpado 
al atacarla con lujo de violencia para 


imponerle la cópula. 


Finalmente, en la secuela procesal 
quedó acreditado que la menor agredida 
medía, en la época de los hechos, 1.55 
metros de estatura y era de complexión 
delgada, en tanto que el joven sentenciado 
tenía una estatura de 1.75 metros y un 
peso de 78 kilogramos, es decir, su 


complexión era más bien robusta. 


Sobre la base de estas pruebas los 
órganos jurisdiccionales de primera 
y segunda instancia y el de revisión 
constitucional sostuvieron que se 
demostró la existencia del delito de 
violación genérica previsto y sancionado 
por el artículo 180 del Código Penal 
del Estado de Guanajuato y la plena 
responsabilidad en su comisión del joven 


aquí acusado. 


Por ser la última y, se supone, más 
acuciosa revisión, transcribiremos lo que 
el tribunal colegiado en materia penal 
dijo acerca de las pruebas con las que 
consideró se demostró el ilícito del que 
hablamos, sosteniendo, en esencia las 
posturas de los juzgadores de primera 
y segunda instancia, de las que por esta 
razón prescindimos de su cita. En la 
resolución se estableció que la violación 
se: 

“(...) acreditó con base en la 
declaración de la menor (...) y las 
declaraciones de (su padre, su madre 


y su hermano), concatenadas con los 
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dictámenes ginecológico y químico; 
respecto a la violencia, se acredita a partir 
de la inspección ministerial practicada 
a la menor y su versión de los hechos, 
donde es contundente en señalar la forma 
en que fue violentada para imponerle la 
cópula... 

De lo anterior encontramos que, 
básicamente, la autoridad federal dijo 
que el delito y la forma en que se dijo 
cometido quedaron acreditados porque 
así había sido sostenido por los testigos 


de cargo. 


VIII.- La propuesta de ejercicio 


n la propuesta del siguiente 

ejercicio reiteramos que no hay 

otra intención, sino la científica, 
que nos mueva a cuestionar lo decidido. 
Así, proponemos al lector de este trabajo 
que se haga las siguientes preguntas 
y para darles contestación construya 
argumentos compuestos por razones 
-siempre desde su perspectiva, desde 
luego- por las que quepa sostener o no lo 
decidido en este asunto. 


Las preguntas que proponemos son 


las siguientes: 


l. ¿Cree usted que era físicamente 
posible que se materializara la 
forma en la que la menor dijo que 
fue agredida? 

2. ¿Cree usted que las evidencias 
técnicas y objetivas sirven a los 
fines de sostener el relato de la 
menor? 

3. ¿Considera usted de importancia 
para la construcción argumentativa 
la inconsistencia existente entre 


la inspección ministerial y el 
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dictamen ginecoproctológico 
realizados a la menor por lo 
que hace a la característica del 
sangrado en los bordes del himen? 

4, ¿Considera usted de importancia 
para la construcción argumentativa 
la existencia del hematoma por 
sugilación en el pecho de la 
menor? 

5. ¿Considera usted de importancia 
para la construcción argumentativa 
la precisión que hizo la perito 
de la fiscalía en relación a cómo 
aparecen las lesiones en el himen 
en relación con su temporalidad? 

6. ¿Podría usted, sobre la base de 
las respuestas a las preguntas 
anteriores y con aportación de sus 
propias observaciones, construir 
un argumento alternativo al 

proporcionado por los juzgadores 


que resolvieron este caso? 


Bien. Para cerrar este trabajo solo resta 
decir que esperamos haber contribuido 


a despertar el interés de los operadores 


de la norma en explorar el tema de la 
argumentación para utilizarlo como 


principal herramienta en nuestra labor. 


El ineluctable ejercicio intelectual 
por el que cada cual concluya lo que 
su razón le indique habrá de quedar 
como aportación de nuestra parte, y si 
se consigue el objetivo de compartir la 
idea de la relevancia superlativa de la 
argumentaciónenlafunciónjurisdiccional 
como único instrumento para pronunciar 
decisiones justas, habremos cumplido la 
humilde misión que nos propusimos con 


esta investigación. 
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Código de ética, orientador y 
límite de conductas indebidas. 


C.P. y P.C.C.A. Adriana Elena Luna 


Becerra 


“El político debe tener: amor 
apasionado por su causa; ética 

de su responsabilidad; mesura en sus 
actuaciones. 

Max Weber ” 

a Ley General de 
Responsabilidades 
(LGRA) en 


su artículo 49, fracción I, presenta 


Administrativas 


una novedad al incluir como falta 
administrativa no grave del servidor 
público, aquellos actos u omisiones, 
que en sus funciones, atribuciones y 
comisiones encomendadas, incumplan o 
transgredan el contenido de un «código 
de ética». Idéntica medida se hace en la 


normativa estatal'. 


1 Artículo 49, fracción | de la Ley de 
Responsabilidades Administrativas para el 
Estado de Guanajuato. 


El Código de Ética del Poder Judicial, 
como marco de regulación, tiene su 
origen de igual manera en la Ley 
referida, dado que el su artículo 16 de 
la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas indica que los servidores 
públicos deberán observar el código de 
ética que al efecto sea emitido, para que 
en su actuación impere una conducta 
digna que responda a las necesidades de 


la sociedad y que oriente su desempeño. 


La 


se actualiza 


responsabilidad administrativa 


cuando los actos u 
omisiones del servidor público afecten 
los principios de legalidad, honradez, 
lealtad, 


que rigen en el servicio público. La 


imparcialidad y eficiencia 


responsabilidad administrativa está 


relacionada estrictamente con el 
servicio público, que en el caso de las 
faltas calificadas como graves, serán 
investigadas por la Auditoría Superior 
del Estado de Guanajuato y los órganos 
internos de control, y substanciadas por 
el Tribunal de Justicia Administrativa. 
En el caso de las faltas administrativas no 


graves, serán conocidas y resueltas por 
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los órganos internos de control? y en el 
Poder Judicial del Estado de Guanajuato, 


por el Consejo. 


Ante la integración en la normativa 
de una herramienta de regulación basada 
en valores éticos, es importante para las 
instituciones aprovechar la oportunidad 
de consolidar esquemas que han 
venido estableciéndose para fortalecer 
el desarrollo de los objetivos de la 
administración pública con honestidad, 
racionalidad, eficiencia y eficacia. Y 
es que cada que se efectúe el ejercicio 
de discutir el tema de la corrupción 
será recurrente la conjetura de una 
cultura arraigada de abuso y la continua 
búsqueda de la oportunidad de obtener 
beneficios a costa de las debilidades 
del sistema gubernamental, es por ello 
que los esfuerzos efectuados deben ser 
orientados para impulsar un cambio 


cultural. 


2 Artículo 124, fracción Il, de la Constitución 
Política para el Estado de Guanajuato. 


Como ejemplo del arraigo que tiene 
esa práctica en nuestra sociedad, se 
enumeran una serie de frases que reflejan 


la corrupción: 


«Ayúdame a ayudarte», «Ponerse 


guapo», «¿Cómo nos arreglamos?», 
«Con dinero baila el perro», «No importa 
que robe, pero que salpique», «No quiero 
que me den, sino que me pongan donde 
hay», «Qué tanto, es tantito» y «La moral 


es un árbol que da moras”.* 


Las emblemáticas: «El que no transa... 
no avanza.», «El gandalla no batalla» Y 
ya que tuvimos la transición sexenal: «El 
año de Hidalgo: tonto el que deje algo» 
Y para el remate: «Año de Carranza, si el 


año de Hidalgo no alcanza». 


Todas ellas sintetizan el entorno 
en que se desarrollan las actividades 
cotidianas de realizar, cumplir, evadir 
o acelerar un trámite, ofrecer un regalo 
caro u ostentoso para obtener o asegurar 
indebido, 


un favor de sugerir una 


3 https://www.enterate.mx/la-corrupcion-en- 
mexico-en-10-frases/ 
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gratificación (mordida) para evitar un 
problema osuperarun trámite burocrático. 
Así como, justificar que políticos y 
servidores públicos se enriquezcan en 
el puesto, siempre y cuando compartan 
las ganancias y aprovechen una posición 
privilegiada en el servicio público 
donde puedan enriquecerse, e incluso, el 
gasto desmedido y voraz al concluir un 
mandato. 

Es así como se ha detectado la 
importancia de cambiar el rumbo en la 
actuación de la sociedad, y en concreto, 
de acuerdo a lo aquí planteado, de las 
y los servidores públicos a través de 
impulsar reglas de comportamiento que 
al ser recurrentes se hagan costumbre, 
y es que efectivamente un código de 
ética se establece para introducir en un 
grupo de personas de manera práctica y 
sin ambigúedades las reglas de actuación 
esperadas, puesto que este describe las 
normas mínimas de comportamiento 
requeridas y sirve de guía cuando se 
tomen decisiones y se adopten medidas 
ante una eventual exposición a desviarse 


en su observancia. 


Ante la necesidad del Estado por 
recuperar la confianza de la sociedad, se 
ha entendido que un código de ética, como 
referente de comportamiento, orientador 
y límite de conductas indebidas, no 
tiene o no debería tener solamente un 
valor declarativo o simbólico en las 
organizaciones; debe ser observado en 
las conductas y en las rutinas, como 
ya se manifestó, ser una costumbre, 
aún más una obligación. Pero para que 
estos códigos pierdan la característica 
de una norma potestativa, ha debido 
incorporarse su presencia en la norma, 
donde los servidores públicos no solo 
se rigen por una ética de principios, sino 
que deben atender a las consecuencias 
de sus acciones y decisiones, condición 
para lograr el efecto deseado en su puesta 
en práctica, es así como, se origina el 
establecimiento de sanciones por su 


incumplimiento. 


Al respecto, la coercibilidad y la 


sanción de las infracciones se han 


planteado siempre como principal 


diferencia entre el derecho y la ética. La 


173 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


norma jurídica es coercitiva y su violación 
conlleva sanciones civiles o penales. 
Esta coerción no existe en las normas 
morales y éticas, así pues la violación 
de las normas éticas no permite este tipo 
de sanciones y sólo el remordimiento, la 
desaprobación por parte de la comunidad 
o de quien identifica la falta, ha sido la 


consecuencia. 


Lo legal nos obliga a cumplir con 
las normas establecidas en las leyes, 
delimitando lo que se nos permite o no 
hacer, mientras que una actuación en el 
marco de la ética, siempre se ha previsto 
como una decisión voluntaria para las 
personas. 
tiene 


Actuar fuera de la 


ley 
consecuencias que se castigan con 
penas de distinta severidad, mientras 
que actuar sin ética solo ha implicado 
una sanción moral, que a muchos, 
incluso, puede resultar indiferente. Esta 
diferencia entre lo legal y lo ético nos ha 
permitido entender entonces, que existe 
la posibilidad de que algo legalmente 


permitido, sea éticamente inapropiado; y 


que alguna acción prohibida por la ley, 
desde la ética pueda no ser considerada 


como una conducta reprochable.* 


Un ejemplo simple de ello, es la 
aceptación de regalos, obsequios y 
descuentos que pueden ofrecer los 
proveedores de bienes y servicios a 
funcionarios públicos. En lo concreto, 
no ha existido norma alguna que obligue 
al servidor público a rechazarlos, sin 
embargo, la aceptación de ellos es 
censurable, puesto que produce la 
percepción de que no son ajenos a 
cualquier soborno y genera la tentativa en 
los particulares de influir en una decisión 
que se espera o se requiere de un servidor 


público. 


En un escenario ideal, las normas 
morales corresponden con las normas 
éticas y las disposiciones legales, sin 
embargo, como se ha señalado, esto 
no ocurre en la realidad, hay puntos 


coincidentes, pero los hay discrepantes. 


4 Cfr. Jaime Jankelevich. Lo legal y lo ético, 
para El libero. http://ellibero.cl/opinion/lo- 
legal-y-loetico/ 
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La labor es buscar los puntos donde 


la moral, la norma y la ética coinciden 
puesto que la construcción de una nueva 
cultura no podrá hacerse sin volver a 
los valores, ya que la revaloración de 
la Ética, no es hoy sólo una cuestión 
de moda llevada a cabo por simples 
razones de actualidad como pueden 
ser la corrupción política, la pérdida 
de legitimidad de las instituciones o la 
mutación de los sistemas de valores, 
sino que corresponde a un movimiento 
cultural e intelectual de fondo que parece 
anunciar la llegada de un nuevo ciclo 
en el desarrollo de la humanidad, en 


el que el factor ético será el generador 


del pensamiento, de la acción y de las 
relaciones de convivencia dentro y fuera 


de las organizaciones.* 


Tal vez por esa razón cada vez es 
más frecuente que el derecho encarne 
principios éticos. Es así como, la 
tradicional práctica médica de informar 
al paciente sobre su estado de salud, las 
implicaciones y efectos secundarios de 
un tratamiento, así como, los costos en 
que se incurre al aplicarlo, han resultado 
en una obligación jurídica en algunos 
países; y los deberes éticos sobre 
transparencia en operaciones financieras 
y la no especulación con las acciones 
de una empresa en donde se involucra 
la aportación del capital de particulares, 
han sido resultado de la atención a 
graves escándalos financieros de grandes 
corporaciones internacionales como: 
Enron, WorldCom, Tyco International, 


cuyas medidas de salvaguarda y control 


5 Cfr. Jaime Rodríguez-Arana Muñoz. La 
ética pública constitucional y la buena 
administración. Revista de Administración 
Pública del Instituto Nacional de 
Administración Pública. 
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fueron transformadas en la Ley Sarbanes- 
Oxley*, es decir, en reglas jurídicas 


imperativas.” 


De ahí pues, que la transformación de 
los marcos normativos suelen surgir de la 
moralidad subjetivaauna éticapracticada, 
y de acuerdo al impacto, exigencia de 
grupos de influencia o coyuntura, en 
una expresión de derecho. Es así que, 
el conjunto de costumbres y normas 
que han sido establecidas como buenas 
prácticas en sus funciones, atribuciones y 
comisiones encomendadas, en términos 
del comportamiento del servidor público, 


ante el debilitamiento de la credibilidad 


6 La Ley Sarbanes Oxley se promulgó 
en Estados Unidos con el propósito de 
monitorear a las empresas que cotizan en 
bolsa de valores, evitando que el valor de las 
acciones de las mismas sean alteradas de 
manera dudosa, cuando su valor sea menor. 
Su finalidad es evitar fraudes y riesgo de 
bancarrota, protegiendo al inversionista. Dado 
que los fraudes generados disminuyeron la 
confianza que tenía opinión pública en los 
sistemas de contabilidad y sobre todo, en la 
auditoría. 


7 Cfr. Ramón Mullerat. Derecho, moral 
y ética, para El país https://cincodias. 
elpais.com/cincodias/2013/02/07/ 
economia/1360477708_850215.htmil. 


de la función pública y aumento incesante 
de la corrupción, sean propuestas como 
exigibles, y sancionable la desviación a 


estas. 


El Poder Judicial del Estado de 
Guanajuato, en el empeño por la 
excelencia y calidad en el servicio, 
ha realizado esfuerzos encaminados 
a fomentar la actuación ética de sus 
integrantes, fundamentada en valores 
universales y comportamientos basados 
en principios de integridad impulsando 
en septiembre de 2016 el Código de 
Conducta para los y los servidores 
públicos del Poder Judicial del Estado de 


Guanajuato. 


Sin embargo, en 
de la 


Administrativas 


la perspectiva 
Ley de  Responsabilidades 
para el Estado de 
Guanajuato, ese código de conducta, para 
que sea entendido como norma de acción 
vinculatoria, ha debido evolucionar 
a un código de ética, estableciendo 
valores dentro de una institución, 
normas entendidas y compartidas, ya 


no solo con la buena intención, deseo 
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o voluntad, sino como una obligación 
en su observancia, representando el 
momento idóneo para el desarrollo de 
una normativa que sustentada en la Ley 
multireferida, otorgue una estructura 
que fortalezca la integridad del actuar de 
las y los servidores públicos del Poder 
Judicial, fiel al compromiso del combate 


a la corrupción. 


Es así que el Poder Judicial en 
cumplimiento al artículo 16 de la ley en 
materiaderesponsabilidadadministrativa, 
el 5 de noviembre del 2018, publicó 
en el Periódico Oficial del Estado de 
Guanajuato el Código de Ética del Poder 
Judicial del Estado de Guanajuato, que 
ofrece un catálogo de principios éticos, 
valores y reglas de integridad, como 
normas de comportamiento tendentes a 
fomentar una imagen de profesionalismo 
y respeto, en todos los ámbitos de la vida 
social y cultural, que son de carácter 


obligatoria para jueces, consejeros, 


magistrados y demás servidores públicos 
del Poder Judicial del Estado?*, que tiene 
la finalidad de: 
. Establecer criterios, valores y 
reglas de integridad que inspiren la 
conducta ética de todos los servidores 
públicos del Poder Judicial, para 
lograr la excelencia del servicio de 
impartición de justicia. 

cultura de 
honestidad y 


+ Fomentar una 
transparencia, 
objetividad en los servidores públicos 
del Poder Judicial del Estado. 

+ Promover la mejora de los 
estándares de desempeño profesional 
de los titulares de los órganos 
jurisdiccionales del Poder Judicial; 

+ Consolidar el principio de la dignidad 
de las personas, como base de la 
conducta de los servidores públicos 


del Poder Judicial. 


8 Artículo 2 del Código de Ética del Poder 
Judicial del Estado de Guanajuato. 
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Como «Principios» que por su 
importancia y aceptación general deben 
ser intrínsecos al servicio público, y por 
lo tanto, regir la actuación, establece los 


siguientes: 


» Legalidad 

+ Honradez 

. Lealtad 

»  Imparcialidad 

. Eficiencia 

+ Economía 

e Disciplina 

.  Profesionalismo 
*  Objetividad 

» Transparencia 

* Rendición de cuentas 


* Competencia por merito 


» Eficacia 
» Integridad 
e Equidad 
Para fortalecer los principios 
enunciados, el Código establece 


«Valores», definidos como virtudes o 


cualidades característicos en una persona 


o acción, que se consideran positivos y 
de gran importancia por un grupo social, 


y son los siguientes: 


+ Interés público 

+ Respeto 

* Respeto a los derechos humanos 
+ Igualdad y no discriminación 

+ Equidad de genero 

+ Entorno cultural y ecológico 

* Cooperación 


* Liderazgo 


Asimismo, el artículo 9 del Código 
fija trece «Reglas de Integridad», cuyos 
preceptos guían la actuación el servidor 
público y le permiten enfrentar dilemas 
éticos ante una situación específica, los 


que se clasifican en: 


I. Actuación pública. 

II. Información pública. 

II. Contrataciones públicas, Licencias, 
Permisos, Autorización y 
Concesiones. 

IV. Programas gubernamentales. 

V. Trámites y servicios. 


VI. Recursos humanos. 
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VII. 
muebles e inmuebles. 
VIII 


IX. Control interno. 


Administración de bienes 


Procesos de evaluación. 


X. Procedimiento administrativo. 


XI. Desempeño permanente con 
integridad. 
XII. Cooperación con la integridad. 


XIII. Comportamiento digno. 

Antes de enumerar el contenido de 
estas reglas, diremos que la integridad es 
obrar con rectitud y apego alos principios. 
Extrapolando este concepto al ámbito de 
la conducta de los servidores públicos, 
se definen como íntegros aquellos que 
en su actuación observan los principios 
y valores adoptados. Así pues, las reglas 
de integridad deben presentar de manera 
clara, específica y concreta las conductas 
deseadas de las y los servidores públicos, 
de tal manera que al incumplirse sean 
materia deunprocedimiento disciplinario, 
fundamentado en el artículo 49 de la Ley 
de Responsabilidades Administrativas 
para el Estado de Guanajuato. Así 


pues, enumeramos el contenido de las 


«Reglas de integridad»? y a manera de 


ejemplo algunas de las conductas que las 


vulneran: 

I. Actuación pública. Las y los 
servidores públicos conducen 
su actuación con transparencia, 
honestidad, lealtad, cooperación, 


austeridad, sin ostentación y con una 


clara orientación al interés público. 
Vulnera esta regla: 


+ Al favorecer o ayudar a cambio de 
dinero, dádivas, obsequios, regalos o 
beneficios personales o para terceros. 

+ — Utilizarrecursos humanos, materiales 
o financieros institucionales para 


fines distintos a los asignados. 


II. Información pública. El servidor 
público conduce su actuación 


conforme al principio de 


9 En oeste artículo se relacionan las Reglas 
de Integridad y se hace un extracto de las 
conductas que las vulneran, las cuales están 
relacionadas de manera enunciativa, más no 
limitativa, en el artículo 9 del Código de Ética 
del Poder Judicial del Estado de Guanajuato. 
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transparencia y resguarda la 
documentación e información que 


tiene bajo su responsabilidad. 
Vulnera esta regla: 


+  Sustraer, ocultar o eliminar de 
manera intencional información o 
documentación. 

» Proporcionar documentación 
e información confidencial o 
reservada. 

e Utilizar con fines lucrativos las 
bases de datos a las que tenga 
acceso o que haya obtenido con 
motivo de su empleo, cargo o 


comisión. 


III. Contrataciones públicas, 
Licencias, Permisos, Autorización 
y Concesiones. Las y los 
servidores públicos que participan 
en contrataciones públicas se 
conducen con transparencia, 
imparcialidad y legalidad; 
orientan sus decisiones a las 
necesidades e intereses de la 
sociedad, y garantizan las mejores 


condiciones para el Estado. 
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Vulnera esta regla: 


No declarar los posibles 
conflictos de interés, negocios y 
transacciones comerciales que 
de manera particular haya tenido 
con personas u organizaciones 
inscritas en el Registro de 
Proveedores o Contratistas. 
Formular requerimientos 
diferentes a los estrictamente 
necesarios para el cumplimiento 
del servicio público, provocando 
gastos excesivos e innecesarios. 
Favorecer a los licitantes teniendo 
por satisfechos los requisitos o 
reglas previstos en las invitaciones 
o convocatorias cuando no lo 
están; simulando el cumplimiento 
de éstos o coadyuvando a su 
cumplimiento extemporáneo. 

Ser parcial en la selección, 
designación, contratación, y en 
su caso, remoción o rescisión del 
contrato, en los procedimientos de 


contratación. 
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IV. 


Evitar imponer sanciones 


a licitantes, proveedores y 


contratistas que infrinjan las 


disposiciones jurídicas aplicables. 


Programas Gubernamentales. 
Las y los servidores públicos que 
participa en el otorgamiento de 
apoyos, garantizará que la entrega 
de estos beneficios se apegue 
a los principios de igualdad y 
no discriminación, legalidad, 
imparcialidad, transparencia y 


respeto. 


Vulnera esta regla: 


Ser beneficiario directo o a través 
de familiares hasta el cuarto 
grado, de programas o apoyos que 
se ejecuten en la dependencia en 
la que presta sus servicios. 

Permitir la entrega o entregar 
apoyos, sin cumplir con las la 
reglas de operación o a quien no 


cumpla con requisitos. 
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v. 


Dartrato preferencial o discriminar 
a cualquier persona u organización 
en la gestión del subsidio o apoyo 
del programa. 
Proporcionar los subsidios O 
apoyos en periodos restringidos 
por la autoridad electoral. 
Disponer o hacer uso de la 
información de los padrones de 
beneficiarios de forma diferente a 


las atribuciones encomendadas. 


Trámites y servicios. El servidor 
público que otorga los servicios, 
atiende a los usuarios de forma 
eficiente, 


respetuosa, oportuna, 


responsable e imparcial. 


Vulnera esta regla: 


Ejercer una actitud contraria de 
servicio, respeto y cordialidad en 
el trato, incumpliendo protocolos 
de actuación o atención al público. 
Discriminar por cualquier motivo 
en la atención de consultas, la 
realización de trámites y gestiones, 


y la prestación de servicios. 
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» Otorgar información falsa sobre el 
proceso y requisitos para acceder 
a consultas, trámites, gestiones y 
servicios. 

+ Realizar trámites y otorgar 
servicios de forma deficiente, 
retrasando los tiempos de 
respuesta, consultas, trámites, 


gestiones y servicios. 


VI. Recursos humanos. Las y los 
servidores públicos que participa 
en procedimientos de recursos 
humanos, de planeación de 
estructuras o en cualquier cargo se 
apegan a los principios de igualdad 
y no discriminación, legalidad, 
imparcialidad, transparencia y 


rendición de cuentas. 


Vulnera esta regla: 


+ No se garantiza la igualdad de 
oportunidades en el acceso a la 
función pública con base en el 
mérito. 

+ Contratar a personas que no 


cuenten con el perfil del puesto. 
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Contratar directa o indirectamente 
como subalternos a familiares 
hasta el cuarto grado de parentesco. 
Disponer del personal a su cargo 
en forma indebida, actividades de 
carácter personal o familiar ajenos 


al servicio público. 


VII. Administración de bienes 


muebles e inmuebles. Las y 
los servidores públicos que 
participan en procedimientos de 
baja, enajenación, transferencia 
o destrucción de bienes muebles 
o de administración de bienes 
inmuebles, deberá administrar 
los recursos con eficiencia, 
transparencia y honradez, para 
satisfacer los objetivos a los que 


están destinados. 


Vulnera esta regla: 


Disponer de los bienes muebles 
e inmuebles y recursos públicos 
sin observar las normas a que le 
son aplicables o destinarlos a fines 


distintos al servicio público. 


Solicitar la baja, enajenación, 
transferencia o destrucción de 
bienes, cuando éstos sigan siendo 


útiles. 


VII. Procesos de evaluación: 


Las y los servidores públicos 
que participan en procesos de 
evaluación, se  apegaran en 
todo momento a los principios 
de legalidad, imparcialidad y 


rendición de cuentas. 


Vulnera esta regla: 


Proporcionar indebidamente la 
información contenida en los 
sistemas de información del Poder 
Judicial. 

Trasgredir el alcance y 
orientación de los resultados de 
las evaluaciones. 

Dejar de atender las 
recomendaciones formuladas por 


cualquier instancia de evaluación. 
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Alterar registros de cualquier 
índole para simular o modificar 
los resultados de las funciones, 
programas y proyectos del Poder 
Judicial. 


IX. Control interno. Las y. los 


servidores públicos que participan 
en procesos en materia de control 
interno, generan, obtienen, 
utilizan y comunican información 
suficiente, oportuna, confiable 
y de calidad, apegándose a 
los principios de legalidad, 
imparcialidad y rendición de 


cuentas. 


Vulnera esta regla: 


No se comunican los riesgos 
asociados al cumplimiento de 
objetivos institucionales, así como 
de irregularidades que afecten los 
recursos públicos. 

Omitir diseñar O actualizar 
las políticas o procedimientos 
necesarios en materia de control 


interno. 
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+ Generar información financiera, 
presupuestaria y de operación sin 
el respaldo suficiente o presentarla 


incompleta o confusa. 


X. Procedimiento administrativo. 
Todo servidor público que en 
el ejercicio de su empleo, cargo 
o comisión, que participe en 
procedimientos administrativos 
tendrá una cultura de denuncia, 
respeto a las formalidades del 
procedimiento y a la garantía de 


audiencia. 
Vulnera esta regla: 


+ Omitir notificar el inicio 
del procedimiento y Sus 
consecuencias. 

+ No otorgar la oportunidad de 
ofrecer pruebas. 

+  Prescindir el desahogo de pruebas. 

+ Excluir la oportunidad de 


presentar alegatos. 


XI. Desempeño permanente con 
integridad. Las y los servidores 


públicos conduce su actuación 
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con legalidad, imparcialidad, 
objetividad, transparencia, 
certeza, Cooperación, ética € 


integridad. 


Vulnera esta regla: 


+ No conducirse con un trato digno y 
cordial, conforme a los protocolos 
de actuación o atención al público. 

+ — Recibirosolicitar cualquier tipo de 
compensación para la tramitación 
de servicios. 

+ Realizar actividades particulares 
en horarios de trabajo evitando el 
uso eficiente, transparente y eficaz 


de los recursos públicos. 


XII. Cooperación con la integridad. 
Los servidores públicos 
cooperaran con los órganos 
administrativos que integran el 
Poder Judicial, así como con las 
instancias encargadas de velar por 
la observancia de los principios 
y valores de la función pública y 
fortalecimiento de la cultura ética, 
son acciones que propician un 


servicio público íntegro. 


Detectar áreas vulnerables al 
manejo de recursos de forma 
indebida. 

Proponer cambios a las 
estructuras y procesos para evitar 
ineficiencias. 

Recomendar, diseñar y establecer 
mejores prácticas a favor del 


servicio público. 


XIIL Comportamiento digno. 


Las y los servidores públicos 
deben conducirse en forma digna 
sin proferir expresiones, adoptar 
comportamientos, usar lenguaje o 
realizar acciones de hostigamiento 
o acoso sexual, manteniendo para 
ello una actitud de respeto hacia 
las personas con las que tiene 
o guarda relación en la función 


pública. 
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Vulnera esta regla: 


Condicionar la obtención de un 
empleo, su permanencia en él 
o las condiciones del mismo a 
cambio de aceptar conductas de 
naturaleza sexual. 

Obligar a la realización de 
actividades que no competen 
a sus labores u otras medidas 
disciplinarias en represalia por 
rechazar proposiciones de carácter 
sexual. 

Condicionar la prestación de 
un trámite o servicio público a 
cambio de que la persona usuaria 
o solicitante acceda a sostener 
conductas sexuales de cualquier 
naturaleza. 

Expresar comentarios, burlas, 
piropos o bromas hacia otra 
persona referentes a la apariencia 
o a la anatomía con connotación 
sexual, bien sea presenciales 
o a través de algún medio de 


comunicación. 
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De lo que se plantea se desprende que 
el Código de Ética, no es solo una lista 
de principios generales que parecen estar 
a la interpretación de las y los servidores 
públicos, si no que se convierten en 
códigos de actuación que dan una 
clara definición de la manera como se 
espera actúen. Ello en virtud de que las 
tendencias recientes en la administración 
pública sugieren que los países deben 
reconocer la necesidad de ajustar sus 
valores para promover la integridad y 
contrarrestar la corrupción en el servicio 
público.'” La Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económico 
(OCDE) señala que la corrupción agrava 
las disparidades sociales y económicas, 
al permitir que la influencia indebida de 
intereses especiales capture el ciclo de la 
política pública y reduzca la capacidad 
de respuesta y la eficacia de dichas 
políticas!!, de ahí la importancia de las 


acciones para fortalecer la transparencia, 


10 Cfr. Oscar Diego Bautista. Los códigos éticos 
en el marco de las administraciones públicas 
contemporáneas. Valores para un buen 
gobierno. 


11 Estudio de la OCDE sobre la Integridad en 
México. Informe 2018. 


la rendición de cuentas, la legalidad y el 
combate a la corrupción, necesarios para 
reestablecer la confianza y credibilidad 
en las instituciones públicas, entre ellas, 
emisión de Códigos de Ética como 
referente de comportamiento, orientador 
y límite de conductas indebidas, puesto 
que una política pública que no se atiene 
a normas éticas termina siendo una 
política sin conciencia'?. 

Las y los servidores públicos, así 
como los ciudadanos, identifican la 
necesidad de prevención de antivalores 
debido a que se ha reconocido que 
cuanta más atención se otorgue a la 
prevención, menos se necesitará ejercer 
la autoridad. La prevención es una 
inversión menos costosa a largo plazo, 
con un impacto positivo en la cultura del 
servicio público favoreciendo la relación 
con los ciudadanos. Sin embargo, el 
verdadero cambio se genera en las y los 
servidores públicos de manera individual 
y, posteriormente en su conjunto; 


puesto que son los integrantes de una 


12 Responsabilidad y Códigos de Ética, 
Conjunción ineludible en la construcción de 
organizaciones humanas para la gestión 
Pública. Dra Juliana Ferrer. 
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organización los que deberán adquirir 
el compromiso y la responsabilidad de 
asumir una verdadera cultura ética y de 
servicio a la sociedad, en la conciencia 
que un código ético que no se respeta se 
convierte en discurso desalentador que 
produce el efecto contrario, reducción de 
la credibilidad y confianza. Dice Diego 
Oscar Bautista, en su ensayo, Máximas 
clásicas para interiorizar la ética: «La 
ética pública demuestra que cuando se 
rescatan y fomentan valores éticos en los 
servidores públicos, estos construyen, 
reconstruyen, fortalecen, motivan, 
generan integridad y dignidad, lo que 
genera una conducta libre orientada 
a la realización del bien mediante el 


cumplimiento del deber.»'* 


Así pues, como principal instrumento 


revelador de la ética pública se 


instrumentan «los códigos de ética» que al 


ser parte del marco normativo que regula 


13 Cfr. Oscar Diego Bautista. Fundamentos de 
ética para el servicio Público. Colección. Ética 
Pública y Prevención de la Corrupción en los 
Gobiernos y Administraciones Públicas, del 
Instituto Nacional de Administración Pública, 
A.C. 


la actuación de los miembros que operan 
dentro de las instituciones públicas, los 
tendrán como herramienta que oriente 
las decisiones ante una situación dada. 
En el Poder Judicial creemos que en la 
medida que las instituciones públicas, 
emitan y apliquen sus Códigos de Ética, y 
basados en éste, sus reglas de integridad, 
fortalecerán la cultura de integridad y 
con ello proporcionarán a los ciudadanos 
servicios de calidad con estándares 
éticos, y por ende, contribuirán a 
recuperar credibilidad y confianza en las 


instituciones públicas. 
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Réplica al libro: Ética Judicial 
del magistrado Dr. Alberto Ariel 
Rojas Caballero 


L Presentación 


1 25 de marzo de 2019 en el 

auditorio Miguel Hidalgo del 

Poder Judicial de Guanajuato 
se presentó el libro: Ética Judicial 
publicado por editorial Porrúa del Dr. 
Ariel Alberto Rojas Caballero, donde 
tres comentaristas, por antonomasia 
aplicadores de las normas deontológicas 
del Supremo Tribunal de Justicia, el 
ombusperson, el contralor y la visitadora, 


comentaron el texto. 


Por la trascendencia del evento y la 
necesaria divulgación de los temas éticos, 
en justicia cotidiana, aquí se reproducen, 


en sustancia, sus comentarios. 


Comité Editorial 


ll. Primera Parte. Antecedentes de 


la obra 


Ombusperson Lic. José Francisco Lara 


Rodríguez 


ara iniciar cito al Ministro en 

retiro Mariano Azuela Giitrón 

en el prólogo de la obra que se 
reseña: “La Ética Judicial es siempre 
una filosofía humanista, ya que se trata 
de reglas de comportamiento de los 
jueces y sus colaboradores dirigidas 
a cumplir compromisos propios de la 
persona humana vinculados a la función 
judicial relativos a quienes demandan 


sus servicios”. 


Estas 


asociadas a la persona humana en el 


reglas de comportamiento 
ejercicio de la función judicial debe ser 
de respeto en primer término, entre todos 
los colaboradores de la administración 
de justicia, dignificando el trabajo que se 
realiza para su buena impartición, y en 
segundo término y no porque merezca 
menor trascendencia, a los justiciables, 
quienes con el trabajo realizado por los 


órganos de administración de justicia, 
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confían en las personas que la imparten. 
Ese es el fin primordial, la confianza que 
con la actuación de los impartidores de 


justicia se genere en toda la sociedad. 


Los que ejercemos la administración 
de justicia somos seres humanos que 
por la distinta preparación que tenemos 
a lo largo de nuestra educación, tenemos 
diversas responsabilidades. Así, el juez/a, 
secretario/a, actuario/a u oficial judicial, 
siendo una obligación ética el tratarnos 
con respeto, dignificando con ello la gran 
responsabilidad de administrar justicia, 
que debe ser ejemplar a la vista de la 


sociedad. 


El autor de este manual de Ética 
Judicial Doctor Rojas Caballero, al 
citar al ministro en retiro de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación Juan Díaz 
Romero, señala que “la figura del Juez se 
levanta sobre dos columnas: la primera 
el conocimiento técnico del derecho, y 
la segunda conformada por las virtudes 


éticas, es decir, esos hábitos surgidos 


de decisiones rectas que nos orientan 
y disponen hacía más disposiciones 


rectas”. 


Claro, la preparación académica, y la 
intuición y el buen criterio jurídico, son 
en gran parte lo que se requiere para ser 
un buen juez, pero sin duda las virtudes 
éticas complementan al buen juez para 
que sea su trabajo de excelencia, ya que 
hábitos de respeto en todos los aspectos, 
no solo a los justiciables y al foro en 
general, sino también a los que forman 
el equipo de trabajo de impartición de 
justicia, dignificando con ello el trabajo 
que a cada uno de los que laboramos 
en esta área tan importante del Estado. 
Recordemos que el Juez por su casa 
empieza, esto es, que la impartición de 
justicia comienza desde nuestro lugar de 
trabajo, teniendo una conducta intachable 
con nuestros colaboradores, para que de 
esta forma ellos tengan una conducta 
similar con todos los compañeros de 
equipo, y en consecuencia esta será 
la conducta con la que se atienda al 
público y así crear confianza social en la 


institución: 
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Muy acertada la cita realizada de 
Rodolfo Luis Vigo al señalar lo siguiente: 
** ..ayuda mucho que una persona llegue 
a la profesión con cierta ética personal 
adquirida con la que conduce su vida, 
pero agrega que la profesión supone una 
ética social y no meramente individual, 
en tanto interesan las conductas en razón 
de lo que estas repercuten en uno u otro. 
Precisa que esa ética aplicada al campo 
profesional supone instalarse en la 
perspectiva de los usuarios del servicio 
(el cliente, la sociedad, los auxiliares del 
profesional, los colegas, la institución, 
etcétera) a los que se pretende satisfacer 
de la mejor forma posible. Es por esto 
que la ética no es sólo del “ser” propio 
de la profesión, sino del “parecer” de 
la misma, en el sentido que busca no 
sólo hacer bien el trabajo, sino inspirar 
la confianza de que se ha puesto todo el 
empeño para ello. Concluye diciendo que 
por supuesto, en torno a estas sutilezas 
de la vida profesional nada dice, o dice 
poco, la ética personal que a cada uno 


le han enseñado en su casa o en la vida, 


por eso la utilidad de los Códigos de 
Ética profesional fijando y definiendo 
conductas. 

Con respecto a lo citado con 
anterioridad, considero que efectivamente 
siempre será recordado el funcionario 
judicial más por las acciones faltas de 
ética, que por resoluciones plagadas de 
buen criterio o intuición jurídica, dado 
que al faltar uno de los elementos deja 
de ser de excelencia el desempeño y con 
ello se manda una señal de mala práctica 
a la sociedad y consecuentemente se 
ve afectada la confianza de ésta en esa 


institución. 


Como lo sostiene Azuela Guitrón, 
a veces se piensa que la ética judicial 
sólo tiene que ver con los ministros, 
magistrados y jueces y, Si acaso, en 
forma indirecta con los secretarios 
que los apoyan en su trabajo. Aclara el 
ministro en retiro que no es así, dado que 
el trabajo de impartir justicia comprende 
múltiples actividades y no se limita 
al pronunciamiento de las sentencias: 


desde que una persona, confiando en el 
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sistema de impartición de justicia del 
Estado Mexicano presenta una demanda, 
se establece una relación continua con 
el personal profesional y administrativo 
del órgano que deberá tramitar el 
asunto hasta su conclusión. En relación 
con cada expediente intervendrán un 
conjunto de individuos relacionados 
permanentemente por muchos años. 
Esas vinculaciones internas y externas 
permitirán ejercitarse cotidianamente 
en los principios de la carrera judicial 
(independencia, imparcialidad, 
objetividad, profesionalismo y 
excelencia); así como en las virtudes 
judiciales (compromiso social, decoro, 
honestidad, 


humildad, justicia, laboriosidad, lealtad, 


fortaleza, humanismo, 


orden, patriotismo, perseverancia, 


prudencia, respeto, responsabilidad, 


sencillez y sobriedad). 


Todos los que colaboramos en el Poder 
Judicial tenemos obligaciones éticas, 
no sólo los titulares, los profesionales 
que forman parte de la carrera judicial, 
incluyendo también a los auxiliares de la 


administración de justicia. Por ejemplo, 


cuando se habla de discriminación o 
falta de respeto dentro de los tribunales, 
generalmente lo relacionamos de 
inmediato al nivel jerárquico vertical 
descendente, lo que no necesariamente 
es así, ya que estas conductas se pueden 
dar efectivamente de manera vertical 
también vertical 


descendente, pero 


ascendente o bien horizontal. 


Por lo que toca a la responsabilidad 
ética del juez señala el autor, citando a 
Javier Saldaña Serrano: “En primer lugar 
habrá de señalar que si bien éste forma 
partedelanóminadelasresponsabilidades 
judiciales, guarda respecto a las legales 
una naturaleza diferente. Aquí, las 
responsabilidades de tipo jurídico tienen 
como objetivo primario sancionar al 
infractor de la disposición normativa; 
la responsabilidad de tipo ético busca 
prioritariamente apelar a la conciencia 
del juzgador. Lo que se pretende con la 
responsabilidad ética es la reconvención 
personal del agente para la aceptación 


de la falta y el compromiso firme de no 
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volver a cometerla, conminándolo con 
esto a comprometerse con la excelencia 


judicial”. 


Los códigos de ética, a diferencia 
de los códigos disciplinarios y a la 
generalidad de las leyes penales y civiles, 
carecen del elemento de coercibilidad 
propio del mundo jurídico. La ética no 
“obliga” como las normas jurídicas, 
“invita” a las personas a comportarse de 
determinada manera. Ahora bien cuando 
el juicio formulado racionalmente se 
normativiza, es decir, cuando coincide 
lo que “se debe hacer” y lo que “se está 
obligado a hacer” por el efecto coercitivo 
de una norma jurídica, el “deber ser” se 
convierte en deber jurídico. Citando a 
Sigfrido Steidel Figueroa. Pasamos de lo 


ético a lo jurídico. 


Manuel Atienza en este sentido aclara 
que muchos parecen pensar que un 
código sin sanciones (como tendría que 
ser un código de ética judicial) es inútil; 
o, como decía Ihering a propósito de un 


derecho sin coacción: “un fuego que no 


quema, una luz que no alumbra”. Pero no 
tiene por que ser así. Podría servir entre 


otras cosas pata: 


1. Hacer que los jueces tuviesen 
que reflexionar sobre su propia 
práctica. 

2. Explicar ciertos criterios que, de 
hecho, inspiran su práctica y, en 
consecuencia, para orientar la 
misma. 

3. Facilitar 
justificada de su profesión. 

4. Aclarar 


socialmente. 


(a otros) la crítica 


conductas esperadas 

5. Disuadir voluntades proclives a 
actuar de forma impropia y 

6. Definir los valores que dirigen 
a quienes integran la profesión, 


entre otras. 


El Código de Ética del Poder Judicial 
de la Federación establece en su punto 3 


de nociones previas: 


“Finalidad. En el Código se recogen 
los principios, reglas y virtudes judiciales, 
que se consideran idóneos para constituir 


un referente deontológico, que pueda no 
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solo guiar la conducta de los juzgadores 
federales y sus auxiliares, sino facilitar 
la reflexión ética sobre los diversos 
aspectos de la función que desempeñan; 
consecuentemente, tales principios y 
reglas no son elaborados con la finalidad 
de complementar o reglamentar la 
legislación vigente en materia de 
cualquier tipo de responsabilidad jurídica 
de los miembros del propio Poder Judicial 


de la Federación”. 


El Código de Ética del Poder Judicial 
del Estado de Guanajuato, publicado en 
el Periódico Oficial del Gobierno del 
Estado el 5 de noviembre de 2018, con 
entrada en vigor al día siguiente de su 
publicación, dispone en el capítulo II 


Fines del Código, 


Artículo 6”: “El presente Código tiene 


las siguientes finalidades: 


A. Establecer los criterios, valores 
y toda regla de integridad que 
deben inspirar la conducta ética 
de las y los Jueces, Consejeros, 
Magistrados y demás servidores 

Poder 


públicos del Judicial, 
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B. 


Cs 


D. 


tendientes a lograr la excelencia 
del servicio de impartición de 
justicia, independientemente del 
cumplimiento de las disposiciones 
legales que regulan el desempeño 
de sus funciones; 

cultura de 
honestidad y 


Fomentar una 
transparencia, 

objetividad en el desempeño del 
trabajo de todos los juzgadores 
y demás servidores públicos 
del Poder Judicial del Estado, 
mediante lapromoción de actitudes 
que desarrollen compromisos con 
la sociedad, consigo mismos y con 
la institución a la que pertenecen; 
Promover en la sociedad en su 
conjunto, la necesidad de mejorar 
los estándares de desempeño 
profesional de los titulares de los 
órganos jurisdiccionales del Poder 
Judicial; absteniéndose de realizar 
prácticas que afecten las funciones 
o actividades de la administración 
de justicia; 
Ser una herramienta para 
coadyuvar en la erradicación 


de todo tipo de prácticas que 
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demeriten las funciones propias 
de la administración de justicia, 
tanto en lo jurisdiccional como en 
lo administrativo. 

E. Consolidar el principio de la 
dignidad de las personas, como 
base de la conducta de las y los 
servidores públicos del Poder 


Judicial.” 


La aspiración de la ética es que cada 
cual vea por sí mismo su validez y opte 
por acatarlas voluntariamente para lograr 
la excelencia, por ello es que los códigos 
de ética suelen elaborarse con base en 
criterios o principios que se consideran 
como idóneos para lograr diversos fines. 

Los núcleos 


concentradores de la ética Judicial 


principios como 
pueden desglosarse en deberes muy 
concretos y en ciertas virtudes, tal como 
en el ámbito iberoamericano se ha hecho 
dentro de la sistemática de cada Código 
de ética Judicial. Cabe destacar que los 
principios que integran el Código de 
Ética del Poder Judicial del Estado de 
Guanajuato son: Legalidad, honradez, 
lealtad, 


imparcialidad, eficiencia, 


economía, disciplina, profesionalismo, 
objetividad, transparencia, rendición 
de cuentas, competencia por mérito, 


eficacia, integridad y equidad. 


Principios que señala el Código de 
Ética citado tiene el deber de observar 
todo servidor público de dicho poder 
en el desempeño de su empleo, cargo, 


comisión o función designada. 
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TII.Segunda Parte Comentarios a 
los principios éticos 


C.P. M.F. José Socorro Quevedo Ramírez 


a Real Academia Española en su 
definición de principio, señala 
varias acepciones entre las que 
destaco: base, origen, razón fundamental 
sobre la cual se procede discurriendo en 
cualquier materia. Y la de: norma o idea 
fundamental que rige el pensamiento o la 


conducta. 


Asimismo, para la definición de la 
palabra “ética”, señala entre otras, la 
siguiente: “Conjunto de normas morales 
que rigen la conducta de la persona 
en cualquier ámbito de la vida. Ética 
profesional, cívica, deportiva.” 
términos más 


Por lo que en 


mundanos, diría que los principios 
son normas impuestas por el hombre, 
que buscan guiar las acciones del ser 
humano. Al conjuntarlos con la palabra 
ética, entonces podemos considerar 
que se refiere a criterios de decisión 


fundamentales que los miembros de una 


comunidad profesional, en este caso los 
jueces, han de tener en cuenta en sus 
deliberaciones sobre lo que se d ebe o no 
hacer en cada una de las decisiones que 


tomará en su actividad profesional. 


En el libro “Ética Judicial, el autor 
menciona como principios de la ética 
judicial a los señalados en la CPEUM en 
su artículo 100, aplicables a la Judicatura 
Federal, siendo estos: independencia, 
imparcialidad, objetividad, 
profesionalismo y excelencia, a este 
último el autor le da tratamiento de 
virtudes que debe reunir el juzgador. 
Subrepticiamente incluye dos principios 
más los cuales hace objeto de análisis: la 


motivación y el secreto profesional. 


Considera a dichos principios, como 
la base para la formación y actualización 
de funcionarios de dicha Judicatura y no 
un compendio de principios éticos que 
pudieran ser aplicados en el desarrollo de 
la carrera judicial. Sin embargo, cuando 
se habla de materia ética, y en función a 


lo que piense quien escribe, es factible 
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incluir algunos más, como podrían ser: 
honradez, disciplina, integridad, equidad, 


lealtad, entre otros. 
Independencia 


En 


independencia judicial, el 


relación al Principio de 
autor lo 
define como esencial por encontrarse el 
juez ejerciendo uno de los poderes del 
estado, dejando claro que el juez no debe 
estar sometido a ningún hombre, sino 
solo a la ley. Por tanto, la necesidad de 
independencia que debe tener el juez no 


puede ser discutida. 


Debe existir una rigurosa separación 
de la justicia y la política, pues es la 
política la que precede a la ley y no al 
revés. La ley, al ser un instrumento 
inanimado, hace al juez una especie de 


vocero a través del cual habla. 


Se incluyen en el libro, textos de 
distintos códigos de ética: el del Poder 
Judicial Federal, el Código Modelo 
Iberoamericano de Ética Judicial y 
el Código Nacional Mexicano, que 


presentan la total coincidencia en anotar 


en sus primeros artículos y capítulos, a la 
independencia. Con lo anterior se destaca 
que si alguna dependencia debe tener un 


juez, es hacia el derecho. 


El autor hace énfasis en que la 
ciudadanía confía en el juez que se 
orienta mediante principios éticos y 
morales, siendo necesario alejarse de 
toda influencia, incluso aquellas como el 
agradecimiento o temor a perder el puesto. 
La inamovilidad fortalece la voluntad del 
juez, pero esta es solo aceptable cuando 
se tiene a jueces que merecen serlo. De 


no ser así, es preferible la renovación. 


El juez debe hacer caso omiso de 
halagos o insultos, pues estos los emiten 
los abogados o justiciables, normalmente 
en función de los resultados, siendo que 
cualquier resultado se emite con base 
a ley. Asimismo, se debiera evitar que 
personas lleguen a su oficina a exponer 
asuntos en juicio, pues dichas entrevistas 
pueden provocar discrecionalidad. En 
el libro se incluye referencia al ministro 
Azuela en la Suprema Corte de Justicia 


de la Nación, quien entregaba a las 
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personas que pedían entrevista con él, un 
oficio que mencionaba: “Es una falta de 
respeto que soliciten a un juez, que dicho 
asunto se estudie con mucho cuidado, ya 
que todos los asuntos de esa manera se 


resuelven”. 


En el texto no se hace mención 


a las cuestiones de “conflicto de 
intereses”, situación que actualmente es 
notoriamente vigilada por los órganos de 
control y la sociedad misma, y que obvio 


afecta la independencia. 


No hay que olvidar que en materia 
de independencia, “como las novias de 
rancho, no solo hay que ser serlo, sino 
también parecerlo”, y lo mismo pasa con 
el juez, quien debe ser y aparentar, ser 
independiente. 


Este tema de la independencia es 
muy complejo y en ocasiones difícil de 
acreditar, pues para que se cumpla, el 
juez debe ser una persona que no tenga 
amigos, o estos sean totalmente ajenos a 
su actividad jurisdiccional; ni abogados 


ni justiciables, a efecto de evitar que se 


piense que alguien podría influenciarlo. 
Situación en nuestra actual sociedad, 
muy difícil de cumplir. Y el principio de 
ética judicial obliga a denunciar cualquier 


intento de intervención. 


El texto 


Iberoamericano de 


refiere que el Código 
Ética 


menciona que la realidad de la autoridad 


Judicial 


judicial en particular, exhibe una visible 
crisis de legitimidad, siendo necesarias 
las previsiones y desarrollos en materia 


ética. 
Imparcialidad 


La imparcialidad se refiere al hecho 
de que el juzgador no debe favorecer o 
complacer a persona alguna; por tanto, 
debe hacer una aplicación de la justicia, 
siendo esta la cualidad suprema del 
Juez. De hecho; “juez” e “imparcial” 
debieran ser consideradas como palabras 
equivalentes. Por tal razón el juez es una 
persona que debe estar libre de intereses 
y pasiones de las partes que combaten en 
el juicio, para aplicar la ley siempre igual 
en casos iguales, sin parcialidad, sin 


favores, sin olvidos. Porque el Juez no es 
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un vengador o un justiciero que trate de 
emparejar las cosas, su función es la de 
aplicar la ley independientemente de si 


la misma se considera una buena o mala 


ley. 


El Código de Ética del Poder Judicial 
de a federación trata el tema señalando 
que el juzgador debe evitar conceder 
ventajas o privilegios, rechazar dadivas, 
hacer o aceptar invitaciones, abstenerse 
de prejuzgar, etc. A su vez el Código 
Nacional Mexicano señala que deberá 
abstenerse de intervenir en causas en 


donde se comprometa su imparcialidad. 


Es de 


imparcialidad además de ser un principio, 


notar entonces que la 
es un valor, una virtud y sobre todo una 
herramienta que asegura la impartición 
de justicia. Por tanto, la piedad, la 
clemencia, la compasión o la lástima, no 
son válidas en las resoluciones judiciales, 
pues se podría afectar la credibilidad de 


los tribunales. 


Sin embargo, lograr juzgar con esta 
imparcialidad no es tarea sencilla, pues 
seguramente en todos lados hay muchas 
tentaciones. Y a manera de ejemplo digo 
que la tendencia humana es apoyar a 
los más débiles, por lo que un juzgador 
debe tener una gran fortaleza que le 
permita en el momento que viste su toga, 
concentrarse en el caso olvidando incluso 
sus corrientes ideológicas y prejuicios 
personales. 

Es muy adecuado decir que la 
imparcialidad es una herramienta útil 
para asegurar la impartición de justicia, 
y eso está muy bien; sin embargo, no 
se menciona de qué manera podemos 
asegurar la actuación imparcial parte de 
los juzgadores. Y esa señores, es la parte 
complicada. No sé si psicológicamente 
sea posible y adecuado que previo al 
inicio de participar en una resolución 
se pudiera seguir un protocolo de 
concentración en el caso, de eliminación 
de prejuicios. Tal vez no sea posible, y 


considero que aunque lo fuera, el punto 
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de partida seria que el juzgador ponga 
de su parte para que dicho protocolo 


funcione. 


Pero entonces, ¿cuál es la solución, 
si es que la hay? La solución sería que 
desde la escuela se impriman dichos 
valores a los estudiantes, más aún, desde 
la familia. Sin embargo, considerando 
lo que es viable, lo que se enseña en 
la escuela lo que los alumnos van a 
aplicar en su ejercicio profesional, por 
tanto debe ser una materia específica 
el estudio, y aplicación de dichos 
principios, entre ellos la imparcialidad. 
Porque son principios fundamentales, y 
al presentarse de esa manera debieran 
ser la base del derecho, la base para 
una adecuada impartición de justicia, 
por tal motivo aun antes de comenzar a 
enseñar el derecho a los estudiantes se 


les debieran reafirmar los principios. 


Y desde luego que no se puede aplicar 
lo que no se conoce, por lo que sería muy 
conveniente que los conociéramos como 
conocemos la palma de nuestra mano, 


(que es un decir, porque la mayoría no 


conocemos la palma de nuestra mano), lo 
que facilitaría su aplicación, al tenerlos 
tatuados en el cerebro, por lo que señalar 
y explicar dichos principios debiera ser 
básico en los exámenes de ingreso y 
promoción, y siempre poder decir, “es un 


abogado de principios”. 
Objetividad 


Pasamos al tema de la objetividad, la 
que el autor considera como la actuación 
serena y equilibrada apegada a los 
criterios que la norma dicta, sin implicar 
afectos o desafectos, aprehensiones o 
prejuicios, ni exaltación o exabruptos, 
irrespetuosidad, altanería o arbitrariedad. 
Menciona el autor que la objetividad 
es una forma de independencia, pero 
entendido ahora en un sentido estricto. 
Y yo me pregunto, entonces si no será 
efectivamente más de lo mismo. Y 
entonces, para que tantos principios. 
Pues efectivamente una cosa nos lleva a 
la otra, si soy imparcial es porque estoy 
siendo objetivo. No podría ser de otra 
manera. La falta de imparcialidad o de 
independencia, hará pensar que existe 


subjetividad al juzgar. 
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El Código de Ética del Poder 
Judicial de la Federación señala que la 
objetividad “es la actitud del juzgador 
frente a influencias extrañas al derecho, 
Esa 


característica de que la influencia pueda 


provenientes de sí mismo”. 
provenir de uno mismo es lo que le da 
o no, la característica de subjetivo, sin 
embargo es obvio que esa pensamiento 
interno surge por influencias externas 
que han ido moldeando mis necesidades, 
mi manera de pensar o mis prejuicios, 
entonces volvemos a lo mismo. Donde 
termina lo que influyen en mí los demás 
y donde inicia lo que yo pienso sin 
haber sido contaminado por lo externo. 
Difícil entonces lograr ese punto justo de 
equilibrio, identificar esa línea divisoria 
que me permita decir si fue subjetivo 
o fue imparcial, sin embargo en ambos 
casos la decisión tomada se verá afectada 
y alejada de principios, que a final de 


cuentas es lo que perciben los justiciables. 


También señala dicho código de 
ética que el juzgador procura actuar con 


serenidad de ánimo y equilibrio interno. 


Sin embargo me pregunto, si hay algo 
que mida dicha serenidad y equilibrio 
del juez previo al análisis de su caso o 
emisión de resoluciones, para en su caso 
impedirle evaluar el asunto. Porque 
nuevamente volvemos al hecho de que el 
juzgador es quien define si esta serenado 
y si no trae algún problema interior, y si 
le hiciera dicha pregunta a los juzgadores 
personas, nunca me dirán que traen 
grandes problemas o que no son serenos, 
y en el caso de que reconozcan esa 
falta de serenidad y equilibrio, incluso 
mencionaran que dichas situaciones nada 
tienen que ver y que están en posibilidad 
de emitir resolución o efectuar análisis. 
Situación compleja de demostrar que no 


es así. 


Y es que podremos llegar al caso de 
decir que fui objetivo, aunque los demás 
digan que no. Y tal vez lo justifiquemos 
diciendo: “de acuerdo con mi manera de 
ser, de pensar y de interpretar el derecho, 
pues como en todo tenemos corrientes 
doctrinarias o filosóficas, somos de 
derecha o de izquierda, conservadores o 


liberales, capitalistas o socialistas.” 
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Por lo que la objetividad está en 
función a lo que el juzgador o cada 
persona consideren que es objetivo. 
Aunque parezca un sinsentido no 
tenemos algo que nos ayude a medir la 


objetividad de manera objetiva. 
Profesionalismo 


El profesionalismo es una actitud que 
indica compromiso, entrega en todo lo 
que se hace. Este es un principio que 


preponderantemente puede ser revisado. 


El Código de Ética del Poder 
Judicial de la Federación lo define como 
“Disposición para ejercer de manera 
responsable y seria la función judicial, con 
relevante capacidad y aplicación, e indica 
cuales son algunas de las características 
que debe cumplir, señalando entre 
otras, la actualización permanente 
de su conocimiento, acrecentar su 
cultura jurídica, fundar y motivar sus 
resoluciones, asumir responsabilidad, 
aceptar sus errores y aprender de ellos, 
guardar el secreto profesional, tratar 


con respecto y consideración a sus 


subalternos, tratar con amabilidad y 
respeto a los justiciables, guardar el 
secreto profesional, administrar con 
diligencia, esmero y eficacia su juzgado, 
cumplir puntualmente con la asistencia a 


su tribunal. 


Las disposiciones del Código Nacional 
Mexicano versan sobre los mismos 
temas. Todos ellos enfocados en poner 
el mismo escrúpulo y meticulosidad en 


todas las causas. 


Esta serie de características son 
deberes fáciles de observar y medir, lo 
que determinará si el juzgador tiene o no 


un actuar profesional. 
Motivación 


Se incluye a la motivación como 
un principio en los Códigos Modelo 
Iberoamericano y Nacional Mexicano 
de ética judicial, considerando a la 
motivación como “expresar, de manera 
ordenada y clara, razones jurídicamente 
validas, aptas para justificar la decisión”. 
Se menciona que una decisión carente de 


motivación, es una decisión arbitraria. 
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El Código 


además 


Nacional Mexicano 


señala que para motivar 
adecuadamente, es menester examinar 
las pruebas con rigor analítico, para 
argumentar convincentemente el porqué 
de la decisión, asegurando la legitimidad 


de ésta ante la sociedad. 


La motivación de las sentencias es 
una garantía de justicia, cuando mediante 
ella se consigue reproducir el itinerario 
lógico que el juez recorre para llegar a 
su conclusión. Asimismo, en caso de 
revisar la decisión, es fácil identificar en 
qué parte se ha equivocado o perdido la 
orientación. No pasa desapercibido para 
el autor que el justiciable exige razones, 
por lo que cualquier decisión se legitima 


cuando éstas se justifican adecuadamente. 


Sin embargo, considero que este no 
deberá ser un principio, sino una regla 
metodológica que debe solicitarse a través 
de la cual se deja la huella de “en que se 
basó el juez para su decisión. Además, es 
el argumento expuesto por el juez y en el 


que se podría acreditar o percibir la falta 


de imparcialidad o de subjetividad. Pues 
como ya señale anteriormente, el juez 
estará influido por su manera de pensar, 
lo que se reflejara en sus argumentos. Y 
es justamente lo que los justiciables o 


terceros evalúen para calificar su trabajo. 
Secreto profesional 


El Código Modelo Iberoamericano 
y el Nacional Mexicano señalan que 
“el 


fundamento salvaguardar los derechos 


secreto profesional tiene como 


de las partes y sus allegados...”. Y 
que los jueces tienen la obligación de 
guardar reserva con las causas y asuntos 
que estudia, y tanto a los medios de 
ámbito 


comunicación, como en el 


privado. 


Este principio también es aplicable a 
los colaboradores y servidores públicos 
que conocen de los asuntos, para no 
divulgar información, salvo en los casos 


que expresamente lo señale la ley. 
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Conclusión 


orqué es necesario definir 
principios, ¿qué acaso no son 
este algo intrínsecos a la sociedad 
o al gremio que los emita? Tal vez 
si, pues los principios son normas de 
comportamiento que ayudan y fomentan 


la convivencia entre personas. 


Sin embargo, es posible que cada 


persona tenga diferentes principios 
o concepción de ellos. Por lo que se 
hace necesario que estos principios 
sean lo más parecidos posibles en 
una institución. Varios individuos con 
diferentes principios pueden llegar a 
chocar entre ellos y terminar discutiendo, 
pues es evidente que ambos tienen 
formas diferentes de ver la vida y sus 


prioridades. 


Si bien es cierto que los principios 
pueden afectar la vida en general del 
ser humano (principios como amar al 
prójimo o respetar a los demás), también 
existen principios en otros ámbitos de 


nuestra vida como por ejemplo nuestro 


trabajo; y es que muchas instituciones 
establecen una serie de principios ante los 


cuales los trabajadores deben responder. 


Un individuo sin principios será un 
individuo vacío, sin normas ni reglas 
morales. Su comportamiento no estará 
regido por ningún tipo de objetivo ético, 


pudiendo así comportarse de forma ruin. 


Fomentar los principios de nuestra 


sociedad es una tarea realmente 
importante. Debemos inculcar principios 
éticos en los individuos desde edades 
tempranas. Es la única forma de formar 
individuos que estén comprometidos 
con nuestra sociedad. Individuos que 
posteriormente aceptarán y cumplirán 
esta especie de normas éticas y 
morales que rigen el comportamiento y 


convivencia entre personas. 


Es parte fundamental la ética, la 
moral y el derecho. Por tanto el ideal es 
que hubiera coincidencia en las normas 


jurídicas, éticas y morales. O que sean lo 
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más parecidas posibles. Sin embargo no 
es así. Lo que en ocasiones nos acarrea 
dificultades. 


Podemos decir que el principio ético 
es una regla que sirve como guía para 
definir la conducta, ya que recoge aquello 


que se toma como válido o bueno. 
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¿Qué es la causa penal digital? 
Lic. Christian Maribel Sánchez Cornejo 


a Causa penal digital es un 
conjunto de registros, en 
un soporte digital, de las 
actuaciones de un enjuiciamiento en sede 
jurisdiccional construido desde la primer 
solicitud hasta su conclusión. 

Las actuaciones 


el expediente 


que integran 


electrónico, son: 


promociones, proveídos del jefe de 


1.- Cuando se inicia la 
causa penal digital, se 
determina el número de 
causa, al ingresar los 
datos de inculpado, 
delito y ofendido. 


5.- Procediéndose a 
realizar las notificaciones 
a las partes y quien deba 


2.- Cualquier promoción 
se debe ingresar a su 


: pe intervenir 
respectiva causa digital. 


audiencia. 


3.- Procede a convocar a las AS De 
partes, ya sea por medio de 
auto para que contenga los 


apercibimientos necesarios control 


o bien sin necesidad de ello. 


6.- Verificación de la 
audiencia. 


manera aleatoria 
es designado el juez de 
que ha de 
celebrar la audiencia. 


unidad de causas, razones explicativas, 
resoluciones escritas de los jueces, 


audios y videos. 


Acorde al sistema oral, la regla es que 
la respuesta a la solicitud de las partes 
se haga en audiencia y la excepción 
es que sea por escrito. Pues bien, la 
solicitud que genera una audiencia y que 
se integra al expediente electrónico en 
términos genéricos sigue el trámite que a 


continuación se grafica: 


7.- Se realiza la minuta 
administrativa, en la que 
además de constar la 
identidad de la causa y 
de las partes, se señala 
en resumen lo resuelto 
por quien resuelve y se 
determinan los oficios o 
tramites que se 
ordenaron realizar. 


en E 


8.- Se efectúan los 
ejecutables ordenados 
en audiencia. 
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El flujograma ejemplifica 
genéricamente como se construye el 
expediente digital que representa una 


evolución de las constancias en papel. 
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Comentarios a la Ley de 
Extinción de Dominio 


Juez Mtro. Hugo Ernesto Hernández 


Introducción 


a delincuencia organizada ha 
permeado las sociedades actuales 
en todos sus estratos, tornando su 
desarrollo en una red compleja y eficaz. 
Es ascendente el número de grupos 
delictivos que se establecen cada día en 
cualquier parte de nuestro país, sin que 
pueda negarse que la implementación 
de acciones contra la delincuencia no ha 


tenido el resultado esperado. 


Bajo este panorama, es claro que 
no se puede encarar a la delincuencia 
con las herramientas que existían hasta 
hace algunos años. El Estado no puede 
ser indiferente a la criminalidad que se 
presenta cada día, por lo que debe crear 
los mecanismos policiacos y jurídicos 
necesarios que combatan eficazmente 
La 


implementación de nuevas tecnologías 


la delincuencia organizada. 


para combatir la delincuencia es uno de 


los avances en la materia. 


Sin embargo, es necesario que 
esta lucha sea mediante un combate 
inteligente y no solo a través de la 
persecución de los delincuentes; en tal 
sentido se debe abocar el Estado a la 
recuperación de activos que deriven de 
conductas ilícitas, por lo que requiere de 
herramientas diversas a la fuerza para 
hacer frente a la ola incesante del crimen 


organizado. 


Así, uno de los flancos que se deben 
atacar ante tales grupos criminales es el 
económico, pues al debilitar su estructura 
financiera hace más débil su propia 


organización. 


En este firme propósito de combatir la 
delincuencia desde diversos ángulos, se 
inserta en el orden constitucional federal 
la figura jurídica de la extinción de 
dominio. En armonía con ello, el Estado 
de Guanajuato reforma su Constitución 
para misma 


incorporar la figura, 


resultado de lo cual se promulga la Ley 
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de Extinción de Dominio con el afán de 
combatir a estas organizaciones desde el 


punto de vista económico. 


I ¿Qué es la extinción de dominio? 


a extinción de dominio como 
figura jurídica que nos ocupa 
en la legislación vigente!, no es 
otra cosa que la pérdida del dominio que 
tenía un particular sobre ciertos bienes 
en favor del Estado, con la característica 
principal de no tener contraprestación 
para su dueño o para quien se ostente 


como tal. 


La legislación que la regula, tiene su 
origen en la reforma del año dos mil ocho 
al artículo 22 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, 
seguida de la promulgación de la Ley 
Federal de Extinción de Dominio 
como ley reglamentaria del numeral 22 
referido. Esto último acaecido el 29 de 
mayo de 2009. 


1 Endiciembre de 2018 se avala por la cámara 
de diputados la reforma al Artículo 22 y 73, 
Fr. XXX de la CPEUM, dentro de la cual se 
amplia el listado de delitos sobre los cuales 
procede la extinción de dominio, sin que aún 
sea promulgada la nueva ley de la materia. 
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Dicha norma constitucional establece 
los principios en torno a los cuales 
se desarrollará el procedimiento 


de extinción de dominio: 1. Será 
jurisdiccional y autónomo del de materia 
penal; 2. procederá en los casos de 
delincuencia organizada, delitos contra la 
salud, secuestro, robo de vehículos, trata 


de personas y enriquecimiento ilícito. 


II Antecedentes 


ara combatir a los grupos 


criminales se requiere no 


solo abocar los recursos al 


mejoramiento de las instituciones 
policiacas y fuerzas de seguridad del 
Estado. 


el debilitamiento de sus estructuras 


También resulta importante 
financieras mediante la recuperación 
de activos, pues estas redes delictivas 
cada vez operan con mayores recursos 
económicos, lo que permite su expansión 


en cualquier ámbito. 


Así, los estados al tener el deber de 
brindar seguridad y protección a la 
necesariamente 


sociedad, requieren 


mecanismos para este combate a 


la delincuencia organizada. Como 
consecuencia del surgimiento de cada 
vez más grupos de esta naturaleza, se 
tienen como instrumentos de combate a 
nivel internacional, la Convención de las 
Naciones Unidas Contra la Corrupción?, 
la Convención de las Naciones Unidas 


Contra la Delincuencia Organizada 


2 Aprobada en Mérida, Yucatán en el año 2003. 
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Transnacional* (conocida como 
Convención de Palermo) y la Convención 
de las Naciones Unidas Contra el Tráfico 
Nícito de Estupefacientes y Sustancias 


Psicotrópicas de 1988. 


Dispositivos anteriores en los que no 
se prevé como tal la figura de extinción 
de dominio. Sin embargo, si establecen 
como una de las formas de combate a 
estos grupos organizados las acciones 
civiles que puedan ejercitarse en contra 
de las estructuras financieras de estas 
asociaciones para lograr la privación 


definitiva de los bienes de origen ilícito. 


Otro antecedente que se tiene para la 
reforma constitucional del 2008, es la 
experiencia de Colombia que promulgó 
la ley 793 en el año de 2002, que deroga 
la diversa 333 de 1996 y que establece 
las reglas que gobiernan la extinción de 


dominio. 


Por otro lado, en México el Plan 
Desarrollo 2006-2012, 


estableció la necesidad de combatir 


Nacional de 


3  Suscrita en Palermo, Italia en el año 2000. 


al crimen organizado desde el vértice 
económico, sin dejar la lucha frontal 
que se entabla en su contra. Así, se da 
impulso a una reforma constitucional 
que ve luz en junio de 2008, naciendo la 


extinción de dominio. 


Procedimiento que como ya se 
apuntó, se encuentra encaminado al 
debilitamiento del sistema financiero 
de la delincuencia organizada bajo una 
figura civil que permite garantizar las 
etapas del debido proceso y que culmina 


con una sentencia. 


Tal figura jurídica obedece al incesante 
crecimiento de la delincuencia en México. 
El Estado, bajo la finalidad de combatir 
de manera frontal la delincuencia 
organizada, crea el instrumento que 
permite mermar económicamente a estos 
grupos delictivos teniendo como objetivo 


su debilitamiento en este sentido. 


Así, 


introduce en nuestro sistema jurídico 


la extinción de dominio se 


nacional mediante reforma del artículo 
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22 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos de fecha 18 


de junio del año 2008 que indica: 


“[...] No se considerará confiscación 
la aplicación de bienes de una persona 
cuando sea decretada para el pago de 
multas o impuestos, ni cuando la decrete 
una autoridad judicial para el pago 
de responsabilidad civil derivada de 
la comisión de un delito. Tampoco se 
considerará confiscación el decomiso que 
ordene la autoridad judicial de los bienes 
en caso de enriquecimiento ilícito en los 
términos del artículo 109, la aplicación 
a favor del Estado de bienes asegurados 
que causen abandono en los términos 
de las disposiciones aplicables, ni la de 
aquellos bienes cuyo dominio se declare 


extinto en sentencia [...)” 


Creándose como norma reglamentaria 
a esta disposición la Ley Federal de 
Extinción de Dominio promulgada el 
29 de mayo de 2009. Posteriormente y 


para armonizar la legislación local, se 


reforma el artículo 12 de la Constitución 
Política del Estado de Guanajuato el 26 
de febrero del año 2010, que prescribe: 


“(...) No se considerará confiscación 
la aplicación de bienes de una persona 
cuando sea decretada para el pago 
de multas o impuestos, ni cuando la 
decrete una autoridad judicial para el 
pago de responsabilidad civil derivada 
de la comisión de un delito. Tampoco 
se considerará confiscación el decomiso 
que ordene la autoridad judicial de los 
bienes en caso de enriquecimiento ilícito 
en los términos del artículo 124 fracción 
I de esta Constitución, la aplicación a 
favor del Estado de bienes asegurados 
que causen abandono en los términos 
de las disposiciones aplicables, ni la de 
aquellos bienes cuyo dominio se declare 


extinto en sentencia (...)”. 


Como consecuencia de tal reforma se 
expidió la Ley de Extinción de Dominio 
del Estado de Guanajuato, que entró en 
vigor el 1 de enero de 2012 y consta de 
89 artículos que se dividen en 3 títulos y 


4 preceptos transitorios. El primer título 
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es referente a disposiciones generales, 
el segundo regula el procedimiento 
de extinción de dominio y el tercero 


contiene las disposiciones finales. 


TII. Naturaleza jurídica 


a extinción de dominio regulada 
por el artículo 22 de la CPEUM 
y 12 de la CPEG tiene un 
carácter patrimonial, real y autónomo 
de cualquier otro procedimiento; por lo 
que necesariamente para entenderlo se 
requiere el análisis de conceptos jurídicos 
en materia civil como la propiedad, el 


dominio, los bienes y el patrimonio. 


1 Contenido patrimonial 


El patrimonio no se encuentra como 
tal definido en el Código Civil del 
Estado, sin embargo, se conceptualiza 
como el conjunto de poderes y deberes 
apreciables en dinero que tiene una 


persona.* 


El maestro Rojina Villegas, sostuvo 
que el patrimonio se define como 
un “(...) conjunto de obligaciones 
una 


y derechos susceptibles de 


4 Enciclopedia jurídica mexicana. Edición especial. 
México, 2008; p. 475 tomo V. 
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valorización pecuniaria, que constituyen 
una universalidad de derecho o bien una 


universitatis juris”.* 


Basta decir que el patrimonio tiene 
dos elementos: el activo y el pasivo. 
El primero lo constituye el conjunto 
de bienes y derechos apreciables en 
dinero, que generalmente se traducen 
en los derechos reales o personales. 
Por otro lado, el pasivo lo integran las 
obligaciones o deudas. 

El patrimonio se estudia desde 
dos vértices. El primero de ellos es la 
teoría clásica o llamada patrimonio- 
personalidad, que sostiene como 
premisas fundamentales las siguientes: 
solo las personas pueden tener un 
patrimonio, toda persona necesariamente 
debe tener un patrimonio, solo se puede 
tener un patrimonio y el patrimonio es 


inalienable. 


5  Rojina Villegas, R: Bienes, derechos reales 
y sucesiones. Compendio de derecho civil; 
vigésima quinta edición. México 1994; p. 7. 


La otra teoría, llamada del patrimonio 
afectación, postula que siempre que 
encontremos un conjunto de bienes, 
derechos y obligaciones destinados a 
la realización de un fin determinado, se 


estará ante la presencia de un patrimonio. 


Analizadas estas teorías se logra 
claridad respecto a que la extinción de 
dominio es patrimonial, pues persigue 
los bienes y derechos que conforman ese 


patrimonio. 


Por el contrario, no se encamina a 
la extinción o disminución de derechos 
no patrimoniales como son los derechos 


políticos. 


2 Derecho real 


El origen de la expresión derechos 
reales proviene del derecho romano en el 
que se le conocía como tura in re, es decir, 
derechos sobre la cosa. En este sistema 
jurídico se consideraba al derecho real 
como un poder o señorío inmediato sobre 
la cosa cuyo titular podía hacer valer 
frente a cualquiera, esto es, erga omnes 


(frente a todos). 
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De lo anterior, se derivan las dos notas 
principales de los derechos reales. La 
primera que se tiene un poder inmediato 
y directo sobre la cosa, es decir, una 
inmediatividad o adherencia del derecho; 
este poder directo puede ser total, que se 
advierte cuando solo una persona puede 
ejercerlo, o bien parcial, cuando diversos 
individuos pueden ejercitar derechos 
reales sobre el mismo bien. Esto último 
también conocido como elasticidad del 


dominio. 


La segunda nota atribuible a los 
derechos reales es entonces su calidad de 
erga omnes, en donde se sitúa un sujeto 
pasivo universal, al ser oponibles a todos 
los miembros de la sociedad exigiendo 
su respeto, sin que tienda a confundirse 
con un derecho absoluto, pues incluso 


los derechos reales cuentan con límites. 


Todo esto se ve reflejado en el propio 
artículo 828 del Código Civil del Estado, 


que dispone que el propietario de una 


cosa puede gozar o disponer de ella con 
las limitaciones y modalidades que fijen 


las leyes. 


Así pues, los derechos reales permiten 
perseguir el bien objeto del mismo, 
situación que como quedó anotado en 
párrafos anteriores, es lo que pretende 
la extinción de dominio: el bien y no el 
sujeto que es su titular o se ostenta como 
tal. 


El propio artículo 13 de la ley en 
comento precisa que aun y cuando haya 
fallecido el titular de los bienes o quien se 
ostente como tal, la acción de extinción 
subsiste, de lo que se advierte el carácter 


real de la misma.? 


3. Dominio 


Otro de los conceptos jurídicos que 
necesariamente deben analizarse es el de 
dominio, pues la propia denominación 
del procedimiento le hace referencia 


específica. 


6 Artículo 13. La muerte del inculpado, del 
dueño de los bienes o de quien se ostente o 
comporte como tal, no extingue la acción. 
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El dominio es conceptualizado por 


la Enciclopedia Jurídica Mexicana 
como “propiedad” y esta a su vez como 
“dominio que se ejerce sobre la cosa 


poseída”.? 


Sin embargo, estas acepciones no 
permiten identificar la palabra dominio, 
por lo que es necesario remitirse a la Real 
Academia de la Lengua Española que lo 
define como “poder que alguien tiene de 


usar y disponer de lo suyo””, 


De tal suerte que la figura jurídica 
del dominio se puede encontrar en 
el concepto de propiedad que para el 
maestro Rojina Villegas es “(...) el 
poder jurídico que una persona ejerce en 
forma directa e inmediata sobre una cosa 
para aprovecharla totalmente en sentido 
jurídico, siendo oponible este poder a un 
sujeto pasivo universal por virtud de una 
relación que se origina entre el titular y 
dicho sujeto.”” 

7 Enciclopedia jurídica mexicana, Edición 

especial. México 2008; p.855 tomo V. 

8 RAE. http://dle.rae.es/?id=DglqVCc. 


9 Rojina Villegas, R.: Compendio de derecho..., 
p.79. 


De este concepto de propiedad, 


como es bien sabido, derivan tres 
características: el ius fruendi, el utendi 
y el abutendi, que son las facultades del 
titular de la propiedad o del dominio 
sobre una cosa para usar, disfrutar y 


aprovechar del bien. 


Estos elementos derivan directamente 
de la concepción romana de dominio 
que establece dominum est jus utendi, 
fruendi y abutendi de re quatenus juris 
ratio paritur. Esto es, el dominio es el 
derecho de usar, disfrutar y disponer de 


una cosa en tanto el derecho lo permita. 


4 Bienes 


Para identificar el campo de la acción 
de extinción de dominio, señalaremos 
qué son los bienes y sobre ello se puede 
inicialmente precisar que son todos 


aquellos que es objeto de apropiación. 
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De la gran variedad de clasificación 
de los bienes, solo nos enfocaremos en la 
división de muebles e inmuebles, la que 
se origina de la propia naturaleza de las 


Cosas. 


Así, 


que pueden trasladarse de un lugar a 


los bienes muebles son los 
otro, ya sea por si mismos o por una 
fuerza externa. En contraposición, son 
inmuebles los que por naturaleza no 


pueden ser trasladados. 


Sin que pase por alto la división de 
los bienes de acuerdo a su fin, pues bajo 
esta Óptica los bienes muebles pasan a 
ser inmuebles cuando por su naturaleza 
agrícola, industrial o comercial, son 
reputados como inmuebles por la propia 


ley. 


Finalmente, el artículo 2 de la Ley de 
Extinción de Dominio para el Estado de 
Guanajuato, establece que los bienes para 
efectos de la propia legislación, son todas 
aquellas cosas que pueden ser objeto de 


apropiación, sean muebles o inmuebles. 


Todo aquel derecho real o personal, así 
como los objetos, frutos y productos del 


mismo. 


Una vez analizados los conceptos 
anteriores, se tiene la certeza respecto a 
que la acción de extinción de dominio 
es real, pues persigue los bienes; es 
patrimonial, dado que se centra en el 
conjunto o universalidad de bienes y 


derechos de una persona. 


5 Autonomía del procedimiento 


Prima facie se puede considerar 
que el procedimiento de extinción de 
dominio es penal. Esto derivado de la 
ubicación del fundamento constitucional 
del cual emana, pues recordemos que se 
encuentra inmerso en el artículo 22 de la 
Carta Magna. 


Sin embargo, la propia CPEUM 
como la CPEG y las leyes de la materia, 
establecen de manera expresa su 
autonomía bastando remitirnos a los 
artículos 11, 13, 73 y 79 de la Ley de 


Extinción de Dominio: 
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“Artículo 11. La extinción de dominio 
procederá en cualquier momento aun 
cuando no se haya dictado la sentencia 
que determine la responsabilidad penal, 
pero existan elementos suficientes para 


determinar que el hecho ilícito sucedió.” 


“Artículo 13. La muerte del inculpado, 
del dueño de los bienes o de quien se 
ostente o comporte como tal, no extingue 


la acción.” 


“Articulo 73. El no 


desistimiento o extinción de la acción 


ejercicio, 


penal, así como la absolución del 
demandado o del tercerista en el proceso 
penal por no haberse establecido su 
responsabilidad, o la no aplicación de la 
pena de decomiso de bienes, no tendrá 
efectos en la resolución que se dicte en el 


procedimiento de extinción de dominio.” 


“Artículo 79. La sentencia por la 
que se resuelva la improcedencia de 
la acción de extinción de dominio 
no prejuzga respecto de las medidas 


cautelares de aseguramiento con fines 


de decomiso, embargo precautorio para 
efectos de reparación del daño u otras 
que la autoridad ministerial o judicial a 
cargo de la investigación o proceso penal 


acuerde.” 


De estos artículos se colige, sin 
duda alguna, que el procedimiento que 
en materia penal pudiese existir, es 
independiente de la extinción de dominio 
que se ejercite, pues no importa para 
emitir una sentencia en la cual se declare 
extinto el dominio de ciertos bienes, el 
que no haya sentencia de condena en 


materia penal o viceversa. 


Se refuerza también la autonomía con 
el carácter real que le otorga el artículo 13 
ya transcrito, al prescribir que la muerte 
del inculpado no extingue la acción, pues 


no lo persigue a él, solo a sus bienes. 


Sin embargo, esta autonomía no 
es total o absoluta, pues claramente 
requiere para su procedencia de figuras 
incorporadas a la materia penal y que 
incluso se considere que efectivamente 


sucedió el hecho ilícito. 
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Así, la autonomía de la extinción de 
dominio respecto de un procedimiento 
solo relativa, 
debe 


lo menos una indagatoria penal que 


penal es pues 


necesariamente iniciarse por 


continuará con el ejercicio de la acción 
respectiva en la cual se calificará si las 


conductas realizadas son consideradas 


como ilícitas en aquella materia. 
6 Similitud con otros procedimientos 
A. Decomiso 


No obstante, esta figura de extinción 
tiene parecido con el decomiso previsto 
por la materia penal por el mismo artículo 


constitucional ya citado. 


10 Extinción de dominio. la autonomía a que 
se refiere el artículo 22 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
entre el procedimiento relativo y el penal no es 
absoluta, sino relativa. Época: Décima Época. 
Registro: 2008879 Instancia: Primera Sala. 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación. 
Libro 17, Abril de 2015, Tomo |. Materia(s): 
Constitucional. Tesis: 1a./J. 21/2015 (10a.). 
Página: 340. 


Sin embargo, las figuras son diferentes, 
pues mientras que en el decomiso “[...] 
es la privación de los bienes de una 
persona decretada por la autoridad 
judicial a favor del estado, aplicada 
como una sanción a una infracción”, en 
la extinción de dominio solo se requiere 
demostrar la existencia de un ilícito y que 
el bien objeto de tal extinción se engasta 
en alguno de los supuestos del artículo 
por 


Así, el decomiso se actualiza como 
una sanción en materia penal, mientras 
que la extinción de dominio no es una 
pena en materia civil. Por otro lado, 
en este procedimiento civil si se puede 
afectar el dominio de terceras personas, a 
las cuales se les otorga y salvaguarda su 


garantía de audiencia. 


11 Extinción de dominio. es una acción civil y 
autónoma del procedimiento penal y de los 
juicios de amparo (Legislación del Distrito 
Federal). Época: Novena Época. Registro 
162842. Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Primer Circuito. Tesis Aislada. Fuente 
Semanario Judicial de la Federación. Tomo 
XXXIII, Febrero 2011. Tesis |. 30. C893 C. 
Pag. 2318. 
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B. Expropiación 


Podría pensarse también que esta 
figura tiene un tinte administrativo al 
guardar similitud con la expropiación. 
Ésta se define como el procedimiento 
que permite al Estado, mediante un fin 
de utilidad pública, transferir por vía de 
autoridad, de un particular al Estado, la 
propiedad de un inmueble mediante una 
indemnización previa, concomitante O 
bien, posterior. 

La similitud con tal instrumento 
deriva de que en ambos el Estado despoja 
del dominio o propiedad de un bien a un 
particular en favor del propio Estado. 
Sin embargo, existen de entre varias, dos 
diferencias notables entre las dos figuras 


jurídicas, las cuales son: 


a) La expropiación se emplea para 
fines de utilidad pública, mientras que la 
extinción de dominio es una herramienta 


contra la lucha del crimen organizado; 


b) En la expropiación la pérdida 
del derecho del particular tiene una 
contraprestación y en la extinción 
de dominio no existe tal. Por ello, se 


considera que no es una exproplación.'? 


De todo lo anterior, es que se logra 
la identificación del procedimiento de 
extinción de dominio como de derecho 
civil, pues la propia legislación de esta 
materia prescribe en su artículo 3'* 
fracciones I y Il, que la codificación 


supletoria a la Ley de Extinción de 


12 Extinción de dominio. la autonomía a que 
se refiere el artículo 22 de la CPEUM, 
entre el procedimiento relativo y el penal 
no es absoluta, sino relativa. Décima 
Época. Registro: 2008879. Primera Sala. 
Jurisprudencia. Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación. Libro 17, Abril de 
2015, Tomo !. Constitucional. Tesis: 1a./J. 
21/2015 (10a.). Página: 340. 


13 Artículo 3. A falta de regulación suficiente en 
la presente Ley, se estará a las siguientes 
reglas de supletoriedad: |. En el procedimiento 
de extinción de dominio, serán aplicables 
las disposiciones contenidas en el Código 
de Procedimientos Civiles para el Estado 
de Guanajuato; [...] y I!l. En lo relativo a la 
materia sustantiva civil, a lo previsto por el 
Código Civil para el Estado de Guanajuato. 
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Dominio es el Código Procesal Civil y 
el Código Sustantivo Civil, ambos del 


Estado de Guanajuato. 


7 Notas características 


En estas circunstancias se infieren las 
características de este procedimiento, 


que son las siguientes: 


La extinción de dominio es autónoma 


e Independiente de cualquier otro 
procedimiento, esto incluyendo al de 


naturaleza penal. 


Es una acción real, pues persigue el 


bien mueble o inmueble y no a la persona. 


No es una pena derivada de un ilícito 
regulado por la materia penal, pues 
no requiere la comprobación sobre 
la participación del demandado en el 
procedimiento como autor de un delito. 
contenido 


Esta acción es de 


patrimonial y de naturaleza civil. 


debe declarar jurisdiccionalmente la 
extinción, lo que permite un adecuado 


seguimiento del debido proceso. 


Existe un catálogo de delitos sobre los 
cuales procede la extinción de dominio, 
por lo que hay correlación entre ésta y 
la materia penal, derivada de la clara 
dependencia del procedimiento de 
extinción de dominio a la existencia de un 
hecho ilícito tipificado por la legislación 
penal. 

De suerte tal que, aunque, los 


procedimientos son autónomos e 
independientes, tienen una relación en 
su origen, pues ambos requieren de la 


comisión de un delito. 
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IV. Partes en el procedimiento de 


extinción de dominio 


na vez identificado en materia 
civil, en la extinción de 

dominio existen al igual que 
en un procedimiento ordinario, una 
parte demandante y una demandada. Sin 
embargo, cuentan con peculiaridades que 
la hacen distinta, pues expresamente se 
regula la participación de terceristas al 
así establecerlo el artículo 18 de la citada 


legislación. 


La llamada trilogía procesal en materia 
civil se ve un tanto limitada en la extinción 
de dominio en razón de las partes que lo 
integran. Característica única de éste es 


la parte actora o accionante del mismo. 


El artículo 8 de la ley!'* en cita 
establece de manera expresa que solo 
el agente del Ministerio Público puede 
ejercitar la acción, lo que supone una 
conducta monopólica en su ejercicio. Lo 
anterior, se deriva de la representación 
14 14 Artículo 8. El ejercicio de la acción de 


extinción de dominio corresponde al Ministerio 
Público. 


social de la que se encuentra investida 
la Procuraduría de Justicia del Estado, 
así como la atribución de constituirse 
en parte demandante para someter la 
pretensión de extinción ante la autoridad 


judicial. 


Por otro lado, el demandado será la 
persona que se demuestre sea el dueño 
del bien ya mueble o inmueble, o en su 


caso de quien se ostente como tal. 


Bajo el panorama antes referido, el 
dueño del bien será la persona o personas 
que ejercen el señorío o dominio sobre 
el bien o bienes materia de la pretensión 
ejercitada por el Ministerio Público, 
o como expresamente lo establece el 
artículo 2 fracción III, el propietario de 


los bienes o titular de los derechos. 


Sin embargo, la extinción de dominio 
no solo se entabla en contra del dueño, 
sino también de quien se ostente como 
tal. Es decir, quien sin ser el dueño se 


exteriorice como su dominador. 
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Pero también en esta relación procesal 
se tiene como figura a los terceros, 
que resultan ser las personas que no 
siendo titulares de los bienes materia 
del juicio, comparecen para deducir un 
derecho propio sobre los mismos, dado 
que estiman que la procedencia de la 
acción les impacta en su esfera jurídica, 
situación en la cual se encuentran por 
ejemplo, la esposa e hijos que habitan un 
inmueble cuyo titular es el esposo y del 


que se pretende la extinción de dominio. 


V Competencia 


l haberse establecido que la 
extinción de dominio es de 
materia civil supone entonces 
que la competencia para dirimir las 
cuestiones que se susciten en torno a 
ella recae en un juez de partido civil. 
No obstante, otra singularidad de este 
procedimiento es la especialización de 


los jueces que conocen de estos asuntos. 


La especialización en esta materia la 
otorga el artículo 2 fracción IV'*, que 
se complementa con el diverso 17'* 
de la propia ley que establece que los 
tribunales especializados tienen su sede 


o despacho en la ciudad de Guanajuato. 


15 Artículo 2. Para los efectos de esta Ley, se 
entenderá por: [...] IV. Juez especializado: el 
Juez especializado en materia de extinción 
de dominio del Poder Judicial del estado de 
Guanajuato. 


16 Artículo 17. Los Jueces especializados son 
competentes para conocer del procedimiento 
de extinción de dominio. Los Jueces 
especializados tendrán su sede en la ciudad 
de Guanajuato y serán competentes en todo 
el estado. Para el conocimiento de los medios 
de impugnación serán competentes las Salas 
en materia civil del Supremo Tribunal de 
Justicia del Estado. 
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Sin embargo, para el conocimiento 
de la causa en una segunda instancia, 
no existe especialización de las Salas 
del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado, pues cualquiera de ellas tiene la 
oportunidad de conocer del recurso de 


apelación. 


VI Ámbito de aplicación 


orrelacionado con la 

competencia se encuentra el 

ámbito de aplicación de la 
Ley de Extinción de Dominio. Este 
procedimiento se aplica a los actos o 
hechos ilícitos cometidos dentro del 
Estado de Guanajuato, así como a los 
cometidos fuera de éste, pero que tiendan 
a causar un daño en el mismo, siempre 
y cuando no hayan sido materia de 
sentencia ejecutoriada en extinción de 


dominio en cualquier otro lugar.'” 


Esto se concatena con las disposiciones 
contenidas en el código sustantivo civil 
del Estado en sus artículos 12 y 13, que 
prescriben que cuando los efectos de 
actos jurídicos realizados del Estado se 
ejecuten en Guanajuato, se atenderá a la 


legislación de esta Entidad Federativa, 


17 Artículo 5. La presente Ley se aplicará por los 
hechos ilícitos cometidos dentro del estado 
de Guanajuato y por los cometidos fuera 
de éste, cuando causen o estén destinados 
a causar efectos dentro del mismo y no se 
haya pronunciado sentencia ejecutoriada de 
extinción de dominio en cualquier otro lugar. 
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así como que los bienes muebles e 
inmuebles dentro del Estado se sujetaran 
a las leyes del mismo. 


VII Delitos y bienes 


ajo el panorama expuesto, es 
necesario ahora puntualizar 
que la acción de extinción de 
dominio tiene un catálogo numeroso de 
delitos sobre los cuales puede ejercitarse, 
así como también una lista de bienes 


sobre los que recaerá la misma. 


1 Delitos 


Los delitos sobre los que procede la 
acción de extinción de dominio están 
consagrados en el propio artículo 22 de la 
CPEUM!? y su correlativo 12 de la CPEG, 
que fueron íntegramente recogidos por 
el artículo 10 de la Ley de Extinción de 


Dominio, siendo los siguientes: 


“Artículo 10. El procedimiento de 
extinción de dominio sólo procederá 
en los casos de delitos contra la salud, 
secuestro, robo de vehículos, trata de 


personas y el enriquecimiento ilícito...” 


18 Los delitos contenidos en el art. 22 CPEUM 
y 10 de la Ley de Extinción de Dominio de 
Guanajuato se amplian en virtud de la reforma 
al propio artículo 22 constitucional. 
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Identificados los delitos debe 
destacarse que para la procedencia de 
la acción, como ya se puntualizó, no 
es necesaria una sentencia de condena 
en materia penal, sin embargo, si debe 
acreditase la comisión de un ilícito. Para 
ello, el artículo 12 de la citada legislación 
precisa que se considerará que se 
cometió un ilícito cuando se acrediten 
los elementos que integren la definición 


legal de los delitos a que se refiere 


El artículo 10, por lo que se considera 
oportuno precisar las definiciones legales 
de estos ilícitos contenidas en el CPG, y 


en las leyes especiales. 


Secuestro: 


Artículo 9 de la LGS. 


“(...) sí la privación de la libertad se 


efectúa con el propósito de: 


a. Obtener, para sí o para un tercero, 
rescate o cualquier beneficio; 

b. Detener en calidad de rehén a una 
persona y amenazar con privarla 


de la vida o con causarle daño, 


para obligar a sus familiares o a 
un particular a que realice o deje 
de realizar un acto cualquiera; 

Cc. Causar daño o perjuicio a la 
persona privada de la libertad o a 
terceros; O 

d. Cometer secuestro exprés, 

desde el momento mismo de su 

realización, entendiéndose por 
éste, el que, para ejecutar los 
delitos de robo o extorsión, prive 
de la libertad a otro. Lo anterior, 
con independencia de las demás 
sanciones que conforme a esta Ley 
le correspondan por otros delitos 


que de su conducta resulten.” 


Robo de vehículos: 


Artículo 191 del CPG. A quien se 
apodere de una cosa mueble y ajena, sin 
consentimiento de quien legítimamente 
pueda disponer de ella, se le aplicarán las 


siguientes sanciones: 


Trata de personas: 


Artículo 10 de la LGATP 
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“Toda acción u omisión dolosa de una 
o varias personas para captar, enganchar, 
transportar, transferir, retener, entregar, 
recibir o alojar a una o varias personas 
con fines de explotación se le impondrá 
de 5 a 15 años de prisión y de un mil a 
veinte mil días multa, sin perjuicio de las 
sanciones que correspondan para cada 
uno de los delitos cometidos, previstos y 
sancionados en esta Ley y en los códigos 


penales correspondientes. 


I. Se entenderá por explotación de 
una persona a: 

TL 

III. La esclavitud, de conformidad con 
el artículo 11 de la presente Ley; 

IV. La condición de siervo, de 
conformidad con el artículo 12 de 
la presente Ley; 

V. La prostitución ajena u otras 
formas de explotación sexual, en 
los términos de los artículos 13 a 
20 de la presente Ley; 

VI. La explotación laboral, en los 
términos del artículo 21 de la 


presente Ley; 
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VII. El trabajo o servicios forzados, 
en los términos del artículo 22 de 
la presente Ley; 

VIII La mendicidad forzosa, 
en los términos del artículo 24 de 
la presente Ley; 

IX. Lautilización de personas menores 
de dieciocho años en actividades 
delictivas, en los términos del 
artículo 25 de la presente Ley; 

X. La adopción ilegal de persona 
menor de dieciocho años, en los 
términos de los artículos 26 y 27 
de la presente Ley; 

XI. El matrimonio forzoso o servil, en 
los términos del artículo 28 de la 
presente Ley, así como la situación 
prevista en el artículo 29; 

XII. Tráfico de órganos, tejidos y 
células de seres humanos vivos, 
en los términos del artículo 30 de 
la presente Ley; y 

XIII. Experimentación 
biomédica ilícita en seres 
humanos, en los términos del 


artículo 31 de la presente Ley.” 


Enriquecimiento ilícito: 
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Artículo 250 del CPG. Al servidor 
público que durante el tiempo de su 
cargo y por motivos del mismo, aumente 
ilícitamente su patrimonio o se conduzca 
como dueño de bienes no incluidos 
formalmente en aquél, se le aplicará de 
tres a doce años de prisión y de treinta a 


ciento veinte días multa. 


Para efectos del párrafo anterior, se 
computarán entre los bienes que adquieran 
los servidores públicos o con respecto de 
los cuales se conduzcan como dueños, a 
los que reciban o de los que dispongan 
su cónyuge, concubina, concubinario, y 
ascendientes y descendientes en primer 


grado. 


Las mismas sanciones se aplicarán a 
quien haga figurar como suyos bienes 
que el servidor público adquiera o haya 
adquirido ilícitamente, a sabiendas de 


esa circunstancia. 


Por lo que hace a los delitos contra 
la salud, se debe puntualizar que solo 
se refiere al narcomenudeo sobre la 
cual la Ley General de Salud establece 


competencia en las entidades federativas. 


2 Bienes 


Los bienes que son materia de la 
pretensión de extinción son los que 
señala el propio artículo 10 de la ley de 


la materia: 


a. Aquellos que son instrumento, 
objeto o producto del delito. Para 
identificar tales conceptos diremos 
que los instrumentos se identifican 
con los objetos físicos utilizados 
para cometer el delito; los objetos 
del delito son los bienes sobre los 
que recae la conducta y finalmente 
el producto del delito, son los 
bienes derivados de manera 

directa o indirecta con la conducta 


delictiva. 
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b. Los que han sido utilizados o 
destinados a ocultar o mezclar 
bienes producto del delito. Por 
mezcla se debe entender el sumar 
incorporar o aplicar dos o más 
bienes y por ocultar el esconder, 
disimular o transformar los 


bienes. '” 


c. Los que estén siendo utilizados 
para la comisión de delitos por 
un tercero, si su dueño tuvo 

conocimiento de ello y no lo 

notificó a la autoridad o hizo algo 


para impedirlo. 


d. Los que estén intitulados a nombre 
de terceros y existan suficientes 
elementos para determinar que son 
producto de delitos patrimoniales 
y el acusado por estos delitos se 
ostente o comporte como dueño. 
En este supuesto se encuentran 
los testaferros o comúnmente 


llamados prestanombres. 


19 Artículo 2 fracciones V y VI Ley de Extinción 


de Dominio del Estado de Guanajuato. 


Conclusiones 

Il incesante trabajo de 
las autoridades contra la 
delincuencia organizada no podía 

estar orientado en una única vertiente 
policial, requería  indiscutiblemente 
de otro enfoque para lograr abatir 


eficazmente la criminalidad. 


La extinción de dominio es una 
herramienta útil para tal empresa, pues 
su finalidad es el debilitamiento de la 
economía de estos grupos criminales, 
otorgando para ello, todas las bondades 
de un procedimiento civil. Lo que supone 
de suyo la salvaguarda del debido proceso 
respetando en todo momento la garantía 
de audiencia tanto para los dueños de los 
bienes, quienes se ostenten como tales, e 
incluso para los terceros que integren el 


procedimiento. 


Es cierto que el índice de asuntos 
en esta materia no es abundante, pero 
también se logra certeza respecto a que 
ha ido en aumento la pretensión del 


Ministerio Público en este aspecto, lo 
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cual indica que con el tiempo, logrará | el que fue creado: abatir la delincuencia 


su objetivo la reforma constitucional del 
2008 al artículo 22 de la CPEUM. 


Por otro lado, se espera que la reforma 
alos artículos 22 y Fracción XXX del 73 
de la CPEUM sea una evolución eficaz 
en materia de extinción de dominio, 
al incrementar el listado de los delitos 
sobre los cuales se puede ejercitar tal 
acción, entre ellos los relacionados con 
casos de corrupción, así como el robo de 
hidrocarburos, que en Guanajuato y en 
varias entidades del país ha creado un 
problema social de gran magnitud. 

Quedan en la pluma diversas 
inquietudes. Entre otras, si en este 
procedimiento se aplica la presunción de 
inocencia y si las reglas de la carga de la 
prueba se aplican de igual forma tanto al 


tercerista como a las partes. 


Finalmente, resta apuntar que la 
extinción de dominio es un procedimiento 
que, como en cualquier otra materia, ante 
la cada vez más incesante ola delictiva, 


requiere evolucionar para lograr su fin por 


organizada desde su aspecto patrimonial 


y financiero. 
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